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PRESENTACION 

Eslc trabajo sobre d origen, evolución y valor práctico del refrendo, enfoca su análi.-.is 

principalmente en relación al sistema político mexicano; ofrece un amplio panorJma histórico

Iegislativo y pone a consideración de los lectorc .... las opiniones de diversas personalidades ele la 

doctrina jurídica, así como Ju del autor. 

Entrafia d lc1:;ro de un viejo anhelo: disertar sobre la estructura orgánica y fUncion:1l de mi 

paf!., y la añeja figur;1 dd n:frcndo es el pretexto idóneo para tal fin. Las sutilezas técnkas que este 

tema prescnm. han mniivado, en eJ caso de Jos decretos promulg:norios de leyes, que Ja doctrina le 

haya dedicado varias jornadas buscando su natural ubicación en el universo jurídko. 

El trabajo se estructura partiendo de un esludio comparativo entre Jos sistemas 

parhuncnmrio y presidencial, con d obj~to de conocer el Funt.:ionamicnto práctko del refrendo en 

uno y otro ~isterna; posterionnentc ~e analiza su génesis, desarrollo y actualidad en el sistema 

presidencial mexicano en particular; en l:t parte medular y líltima de Ja investigación se efectúa el 

estudio sobre Ja reforma ;ti artículo 13 de la Ley Orgáni1.:a de la Administración Pública Federal y 

en este •1panJdo se eonticne igualmi.:ntc mi propue.s1a, consecuencia de las reflexiones qui: el tema 

me ha SU!?l"rido. 

Este libro es Ja materialización del trabajo invertido en investigación bibliográfica y 

legislativa. en tiempo de estudio y reflexión; busca ser una aportación a Jos estudios realizados en 

torno al refrendo en los decretos prornulgatorios de leyes del Congreso de Ja Unión, y por supuesto, 

demostrar que esta figura jurídica resulta ohsolcta en el contexto de nuestra organi1;u,:ió11 

administrativa. 
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CAPITULO! 

EL SISTEMA PARLAMENTARIO 

I. INTRODUCCION AL TEMA 

A fin de poder desarrollar con mayor precisión Jos temas tratados en los dos primeros 

capítulos, resulta necesario señalar Jos elementos básicos que en teoría corresponden a la 

organización parlamentaria y a la organización presidencial. 

A pesar de que esta materia corresponde propiamente al Derecho Constitucional, el enfoque 

desde el cual se analiza en esta investigación es desde el punto de vista del Derecho Administrativo, 

por ello su estudio se centra en la estructura de los órganos gubernamentales y la mancr.1 como 

éstos se encuentran organizados. 

Es menester por lo tanto, seña.lar que ambos sistemas, el parlamentario y el presidencial, 

son fonnas de organización gubernamental, y no formas de Estado, estas últimas son detenninadas 

por ln.s relaciones entre pueblo. territorio y gobierno. 

Trndiciunalrnente se han señalado como principales formas de gobierno a la Monarquía y a 

la República; como clases de Monarquía: a la absoluta, en la cual el monarca está sobre la 

Constitución y es el único titular del poder gubernamental; y la Constitucional, en la cual el 

monarca se encuentra sometido al Derecho y coexisten con él otros órganos fundamentales. Esta 

última se subdivide en pura y parlamentaria, según que el monarca tenga el ejercicio del gobierno o 

lo ejerza por medio de ministros responsables ante el parlamento. 



En la Repúblic~ et poder gubernamental se atribuye al pueblo mismo y se han considerado 

dos tipos: la presidencial. en la que el presidente o jefe de estado se encuentra en posición 

independiente del parlamento o congreso. y la parlamentaria, en la cual sí depende del parlamento. 

No es pre.tensión de este trabajo, desarrollar en fonna ponncnoriz.ada cada uno de los 

sistemas de gobierno mencionados. sino en la medida necesaria, desglosar los órganos 

gubernamentales y las funciones que desarrollan dentro de estos dos sistemas: el parlamentario 

británico y el presidencial mexicano, en relación con el refrendo ministerial, tema central del 

presente ensayo. 

2. BREVE RE~'ERENCIA A LA INfEGRACION DEL SISTEMA 

PARLAMENTARIO INGLES 

La necesidad de referirnos al sistema parlamentario, rJdica en el hecho de que al comparar 

más adelante a algunos de sus órganos y sus funciones, con los que conforman al sistema 

presidencial, habremos señalado los antecedentes necesarios para justificar ampliamente nuestra 

tesis, respecto del refrendo ministerial. 

Dicho de otra manera, pero conteniendo la misma idea, el Dr. Acosta Romero señala: 

Por ser de interés para la determinación de las características del régimen 
administrativo mexicano, creemos conveniente hacer un resumen sobre lo típico, 
desde el punto de vista político-administrativo, de las dos principales vwiantes de 
la forma de gobierno: A) Parlamentarismo; y B) Presidencialismo. (1) 

llJ 11coot11 ~0111ero, Mlgual., T"'°rio G•moral dol Derecho Admlniatratlvo. 71:1.. Ed., Pcirr\Us, 

H~xko, 1986, p.p.72 y 13. 



Fonaleciendo nueslra postura. diremos que entre los regímenes parlamentarios elegimos al 

inglés, porque lo consideramos el modelo tradicional, y por ende, el de las características más 

relevantes, tomadas en cuenta por varios países para delinear el perfil de su gobierno. 

Está demostrado históricamente que es en este sistema, dandi.: en realidad tiene una 

constante pragmática el refrendo ministerial y donde realmente se asumen sus consecuencias. 

Ahora bien, con el objeto de dar una secuencia lógica al análisis que pretendemos realizar, 

comenzaremos por hacer mención a Jos órganos integrnntes del Sistema Parlamentario Inglés, par.t 

posteriormente referimos a sus fum::iones, lo cual nos pennitirá determinar la exbaencia de la 

responsabilidad política y los entes gubernamentales a los cuaks corresponde. 

La designación de los diversos órganos del sistema parlamentario a menudo crea 

confusiones, aún .. en la propia doctrina, porque en fonna indiscriminada y nos atreveríamos a 

'1firmar que en forma irresponsable, se utilizan los mismos nombres para designar a órganos 

estructural y funcionalmente distintos. 

A fin de evitar incurrir en la misma confusión, la cual sólo nos distraerla del objeto de la 

presente obra, hemos de señalar que al Parlamento se la ha considerado en fonna clásica como un 

cu<:rpo integrado por la Corona, el Gobierno de Su Majestad (integrado por miembros del 

Parlamento responsables ante las Cámaras); y las Cámaras en sí, como Asamblea Legislativa. 

En tal virtud, mencionaremos en forma breve a cada uno de los órganos referidos. 
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2.1. LA CORONA 

Es fórmula conocida y reiterada. la que señala "el rey reina. pero no gobierna". Sin 

embargo, lo me.dular no es hacer referencia a ello, sino suscintameme señalar Jos fundamentos de 

tal aseveración. 

Para tal efecto y como Jo seguiremos haciendo a lo largo del desarrollo de este tema. hemos 

de mencionar que respecto a este órgano, el autor J.A.C. Grant afirma: 

Aunque el gobierno británico aún actúa en nombre de la reina. el monarca 
hace largo tiempo que reina pero no gobierna. Esta posición ha sido 
institucionalizada, m;í que la reina puede realizar hoy pocos actos que impliquen el 
ejercicio de la facultad discrecional, excepto por consejo de un ministro. 
evidenciado por su contrafirma. .. (2) 

La Corona por lo tanto, se encuentra personificada por el monarca, a quien el maestro 

Daniel Moreno denomina "el Ejecutivo Formal" y la sentencia que se comenta no es novedad 

alguna, ya que el propio desarrollo histórico del sistema parlamentario lo ubica varios siglos atrás, 

tal y como se señala en la referencia siguiente: 

... A partir de la Edad Media. hubo en Europa infinidad de monarquías, 
muchas de ellas autocráticas y absolutistas, la monarquía constitucional más típica 
es la ingles~ en la que la imponancia del Parlamento se acentuó a partir de 1648, 
en que, desde entonces surge el principio de que el rey reina pero no gobiema.(3) 

12) oro.ne, J .A.C., ouso.rrollo Const.it.uclonal en el Siglo XX en eran Bree.a.na y Est.o.dc:1 

Unidos., contenido en1 LXXV Moa do E:volucl6n Juridlc11 en el Hundo, Vol. VI, UNAH, Héxtco, 19BO, 

p.98. 

lli ACOSt.A Romero, HiCJUeL, Op. C1t., p.72. 



Corresponden al manaren, sólo las funciones de representación y protocolo, '\ .. es más bien 

un símbolo del Estado ... " (4) y como ya se indicó, cubre la primera parte de la dualidad del 

Ejecutivo como Jefe de Estado. 

Se llega a afirmar incluso, en fomia mordaz, que el monarca representa el mayor atractivo 

turfstico de los países en que existe. 

Las facultades con que cuenta el monarca son en verdad limitudas " ... el rey, no tiene 

verdadera fuerza, el gobierno se realiza a través del gabinete .. .'' (5) y sus mínimas facultades 

gubernativas y polftica.-;, serán tratadas posteriormente. 

Bástenos por ahora hacer hincapié en lo mencionado, debiendo tener presente este dato ya 

que adelante nos referiremos a la irresponsabilidad política del monarca. 

2.2. EL GOBIERNO 

En este órgano se concentran Ja adnúnistración, la dirección, y lo más imponante para 

efectos de este ensayo, Ja responsabilidad. del poder ejecutivo. Es este órgano quien origina que se 

le denomine a este Sistema: gobierno de gabinete, gobierno parlamentario, gobierno ministerial, 

·etc. 

El Gobierno se compone " ... del número total de funcionarios de la Corona que ocupan 

escaños en el Parlamento y que se sustituye con el cambio de gobierno." (6) 

141 Acoot.11; Romero, MiQUel., Ibid., p.7). 

15) Moreno, D1mte1. Derecho conac.1c.uciona1 Hexic.11;no .• 611. E.:!.., Edit.. Pa.x-México, México, 
1981. p.395. 

f61 Grane, J.A.C., Op. cit., p.106. 



Este grupo de ministros, conocido como Gabinete es, como ya dijimos, Ja superior jerarquía 

gube¡nativa y administrativa, encabezado por el Primer Ministro, quien tiene Ja categoría de 

primero entre sus iguales (primos int<."r pares) en virtud de que su extracción es realizada, valga Ja 

expresión, del propio parlamento. 

Es el Primer Ministto quien lleva a cabo la función de Jefe de Gobierno (parte 

complementaria del Poder Ejecutivo), encargado de la administración y el gobierno mismo. Se dice 

que como Jefe de Gobierno " ... se encuentra fuertemente dominado por et parlamento." (7) 

Lo anterior obedece a que el Gabinete está integrado por los jefes del partido mayoritario o 

por los jefes de los partidos que a través de una coalición forman la mayoría parlamentaria; de esta 

manera " ... el gabinete, por tanto, sólo podrá subsistir en la medida que cuente con el apoyo de la 

mayoría parlamentaria ... " (8) 

El gabinete es a nuestro juicio el órgano de mayor relevancia, juega un papel predominante 

en la determinación del equilibrio existente entre los poderes Legislativo y Ejecutivo, consideramos 

de vital importancia las funciones que desempeña, razón por la cual adelante serán tratadas con 

mayor amplitud. 

Sirva como corolario de lo anterior la afirmación del Dr. Acosta Romero: " ... El Gabinete no 

es una mera colección de ministros, es una unidad que trabaja en forma colegiada y depende de dos 

factores: Ja responsabilidad colectiva y el soporte del partido político" (9), hacemos mención a esto 

porque de nueva cuenta se toca la cuestión de la responsabilidad ministerial, íntimamente ligada a 

la figura del refrendo. 

{7) Moreno Rodrfgu<:!Z, Rodrigo., La Adrnlni!ltr<tclón Plllillca Federal en México. UtlAM, Hóxlco, 

1990, p.57. 

101 Moreno Rodr!guei. Rodrigo., lbld .• p.59. 

191 A.costa Romero, Miguel., Op. Cit., p.73. 
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2.3. LA ASAMBLEA 

La Asamblea, integrada por las Cámaras, constituye un conjunto de representantes que 

actúan como vigilantes de la función gubernamental y como colegisladores. 

De manera reiterada es a este órgano a quien la doctrina denomina "Parlamento", idea con 

la cual en principio diferimos; como lo señalamos anterionnente, es el Parlamento el todo integrado 

por el Gobierno y Jas Cámaras (como Asamblea Legislativa); no obstante que la mayoría de autores 

contemporáneos insistan en denominarlo as{, y hayan originado que prácticamente en ese sentido se 

haya "institucionalizado". 

No puede definirse al todo denominado Sistema Parlamentario, por una de sus partes: la 

Asamblea, éste último nombre consideramos resulta más adecuado para definir a las Cámaras en su 

carácter de Asamblea Legislativa. 

La Asamblea, por lo tanto, se encuentra integrada por la Cámara de los Comunes y por la 

Cámara de los Lores; siendo mayor la influencia de la primera en el gobierno y así se afirma: "La 

importancia de las elecciones es grande, ya que todo el gobierno depende de una mayoría de 

miembros en la Cámara de los Comunes, mismos que pertenecen al partido vencedor, al igual que 

los ministros ... " ( 10) 

La superior autoridarl de la Cintara de lo.'i Comunes, obedece a la mutación históñca de 

facultades, a que se han visto sometidas ambas Cámaras, tal y como a continuación se menciona: 

... A pesar de que cuando se inició el siglo era virtualmente igual en 
autoridad -la Cámara de los Lores· a la Cámara de los Comunes, esta posición fue 

1101 AcoBta Rom~ro, Hl-guel., l.oc. clt. 



destruida por la Ley del Parlamento de 1911 y fue aún más reducida en 1949, al 
grado de que hoy no puede suspenderse el trámite de los proyectos de leyes 
financieras más de un mes. ni Jos proyectos de leyes ordinaria..;¡ de derecho público 
por más de un año. Durante ese tiempo puede sugerir reformas; pero no 
exigirlas. (11) 

Respecto a la función legislativa que desempeña la Cámara de los Lores, ésta fue resumida 

por Lord Bryce (según nos menciona el autor en quien nos hemos venido apoyando), como 

presidente de una comisión en 1917-18, haciéndolos consistir en la revisión de proyectos que no 

habían sido adecuadamente discutidos en la Cámara de los Comunes, la iniciativa de proyectos de 

ley en materias no controvertibles y su formulación para consideración en la Cámara de Jos 

Comunes, la acción dilatoria respecto a medidas debatibles para permitir que el público sea 

informado y reaccione, y la existencia de un foro para la discusión de tcma.'i de interés público. 

Por otra parte y a diferencia de la Cámara de los Lores, la heterogeneidad en Jos elementos 

que fntegmn u la Cámara de los Comunes, es lo que en concreto, le han dado fuerza y atribuciones, 

así lo señala Grant al afirmar: " ... El poder y prestigio de Ja Cámara de los Comunes ha aumentado a 

medida que su composición ha sido democratizada ... " (12) 

A estas alturas, tal pareciera que hubiésemos extraviado el sendero que originalmente nos 

hemos trazndo; sin embargo no es así, el referirnos en la fonna como lo hemos hecho, a Ja 

integración del sistema parlamentario, fue únicamente con el fin de aportar las nociones 

preliminares del mismo, buscando siempre hacerlo en forma breve; el extendemos más allá del 

umbral que en forma convencional fijamos a este tema, nos desviaría a terrenos de la ciencia 

jurídica ricos y abundantes en conocimiento, pero no resultarían fértiles para que el tema de este 

trabajo alcance el desarrollo pretendido. 

!11) Orant, J.A.r;., Op. Cit., p.100 fEI agr(!9ado entre quionas es del autor). 

!12! Gnmt, .J.A.C., Ibld., p.104. 
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Determinada la esencia organizacional del Sistema Parlamentario. resulta indispensable 

analizar las diversas atribuciones de cada órgano y por ende, Jas responsabilidades inherentes a 

ellas. 

3. ATRillUCIONES Y RESPONSABILIDADES DE ESTOS ORGANOS 

3.1. FACULTADES DEL MONARCA 

En el apartado anterior señalamos que en su carácter de Jefe de Estado, sólo corresponden 

al monarca la representación política y el protocolo. 

Tiene además una facultad que deviene de una previa petición del primer mini:>tro, 

consistente en la facultad de disolver la Asamblea y así forzar a una elección general. 

Esta facultad se interrelaciona con la del propio parlamento, de emitir un voto de censura al 

Jefe de Gobierno, o sea, al primer núnistro, misma que en su oportunidad será tratada. 

Volviendo a la atribución de disolver al Congreso a petición del primer ministro, es 

pertinente señalar que durante siglo y medio, ningún monarca ha rehusado dar cumplimiento a tal 

petición. 

Independientemente de lo anterior, J.A.C. Gr.rnl afirma: "Aún pueden darse condiciones en 

las cuales el monarca tenga un papel que desempeñar en la selección de un primer ministro ... " (13); 

afirmación que implica el reconocer una atribución más al monarca, sin embargo, es menester 

!lJI Grant. J.A.C., t!:!'1., p.99. 
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establecer para efectos de este trabajo. el concepto de atribución utilizado será el descrito por el 

maestro Gabino Fraga: "El concepto de atribuciones comprende el contenido de la actividad del 

Esrndo~ es lo 4ue el Estado puede o debe hacer ... " ( 14) 

Es improcedente se considere como atribución el último de Jos casos reforidos, máxime si 

se toma en cuenta que sólo rara vez se presenta esta situación. ya que i:orno es sabido, la 

designación del primer ministro es automática en virtud dl~ lo siguiente: " ... el líder del p:irtido 

mayoritario, escogido por sus colegas en Ja Cámara de los Comunes, es hoy en día el único 

candidato po~ible ... " (15) 

No pur.:dc ser una atribución, ya que Grn.nt lo pretende fundar en el hecho de que en el año 

de 1957, Sir Anthony Edcn renunció por cníenncdad y existían tres candidaros a suplirlo como 

primer ministro; sin embargo, la reina. sin esperar la actuación del partido conservador, y por 

cons~jo de Sir Winston Churchi11, patriarca <le! partido y antiguo primer ministro, nombró a Harold 

Macmillan. 

Lo anterior evidencia que casos como el referido. no son una coustantc en el desarrollo de 

la vida parlamcn1aria inglesa. sino son sólo situaciones eventuales las cuales en ningún momento 

pueden considerarse c.·omo conductas rígidas que fa1almcntc deban suscitarse, por lo tanto hemos de 

circunscribimos a considerar como facultades del monarca las señaladas en primer término. 

Siguiendo la línea trazada en relación con el desarrollo del tema, corresponde ahom 

detemllnar el grado de responsabilidad del monarca. 

(14/ F'rag.ia, cablno., Ck!fOC:hO Adlnlnist¡-.:itlvo. 26<.1. Ed., Po¡-f\la, Héxlco, 19<l7, p.26. 

!lSI Gran~. J.A.c •• Op. Clt:., p.9'.I. 
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3.2. LA IRRESPONSABILIDAD DEL MONARCA 

S61o podrá exigirse responsabilidad a alguien en la medida en que tenga facultades 

suficientes para obrar, puesto que la responsabilidad sólo podrá recaer en la actuación de Ja persona 

facultada para ello. 

La responsabilidad del monarca prácticamente no existe. en virtud de Ja casi total carencia 

de atribuciones gubernativas y polfticns. Sin embargo, no siempre fue así, sino por el contrario, era 

el monarca el centro total del poder, y bien puede sintetizarse en la frase atribuida a Lui'i XIV, el 

!Jamado "Rey Sol", quien afirmó "el Estado soy yo". 

Actualmente, no existe a nuestro modo de ver, un procedimiento netamente jurfdico que 

conlleve la exigíbilidad de la responsabilidad del monarca; Jos antecedentes históricos inmediatos 

señalan que es de facto como se ha manifestado esto. 

La historia nos ha enseñado que resultan catastróficas las consecuencias cuando por esta vía 

se actualiza Ja responsabilidad del monarca, ya que sólo a través de la oposición beligerante, de !a 

revolución y por vía ric acción direcrn, se Je embiste con el fm de destronarlo y cuando esto se 

logra. son de sobrn conocidas las consecuencias que cJlo acarre~ desmoronándose toda institución 

y creando un ambiente social inestable, con una población que desde entonces cae en la zozobra. Se 

crea una situación propicia para que Jos arribistas y oponunistas saquen provecho para sus posturas 

personales o de partido. 

No dudaríamos en calificar de "peUgrosa" Ja situación referida,. asf ha quedado demostrado 

históricament~ cuando pueblos enardecidos o lidcreados por gente que se siente ofendida con la 

actuación del monarca, han llegado al extremo de aplicar la pena capital a éstos, las más de las 

ocasiones sin justificación o sin juicio previo alguno. 
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Esta solución ha sido equivocada. surgiendo con ello la necesidad de detem1inar con 

claridad a quien corresponde cada facultad y por ende, cada responsabilidad. con el objeto de evilar 

actuaciones injustas en contra de los monarcas. 

El sistema inglés encontró la solución, con el traslado de las facultades del monarca a los 

ministros, buscando con ello que alguien respondiera por la acción gubcrn;1ment:tl ante el pueblo, 

personificado por la Asamblea. 

Por lo tanto, la responsabilidad del rey no puede ser sometida a juicio sino por la vfa de 

facto y por lo mismo, hemos de concluir: existe una irresponsabilidad del rey, el monarca no tiene 

responsabilidad alguna, por haber sido trasladada a los ministros, con sus correlativas facultades, 

como se señalará adelante en fom1a más amplia y además, porque las mínimas facultades con que 

cuenta (mencionadas en el apartado precedente) no contlcvan responsabilidad de ningún tipo. 

3.3. EL GOBIERNO. SUS FACULTADES 

Las funciones administrativas de gobierno han crecido en Ja medida de las propias 

necesidades de los Estados, los cuales se han multiplicado tanto en su actividad interna, como en 

sus relaciones con el exterior. 

Esta multiplicidad de funciones implica el que resulte materialmente imposible para una 

sola Persona su debida atención (sin importar el sistema de gobierno). En el caso que nos ocupa, Ja 

persona del monarca es insuficiente para cumplir cabalmente los fines del gobierno, sobre todo a 

raíz del surgimiento en el Siglo XVII, del principio de que "reina, pero no gobierna". 
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Así, neccsmiamente el Jefe de Estado (monarca) requiere de Ja colaboración y apoyo de un 

grupo de personas que dentro de la organización gubernamental, ocupan escaños de supe .. ior 

jerarquía y son los depositarios de las facultades cmlaño exclusivus del rey. 

Estos agentes (ministros en este caso), no obstante estar investidos de poderes de decisión y 

m:mdo, los ejercen en nombre del titular y su accionar abarca las diferentes ramas de Ju. 

Administración Pública. 

Cabe aquí distinguir un factor importante: con anterioridad seña1amos la irresponsabilidad 

del monarca por carecer de atribuciones gubernativas, nos corresponde ahora mencionar, a contrario 

sensu, que al haber sido delegadas estas atribuciones a los ministros, su campo de acción se amplió, 

pero he aquí la nota distintiva, también se acrecentó el acervo de responsabilidades. 

Luego entonces, son los ministros integrantes del órgano denominado gabinete, quienes 

tienen a su cargo el gobierno en sf. por lo cual " ... el gobierno se realiza a través del gabinete ... " 

(16). Al respecro. los tratadistas coinciden ampliando esta idea al total de las funciones de gobierno, 

tal y como to señala el Dr. Carpizo "La administración pública está encomendada ni gabinete, pero 

éste se encuentra sometido a la constante supervisión del parlamento". (17) 

A propósito hemos hecho mención a la última parte de la cita anterior parn ir delineando el 

perfil de la responsabilidad de los ministros. 

Las facultades gubcmat.ivas son companidas con el Parlamento (Asamblea); para mayor 

entendimiento, cabe mencionar que el Primer Ministro (cabeza de gabinete y primero entre sus 

¡lbJ Moreno['!:":, O:inlcl .• Op. Cit., p.)'15. 

!11! Carp1:o, .Jorg4" .. El Pr"'ulde:1::ialii:mv) Mexicano. 2a. Ed., S1glo XXI Editores, México, 

1979, p.14. 
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iguales}. es e1 líder del partido ganador en las elecciones. el cual, con la anuencia del Jefe de 

Estado, escoge al grupo de ministros que integrarán el cuerpo colegiado del gabinete. 

Existe sin embargo. una facultad característica del Gabinete: por conducto del Primer 

Ministro, puede solicitar aJ Jefe de Estado Ja disolución de la Asamblea, y cu.si siempre encontrará 

respuesta favorable. Esta facultad es pilar en el equilibrio de fuerzas entre Gobierno y Asamblea y 

permite que la vigencia del sistema parlamentario se preserve, t."quilibrio motivo de apartado 

prn;terior, dada su imponanda. 

Al ser el Gabine1e parte del Ejecutivo y J;' Asamblea el Poder Legislativo propiamente 

dicho, el ser copartícipes. de la función gubernativa y el contar el primero de ellos con la foc.:ult.ad de 

disolver la Asamblea. origina un acercamiento de poderes inusual paru quienes nos hemos 

desarroUado dentro de un régimen de gobierno presidencial. por lo cual comulgamos con el 

pensamiento del maestro Daniel Moreno, contenido en la citu siguiente: 

•• .tos ministros de es.te organismo -el gabinete· son responsables ante el 
parlamento. La relación entre el ejec:utívo y el legislativo se ha1.:e más estrecha, si 
precisamos que el primero tiene Ja facultad de disolver al parlamento y convocar a 
nuevas elecciones. ( 18) 

3.4. ATRIBUCIONES DE LA ASAMllLEA 

Al referirnos a la estructura organiz.aciona.1 del sistema parlamentario. señalamos nuestra 

idea de considerar al Parlamento. como el órgano integrado por el Gobierno y la Asamblea, en 

relación con ral aseveración, cabe asentar las reflexiones que nos dieron la pauta para concluir en 

ello. 

(!•Ji r.::\,JJ. lrlb.irnc, M.lnu.ctl., El p.-,rl11rnent.n b:rlt.4nico. fnlltltuto de &studiau Po1Jti~o9, 

Hadrtd, 1961. tlt4,,1o por D4nlt1>l )!.oro110, Qp. Cit., p.1<'15. lEl nqreq1t<lo ont.ro <;¡:uionll!s tt:J del auto[}. 
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Los ministros del Gabincle son elegidos de entre Jos miembros de Ja Asamblea, por lo 

tanto, la fonnación del Gobierno (Gabinelc), depende de la mayoría parlamentaria y de ahf que su 

accionar deba ser acorde a las políticas de la propia Asamblea, siendo csra última, además, quien 

influye con Ja opinión mayoritaria en ella imperante, en la designación de Jos ministros del 

Gabinete por parle del Jeft: de Gobierno. Por lo tanto, redondeando nuestra idea, estos ministros 

vienen a ser, automáticamente, miembros del Parlamento, (aunque sin referirlo en forma can 

pom1enorizada, la mayoría de tratadistas coinciden en lo mencionado). 

Consideramos necesario hacer referencia 11 lo anterior, porque en principio estamos en totaJ 

acuerdo con Ja idea de que no resulta procedenre Ja división de funciones expuesta en forma tan 

tajante. sin embargo, la pretensión ha sido el que con mayor facilidad se aprecien las atribuciones 

de cada órgano, a sabiendas de que esto propiciará claridad, al referirnos a sus responsabiJidadcs. 

En tal vinud, nos corresponde ahora señalar como atribuciones caracterfsticas de Ja 

Asamblea, las siguientes: 

a) Negar un voto de confiai1za aJ Gabinete, 
b) Otorgarle un voto de censura, y 
c) Exigirle responsabilidad poJ{tica, ya sea a uno de sus miembros o al gabinete 

como unidad. 

Resultan de capital importancia las dos primeras facultades, por las consecuencias que 

acarrean. las cuales pueden llegar al extremo de provocar la caída del Primer Ministro, de esta 

manera "Un voto de ccnsuni del Parlamento ·Asamblea·, puede traer como consecuencia la 

dimisión de uno o varios miembros, o del Gabinete, asf se dice, que cuando dimite el Gabinete, cue 

el gobierno". (19) 

A medida que hemos avanzado en el desarroUo del tema, resaltan Jos puntos importantes 

para efectos del presente trabajo. Tal es el caso de la facultad de Ja Asamblea de exigir 

U91 .-.,:ost<'I ílomcn', M1o;;uel., Op. Cit., p.74. [El 11qre711<:10 cm:re guion.is t>s del autor!. 
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responsabilidad política al Gabinete, o a uno de sus miembros, lo que denota ya la responsabilidad 

del propio Gabinete. 

Sin embargo, antes de entrar de lleno en el tema principal de este ensayo, es menester 

referirnos a la correlación práctica entre el Gabinete y la Asamblea, en el desempeño de la función 

gubernamental. 

3.5. CONTROL RECIPROCO DE GAlllNETE Y ASAMBLEA 

Retomando lo ya afirmado, tenemos por Ja forma en que se integra el Gabinete {Gobierno), 

sus miembros son también considerados miembros del Parlamento (Asamblea) ya que desempeñan 

funciones del Ejecutivo (gubernativas) y son a la vez miembros del Legislativo {Parlamento). 

Por otra pane, señalamos que el Gabinete está integrado por los jefes del partido 

mayoritario o por los jefes de los partidos que por coalición forman la mayoría parlamentaria. 

Igualmente hablamos de la facultad del Gobierno o Gabinelc, de poder solicitar al Jefe de 

Estado la disolución de la Asamblea; de la facultad de la Asamblea de exigir rcponsabilidad política 

al Gobierno. ya sea a su cabeza (Primer Ministro), o bien, al Gabinete como unidad; usf como el 

negar un voto de confianza u otorgar un voto de censura aJ Gabine1e1 lo cual gencrdlmcnte provoca 

la dimisión de esle cuerpo colegiado. 

Con lo anterior puede apreciarse un interesante juego de fuerzas entre estos órganos. 

sustento del sistema parlamentario. Tal pareciera que este equilibrio se da sin mayores viscisitudes, 

sin embargo, para mayor apreciación de la forma en que esto se origina, resulta necesario 

mencionar las cuestiones siguiente.~. 
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El hecho de existir una censura por parte de Ja Asamblea no implica necesariamente la 

dimisión del Gobierno. si tal cosa sucediera no habría justificación alguna para ponderar al sistema 

parlamentario inglés como se ha hecho; la inestabilidad polftka y social, originada con esto. hace 

tiempo habría derrumbado las instituciones políticas que Jo fortalecen, Je dan vigor y son su razón 

de ser. 

La facultad mcm.:ionada no es absoluta, hemos de recordar que la faculrad de designación 

de ministros corresponde al rey, a propuesta del Primer Ministro, por lo tanto Ja Asamblea tendrá la 

limitantc de no poder a capricho remover ministros. 

En realidad cuando Ja Asamblea emite censura directa en contra de un ministro, busca en sf 

crear una presión al Primer Ministro en lo pcrsonaJ, con la idea de que éste dimita, o sea destituido, 

e igualmente, está presionando al Gobierno como cuerpo colegiudo. Este caso es considerando el 

supuesto de la existcm:ia de censura de Ju Asamblea al Gobierno. 

Sin embargo, existe también Ja posibilidud de que algún integrante del Gabinete, infrinja la 

política previamente definida por Gobierno y Asamblea. En este caso, la Asamblea buscará a toda 

costa presionar al Gabinete, hasta obtener la dimisión del ministro involucrado directamente en tal 

hecho. 

Esta dimisión se efectúa. por Jo genera1, mediante solicitud del Jefe de Gobierno, sin 

mayores aspavientos por parte del ministro dimitido. Lo anterior, siempre y cuando el Jefe de 

Gobierno reconozca que el ministro (miembro del gabinete), efectivamente infringió la politfca 

predeterminada. 

Pero puede suceder que el Primer Ministro no admita responsabilidad alguna del ministro 

supuestamente responsable. En este caso, estamos ante el surgimiento de un conflicto poJítico entre 

Asamblea y G_obiemo, donde este último órgano se hace responsable total del acto controvertido. 



19 

Es aquí donde se da la pauta para que Ja Asamblea emita su voto fonnal de censura en 

contra del Gobierno; éste a su vez. puede hacer uso de la defensa ororgada por el sistema: puede 

pedit al Jefe de Estado Ja disolución de Ja Asamblea. 

Por lo amcrior. será el electorado, el pueblo mismo, quien decida en las urnas si existía o no 

responsabilidad y con clJo, a quién asistía Ja rtl.7.ón. Con esto podemos asimilar con mayor facilidad 

la síntesis contenida en la cita siguiente: 

Existe entre parlamento y gobierno un mutuo control. El parlamento puede 
exigir responsabilidad política al gobierno. ya sea a uno de sus miembros o al 
gabinete como unidad. Además el parlamento puede negar un voto de confianza u 
otorgar un voto de censur.i. aJ gabinete, con Jo cual éste se ve obligado a dimWr; 
pero el gobierno no se encuentra desarmado frente aJ parlamento, pues tiene Ja 
atribución de pedirle aJ jefe de estado, quien generalmenle accederá, que disuelva 
el parlamento. Y en Jas nuevas elecciones es cJ pueblo quien decide qujcn poseía la 
razón: si el parlamento o el gobierno. (20) 

La opinión de Jos tratadistas es unánime en el sentido de ()lle el mutuo control y equilibrio 

de fucrws mencionado, sóJo es dable en sociedades donde los representantes populares cuentan con 

una cultura cívica de alto nivel, donde existe real conciencia del deber de representación, que 

origina una vida polftica activa, en un clima de amplio respeto a la militancia e ideología, con un 

cJaro sentido de servicio y colaboración. 

Todas las opiniones hasta aquf llegan, sin embargo, nos parece de suma importancia 

ampliar un poco más tal aseveración, Uevándola al campo de lo subjetivo, al ámbito del carácter del 

elemento humano imperante en Ja.'i sociedades donde está vigente el sistema parlamentario y más 

concrelamcnre, aplicándolo en los pueblos anglosajones y latinos, en esta fonna: 

1201 Y.nrl Lowen!ltf'ln., TeorJfl do Ja conntituclón., E.1. Arlcl, D.arcol<)fla, 1965, p.p.105 a 

107. citad•) por Jorgo Carpl:.o. Op. Cit .• p.14. 
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Se dice por los aUlores, que el régimen parlamentario responde a. una 
participación más democrática y directa del pueblo, a través de sus represeniantes, 
y a un conttol más efectivo del Parlamento o Congreso, sobre el poder 
administrativo: sin embargo, cabe comentar que, curiosamente!, el régimen 
parlamentario ha operado más o menos con eficacia en los países anglosajones y 
presumiblemente debido aJ alto índice de educación, preocupación y participación 
en política deJ pueblo, a sus elevados niveles de vida, gran tradición cultur.il y 
estabilidad demográfica. en Jos cuales, aún cuando ha habido movimientos, no son 
tan graves, ni l:ln constanrcs como en los países latinos. 

En estos últimos, el régimen parlamentario ha sido motivo de una grave 
incstabilid.id políticu, presumiblemente derivada del carácter meridional de los 
latinos ... (21 J 

Su dicho Jo comprueba este autor. haciendo mención a los múltiples cambios de gobierno 

dados en Francia e Italia en Ja segunda mitad de este siglo, sobre todo en la última de las naciones 

mencionadas. 

4. l.A RESPONSABILIDAD DF..L GOBIERNO F..N F..L SISTEMA 

PARLAMF..NT ARIO INGLF..S 

4.1. GF..NF..RALIDADF..S 

Hemos dejado al final del capítulo. el desarrollo de este aparta.do. debido a que constituye 

Ja parte más imporbntc; previamente es necesario mencionar algunos antecedentes citados en los 

aparrados precedentes. 

En todo sistema de gobierno es indispensable se delimiten las atribuciones y 

responsabilidades de cada órgano; en el caso del régimen parlamentario mencionamos que la etapa 

en Ja cual el monarca era el centro total de poder, como en " .. .Ja.~ tiranías europeas, carac:tcrizadas 

1211 A~o:;t~ Romer<i, Higuel., Op. Ci1 ... p.74. 
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por el rey absoluto que personificaba todas las potestades estatales, y en las que los miembros de la 

comunidad eran considerados como súbditos o vasallos" (22), fue superada con la asignación a los 

ministros de tareas propias de agentes de la Corona. 

Lo anterior implicó la asignación de atribuciones a los ministros con sus correlativas 

responsabilidades; esto pemútió resolver la doble problemática consistente, por un lado, en la 

necesidad de que todo gobernante sea responsable de sus actos, y por otro, los inconvenientes 

prácticos de exigir esta responsabilidad al Jefe del Estado, la cual como indicamos por Jo general se 

exigía de facto, con graves consecuencias políticas y sociales. 

Conviene ahora indicar Ja manera en que esta responsabilidad se gener~ los actos que la 

originan: ns( como Ja naturaleza de esta responsabilidad, a fin de apreciar con mayor claridad la que 

deriva del refrendo ministerial. 

4.2. LA RESPONSABILIDAD DE LOS MINISI'ROS 

4.2.1. RESPONSABILIDAD LEGAL 

Tiene dos vertientes la ·responsabilidad de los ministros británicos, por un lado. son 

"responsables ante los tribunales. esto es, son responsables individualmente como sujetos privados 

de derecho. 

Esta responsabilidad se genera por los actos ilegales que cometen como simples 

particulares, por actos imprudentes o dañosos, o cuando contraen obligaciones de naturaleza civil. 

!221 Horeuo Rodr!guez, Rodrigo., Op. Cit.., p.25. 



El fundamcn10 de esta responsabilidad es el principio de la igualdad de Jos hombres an1e Ja 

ley. de la sujeción universal de todas las clases sociales a un solo y mismo derecho administrado 

por los tribunales, por lo tanlo, un ministro está sometido a la misma responsabilidad que cualquier 

otro ciudadano en razón de Jos ac1os que ejecuta, y es tan responsable ele sus actos como un 

particular desprovisto de lodo carácter oficial. 

Para los casos en los cuales Ja ac1uaci6n de los ministros engendre responsabilidad de 

derecho común, derivada de actos ilícilos, le será aplicable precisamenle este derecho como a un 

ciudadilllO conuín y corriente, su investidura no lo exime de que sus actuaciones como particulur 

lipifiqucn los ilícitos contemplados por la legislación ordinaria, se trala, en consecuencia, de una 

responsabilidad legal. 

U.2. RESPONSAllIUI>AD POLITICA 

Indicamos que en la época en Ja cual el monarca era el centro total del podN político, la 

respon'iabilidad de los ministros se ac1ualizaba ante aquél. debido a que se les con~ideraba simples 

servidores de la Corona: con el parlamentarismo moderno la carga de tas responsabilidades del 

poder ejecutivo personificado por el monarca. se trasladó a los ministros y automáticamcnlc es!os 

se l.'onvirticron l"ll agentes de un Gobierno que actúa colegiadamente en nombre de un monarca 

irresponsable, y que responde frente a una Asamblea de representantes elegidos por sufragio 

universal, dejando con esto de ser servidores de la Corona. 

La Asamblea de rcprc.o.cntantcs evolucionó y se convinió en un Parlamento, que hahiC"ndo 

despojado al monarca de Ja mayor pane de sus poderes capitales, incluyó en su estrw.:tura a l;:i., 

propias cámaras y a un ejecutivo integrado por dos partes: el rey como Jefe del Estado, y el Consejo 

de Ministros como Gobierno, de esta manera, la responsabilidud ministerial cambió de dirección 

para hacersc efectiva ante la Asamblf"a. 
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Lo anterior constituye la segunda vcniente de la responsabilidad rninisteñal. por lo tanto, 

Jos ministros británicos son responsables ame Ja Cámara de los Comunes, por cualquier acto 

imprudente o dañoso para el bien público, en cuya comisión se involucre su canklcr oficial; se trata 

en e~te caso, de una responsabilidad de carácter político, al surgir el deber de los ministros de 

contestar a las preguntas de Ja Asamblea, con la posibilidad del voto de censura y la dimisión del 

ministro. 

En efecto, es una responsabilidad polftica ya que Jos ministros sólo conservan su puesto 

mientras cuentan con Ja mayoría de los miembros de la Cámara de los Comunes, ya que ésta~ como 

hemos visto, a través de su negativa a apoyar una propuesta del gobierno, del voto de ccnsun1 o cJ 

no otor~amiento de un voto de confianza. puede orillar a la dinúsión del ministro en el momento en 

que considere que su conducta ha sido indebida o inconveniente. 

4.3. EL REFRENDO MINISTERIAL 

El refrendo en la fonna de gobierno que nos ocupa. es el resultado de una cuestión de 

forma. nacida de las necesidades planteadas por la vida cotidiana, definida por la costumbre, para 

finalmente ser reconocida como principio del Common Law (o derecho derivado de las 

costumbres). 

Confom1e a la tradición ingl~ la voluntad real sería jurídicamente obligatoria, siempre y 

cuando se presentara por escrito en un documen10, y ésle contara con ciertos sellos en señal de que 

el documento era auténtico, dichos sellos representaban gráficamenle la responsabilidad ministerial. 

así se dice: " ... el elemento externo (refrendo fonnal) remonta su fuente a una época tan antigua 

como la aposición de los sellos reales ... " (23) 

1231 Frl'l~d, c:ahlm>., Op. O:lt ., p.176. 
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Estos sellos estaban a cargo de un Canciller, quien se responsabilizaba sobre el contenido 

del documento al imprimir un sello a los decretos reales, pues era el único autorizado para usarlos. 

Esta primera idea evolucionó hasta adoptarse la regla de que cuando la finna personal del 

rey figurara en un acto, tambi¿n debía ser firmado por un Secretario de Estado, manteniéndose a la 

fecha prácticamente inalterable. 

Se ha mencionado que es en este sistema donde tiene plena vigencia y validez la figura 

jurídica que se comenta; la doctrina coincide con este punto de vista: 

... El refrendo es una institución típica del si:aerna parlamentario, que se 
justifica porque los miembros del gabinete forman parte de Ja mayoría partidista en 
el parlamento y de esta manera se controla al Jefe de Gobierno y se garantiza la 
participación de los ministros -miembros del gabinete- mediante el necesario 
consentimiento y firma que deben otorgar para la validez de los actos 
presidenciales. (24) 

Cabe señalar que los elementos del refrendo varían conforme a las características de cada 

régimen, ya se trate del presidencial o del parlamenrario; de igual manera sus funciones 

consecuencias también presentan marcadas diferencias, esto se sintetiza en la cita siguiente: 

El refrendo, a pc.!Sar de Ja universalidad de su uso y de la igualdad de fonna 
que reviste, no constituye una institución que en todos los casos esté integrada por 
tos mismos elementos ni que. en todoE los regímenes constitucionales, desempeñe 
idénticas funciones ... (25) 

1241 Mo1N10 Rodr!t¡Ut.•:, Rodrlgo,. Cp. Cit., p.p.117 y lllL 

(251 f're.qa, Gablno., o¡~. r:lt., p,l71J, 
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43.1. FUNCIONES IJEL REFRENDO 

Corresponde ahom mencionar precisamente fas funciones del refrendo: 

Primera ... Certifica la autenticidad del contenido del documento mismo en el que Ja orden se 

expresa, esta función tiene su remoto antecedente desde la época en que los mandatos reales 

se certificaban con Ja aposición de ciertos sellos, mencionados ampliamente con anrerioridad. 

Segunda ... Limita materialmente Ja actuación del Jefe del Estado; esto va de Ja mano con Ja manera 

en que se elige a Jos ministros. Es pertinente recordar que el Jefe del Estado no puede separar 

de su cargo al ministro que se niega a apoyarlo, toda vez que la designación de éste no es 

facultad del monarca, ni depende de su voluntad la renuncia del Gobierno, ya que esto 

depende de Ja mayoría que prevalezca en Ja Asamblea. 

Esta función del refrendo también tiene rdación con Ja irresponsabilidad del monarca 

explicada en apartados anteriores, lrnciéndose neL:esario que su acruación se regule mediante el 

refrendo del ministro respectivo: 

En el régimen parlamentario. en declo, Ja existencia de un Jefe de Estado 
irresponsable constituirla un peligro de que dicho funcionario abusara de las 
facultades que legalmente Je están atribuída~. motivo por el cual el ejercicio de 
dichas facultades sólo puede juñdicamente realizarse cuando se asocia a dicho 
ejercicio un minislro que sea un elcmcn!O coordinado, no subordinado al Jefe del 
Estado. 

Desde csre punro de vista, la necesidad del refrendo constituye una 
limitación material de la voluntad del Jefe del Esrado. (26) 

Tercera .• Hace responsable políticamente al ministro refrendurorio de Jos actos del Jefe del Estado 

en Jos cuules interviene, relevando ¡l éste último de dicha responsabilidad. 

(26) Frn~a. GJ.blno., Ibld. p,p.176 y 177. 
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Esto c:s ·.:vnsecucncia de la necl':siJad de la determinación de responsabilidades en este 

r~gimc:n, lo cual sc obtuvo a través del tra..o;;lado de atribuciones que tradicionalmcme correspondían 

al monarca, hacia los ministros, con sus correspondientes responsabilidades. 

Mediante su finna el ministro otorga validez jurídica plena a los actos del Jefe del Estado, 

con ello se convierten en actos propios del Gobierno y por lo tanto, adquiere el compromiso de 

responder de los. eiectos que estos actos jurídicos produzcan. 

La segunda y tercera de las funciones citadas se contienen en el texto siguiente: 

... En el régimen parlamentario tradicional el ejecutivo se compone de dos 
partes: por una parte el Jefe de Estada que es irresponsable, y por la otra, el 
gabinete formado por el conjunto de los ministros designados por el jefe de 
gobierno, que si: adhieren a su política por medio del refrendo, que son 
responsables ante el Parlamento y deben dimitir cuando han perdido su confianza. 
(27) 

4.3.2. ELEMENTOS DEL REFRENDO 

En el caso del sistema parlamentario inglés, la facultad de los ministros de refrendar se 

constituye de un elemento interno o subjetivo. así como de uno externo o formal. 

El primero de ellos consiste en la voluntad del ministro a quien corresponde refrendar. y 

con ello colaborar voluntariamente a un acto del Jefe del Estado. 

En tanto que el elemento externo, formal o material se traduce en la firma del propio 

ministro a través de la cual refrenda el acto. 

127) Serr11 Rojas, Andrés , Derecho Admlnlstr11.tivo. ll.,. Ed •• Porr·da, H41xlco, t913S. p.Sl'i. 



Es evidente que estos elementos han tenido origen diverso dado su propia naturaleza, hasta 

conformar la figura tal y como la conocemos en la actualidad: 

... pues en tanto que el elemento externo (refrendo formal) remonta su 
fuente a una época tan antigua corno la de la aposición de los sellos reales, sin que, 
sin embargo, ésta pueda considerarse como equivalente al refrendo material, como 
se demuestra con la coexistencia de una y otra en la actualidad: el elemento 
subjetivo, o sea el refrendo material, sólo tiene sentido "hasta que la idea de 
responsabilidad ministerial par1amentaria informa la mecánica constitucional". (28) 

De todo lo anterionnentc mencionado se colige que el refrendo es una manera de fincar 

responsabilidad a los ministros en su carácter de integrantes del Gobierno; es ésta, la segunda 

vertiente de responsabilidad y se trata, indudablemente, de una responsabilidad enminenternente 

polltica: 

... La responsa.bilidad política "no presupone, como la penal, un mal en el 
sentido jurídico, la comisión de un acto ilegal, sino simplemente motivos de 
conveniencia u oportunidad: no se actúa mediante recursos jurídicos 
(impeachment) como aqu6lla, sino por medios de naturaleza política (preguntas, 
interpelaciones, votos de censura especialmente), y finalmente no desemboca en la 
imposición de penas, sino en la separación del cargo". (29) 

Es pues esta responsabilidad, la característica principal del sistema que se analiza y 

coinciden en esto diversos autores. (30) 

1281 Fraga, oablno., Op. Cit., p.17&. 

1291 c.icocu:; Grosa, Con-za lo., f.:l p,_.frrmdo Hlnlut.orial., citado por Gabino Fraga, Op. Clt., 

p.177. 

!)01 ACO•ta Romero, Hlgual., Op. Clt';., p.74.. 
Carpho, Jorge, La Constltud6n ttcix1cana de 1911., 5a. Ed., UNAH, México, 1982, p.p.28) y 

294. 
oonzález Co11!0, ,\rt.uro. México: cuatro F.n11ayo11 da s:iciol09[a Poiit.lca., la. Ed. UN.\M, 

Héxlco, 1912. p.14.S. 

serra Rojas, >.ndrb. 0p. Cit., p.516. 
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Esta responsabilidad política cuando se actualice dará Jugar a que se ponga en práctica Ja 

mecánica que fue descrita en el apartado correspondiente al control recíproco del Gobierno y la 

Asamblea: cuando el Gobierno siga tendencias políticas contrarias a las sostenidas por la Asamblea 

y actúe en desacuerdo con ést.1, o bien que abiertamente contrarie las políticas previamente 

definidas mediante acros que por si solos adquieran relevancia política, actuando como órgano 

colegiado o a través de cualquiera de los ministros que Jo integran. 

Resulta claro que dicha responsabiHdad del ministro refrendatario se hará extensiva al 

Gobierno como unidad, porque forma parte de este órgano y Jos ministros como integrantes de éste, 

responden solidariamente de los actos refrendados. 

Se reitera que esla responsabilidad se actuaJiza a través de las fom1as ampliamente 

explicadas c.:on anterioridad en este capítulo. 

Finalmente es conveniente hacer mención al siguiente: lexto, que describe en forma clara y 

concisa la forma de gobierno sobre Ja cual hemos disertado: 

El régimen parlamentario, es un régimen de colaboración, de asociación de 
poderes, que exige la conformidad de estos poderes, de donde la regla capital de la 
responsabilidad poJftica del gobierno que tiene por fin establecer, por medio de un 
cambio de gobierno, la armonía de Jos poderes cuando ella ha sido destrufda. (31) 

IJll Oiraud, citado por Andrés Sorrt1 Rojas. Op. Cit., p.516. 
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CAPITULO IJ 

EL SISTEMA l'HESIDENCIAL 

1. EL SISTEMA PI<ESIDENCIAL MEXICANO 

La referencia que a continuación se h<11.:e del sistema prc:-tidcncial mcxil.:ano es muy escuela 

y sólo se menciona en ténninos generales Jo que guarda relación con la responsabilidad de los 

Secretarios de. Estado, sobre lodo la derivada del refrendo ministerial; este estudio se realiza 

partiendo de un breve análisis de la organizacil~ll del Gobierno Federal, tratando de no incurrir en 

demasía en visos de constitucionalismo, materia a la cual propiamente pertenece el estudio de Jo.-. 

sistemas de Gobierno tratados en los dos primeros capílulos de este ensayo. 

Es opinión generalizar.la en la docUina que lao; do<; imponantcs varianies de formas de 

gobierno se determinan predominantemente por las relaciones entre dos poderes: el Ejecutivo y el 

Legislativo. 

En tal sentido se pronuncia Jorge Carpizo. al señalar: debe entenderse 

... por sistema de gobierno, Ja existencia de dos o más detentadores del 
poder, cada uno de ellos con competencia otorgada constitucionalmente y que al 
actuar tiene la obligación de coopc:rar con el otro u otros en la constitución de la 
unidad estatal que se manifiesta en Ja real estructura del poder político en una 
sociedad ... Las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo 
determinan el Sistema de Gobierno ... (J) 

(11 carplzo, Jorgo., Wr. con::itituc16n Hcxicdna do 1917. Sa. Ed., UNAM, Héxlco, 1982, p.20J. 
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La relación entre estos dos poderes en el Sistema Presidencial en general. y en el Sistema 

Presidencial Mexicano en panícular, se desglosan en los puntos siguienles. 

1.1. CONCEPTO 

Por las variantes de este sistema de gobierno, resulta difícil definirlo o tratar de 

conceptualizarlo. no obstante, tiene constantes que permiten configururlo, de ahí que nos parezca 

acertada esta afirmación: 

El presidencialismo es una fonna de Gobierno que se gesta en los Estados 
Unidos de América y se caracteriza, como se ha dicho, por la existencia de un 
Poder Ejecutivo unitario y fuerte que se deposita en un presidente, quien es a la 
vez, jefe de Estado y de gobierno, así como líder de su pueblo por ser elegido 
democráticamente para un periodo determim1do. (2) 

A nuestro modo de ver, el acierto de esta afirmación radica en señalar el origen y las 

características más importantes del presidencialismo. pero sobre todo, abarca renglones 

sociológicos útiles para el desarrollo de es1e trabajo, tales como la mención de que el Presidente es 

líder del pueblo y es elegido democráticamente. 

Ahora bien, con Ja intención de dejar debidamente señalado como fonna de gobierno el 

presidencialismo, consideramos pertinente hacer mención a las ideas vertidas por el Doctor Acosta 

Romero, al tenor siguiente: 

.. .la forma de Estado tiene que referirse al todo del Estado. es decir, a Ja 
e.suuctura jurídica-política que adopta el Estado soberano en su quehacer diario y 
en su estructura jurídica y que, partiendo de este supuesto, la fonna de gobierno se 
refiere a una parte dd todo del Estado, que son precisamente los órganos a través 

12} Moreno Rodr!guez., !•.odrigo., La Adrr.ini!lt.retcién Plibllca Fi>di,.·ral ~n Móxlc:o. 1.1. Ed., Ul'IAM, 

Méxlc.:i, 1980, p.se. 
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de los cuales se ejercita el podcr .. .la fonna del Estado es gtncro y la forma de 
gobierno, pane o especie de ese género ... (3) 

Establecida la premisa anterior, corresponde avocamos al estudio en particular del Sistema 

Presidencial Mexicano, en fonna breve, sin dejar de tratar sus puntos esenciales. 

1.2. OR!GENES Y EVOLUCION 

La configuración del Sistema Pccsidencial Mexicano presenta rasgos muy particulares, así, 

resulta paradójico que la fallida monarquía imperial de lturbide, constituyó el intento inicial para 

tratar d~ fonnar un régimen de gobierno con predominio total del Jefe del Ejecutivo, y no obstante 

su corta duración 

... Los diez meses que duró el primer imperio mexicano fueron tomados 
muy en cuenta al discutirse la configuración que debía darse al Poder Ejecutivo en 
el Acta Constututiva y en la Constitución de 1824. (4) 

Con anterioridad señalamos que el sistema de gobierno presidencial tiene su génesis en la 

Constitución Noneamericana de 1787; ahora bien, los tratadistas coinciden en otorgarle carta de 

naruralcza en nuestro país, a partir de la Constitución de 1824, la que a su vez se inspiró en la 

propia Constitución Norteamericana de 1787 y la Constitución Espailola de Cádiz de 1812. 

De hecho, es en la Constitución de 1824 donde se establece la estructura fundamental del 

Sistema Presidencial Mexicano. 

tll Acoe1:a Romero, Hlquel., Toor!a C:enaral del Ooaracno Adminta1:ra1:1vo. 7a. Ed,, f'ornla, 

México, 1986, p. 71. 

(41 Moreno Rodr!quez, Rodr1c¡;o., Op. cte.., p.108. 
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No obstante que Los pioneros del constitucionalismo mexicano abrevaron en Ja multicitada 

Constitución Nonearnericana, Jos rumbos finalmente trazados por el sistema mexicano y el 

norteamericano han sido distintos, por ser difcrenres en su totalidad las condiciones y el medio en 

los cuales han tenido su desarrollo. 

En el punto anterior. mencionamos dentro de lo útil que le encontramos al concepto de 

sistema presidencial usado, los rasgos sociológicos c¡ue menciona; el desarrollo del Sistema 

Presidencial Mexicano se ha caracterizado, entre otras cosas, por atribuciones y facultades meta

jurídicas otorgada'i por el pueblo al gobernante, fenómeno que ha existida desde el nacimiento de 

este sist!ma en nuestro país, así se señala: 

El autoritarismo y el patemalismo del gobernante tienen su origen en el 
período colonial, en la medida en que, a lo largo de su desarrollo, se dió una 
centralización del poder por parte del gobernante como autoridad civil, militar y 
religiosa .. Hay una continuidad histórica desde el cacique ha'ita el Presidente de la 
República, pasando por el virrey y el caudillo, como individuos que son los Jefes 
de la Nación, protectores de la población y hombres cuya voluntad personal es 
capaz de alterar el curso de Jos acontecimientos ... (5) 

La Constitución de 1824 se bai;ó en la Constitución Noneamericana de 1787, de la que se 

tomó Ja estrucrura fundamental; así como en la Constitución de Cádiz de 1812, de la que tomó 

elementos relativos a los Secretarios de Estado, el refrendo ministerial, las relaciones del 

Ejecutivo con eJ Congreso asf como diversas facultades concedidas ni Presidente de la República, 

tal y como lo sostienen diversos autores mexicanos. (6) 

!SJ Heller Clauda,. Poder, f'olítica y Estaun. la, Ed., Af/U!ES, Mtixlco, 1976, p.109. 

161 En este sentido 110 pronunc1.l. Don Antonio C'..lrTJllo Floree, quien nf!rl'llll: •Móxico c1.doptó 

pr.4.ctical!'!ente <josdo m~ orlg<!n cc:!IO Rcpt1bl1col Federal t.d régimen prentdencial, lnaplroldo en la 

Constituc16n tlortea'1'.orlcan11 dfl 1797, 11unq11u coiwerv6 de 1.1 Const:ltucJ.ón Enp11tlola dE> 1812, norm.1s 

rolatlvas a los S~crotarion de E!lt:ad::i, q'JO en t:coria <\l 1neno11 guard.ln alQ'Uno!l pwitoa do slmilitud 

con el régim<m parlamentario• • .Estudios de Derecho Adlllinlntrat:ivo y comitituctonaL la. Ed., t.mAH, 

1987, p,43. 

La m1ema idoa y en t:érmlnoa muy nlmilarc11 la manifiesta Arturo Conzález Cos1o llll 

sel\4lar1 •e1 sintcl!l4 preeidenclal rnexlc:a.no tue creado por la conetitucJón do 1824 con una tuert:e 

in!luencla del modelo nort:eamorlcano, pero re.,bsorbiendo también instituciones y mod.\lid<lde11 d<? la 

Conntitucl6n Qoldltana ... •. MEXICO: CU.,tro Ensayoa de socloloqta r~l ítica. la. .Ed., IJNAK, 1P2, 
p.136. 
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Con el objeto de profundizar al respecto, citaremos al Dr. Jorge Carpizo, quien señaJa que 

Don Andrés Scrra Rojas realizó un estudio sobre el texto original de la Constitución Mexicana de 

1857, hallando gran similitud entre los articulas 75 a 85 y el articulo 2o., Sección Primera a Cuarta 

de la. Constitución N oneamericana, así como otros artículos mexicanos que \'ersan sobre el Poder 

Ejecutivo, como los artfculos 86 al 89 que se inspiran en el Capítulo VI, artículo 222 y siguientes de 

la Constitución de Cádiz de 1812. (7) 

No obstante lo hasta ahora señalado, la instauración del rc!gimen presidencial en México se 

realizó no sin antes sortear una serie de viscicitudes, tales como la deccnninnción del titular del 

Poder Ejecutivo de la Federación, ya que el proyecto del Acta Constitutiva de la Constitución 

de 1824, proponía a una sola persona para esa función, mientras que Jos debates fueron en torno a la 

convcniCncia de un Ejecutivo Colegiado o un Ejecutivo Unitario. (8) 

A1 final resultaron de mayor peso Jos argwnentos esgrinúdos en favor de un Ejecutivo 

Federn..I Unitario, al aprobarse el Artículo 74 de Ja Constitución de 1824, que consagró el ejercicio 

de Ja titularidad del Poder Ejecutivo en una sola persona. 

El desarrollo del sistema presidencial se ha caracterizado por la dificultad que representa 

mantener un equilibrio entre los poderes. sobre todo entre el Ejecutivo y el Legislativo, así como 

asentarlo en Ja norma fundamenraJ. 

Las Bases y Leyes Constitucionales de la República de 1836. aponaron la novedad del 

Tal concepto es compartido por tratadistas como el Dr. Jorge C,H'P.lto: Introducc:ión 1'1 

Derecho Hi>XJ<:',lrlo, ':'o:n-:> 1., !.l. EJ., UNAH, H.-,X1co, 1981. p.14R. 

Así c?mo Rrx!rloo Hor~nv Rodr!guez. Op. Cit.., p.110. 

Pl C4rpizo, Jorge., El Presidencialismo Mexicano. 2da. E'd., siglo XXI E'dit., Háxico, 1979, 

p.42. 

!Il) Leáse L4 ).dm!nl.str4ci6n PllbUca Feder41 en México, de Rodrigo Moreno Roddouez, p.p.108, 
109 y 110, donde setlala lou deb..1tes etec:tuados por ei Congreso conatit.uvente de 182,, en torno al 

tlt.Ular dol Poder Ejecutivo. 
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"Supremo Poder Conservador". dándole una característica muy particular a nuestro sistema 

presidencial: este poder podía ejercer control sobre el propio Ejecutivo y de hecho constituía una 

limitante a su campo de acción, en vinud de contar con facultades como Ja de renovar todo el 

ministerio, declarar la nulidad de los actos del Ejecutivo y poder dcclarM su incapacidad "fisica o 

moral", por otra parte: 

... el Presidente de la República contaba con la facultad de devolver una 
sola vez los proyectos de ley o decretos aprobados por el Congreso, los cuales no 
podía rechazar de nueva cuenta si volvían a ser aprobados por las dos terceras 
panes de cada una de las Cámaras. (9) 

Cabe señalar que sólo se ha hecho mención y se continuará haciendo, de los documentos de 

mayor ttascendencia en la evolución de nuestro sistema presidencial. 

Conforme a las Bases de Organización Polftica de la República expedidas en 1843, el 

Congreso gozaba de facultades para examinar y aprobar cada año la cuenta genernl de gastos 

presentada por el Ejecutivo; decretar anualmente Jos gastos generales del Gobierno; designar cada 

año t:J máximo de milicia activa que el Ejecutivo pudiera poner sobre tao; armas; reconocer Ja deuda 

nacional y decretar la fonna de amortizarla: aprobar los tratados internacionales que celebrara el 

Ejecutivo; y ampliar sus facultades en caso de invasión extranjera o de sedición grave. 

Dichas Bases no facultaban al Presidente de la República para rechazar proyectos de ley 

aprobados por las Cámaras. ya que necesariamente debfa sancionarlas y publicadas dentro de Jos 

seis días siguientes. (IO) 

l..as referencias se hacen sobre los poderes Legislativo y Ejecutivo, ya que la interrelación 

¡SI) Ibfd., p.111. 

!101 Ibld., p.U2. 
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de éstos ha sido determinante en el desarrollo de nuestro sistema presidencial. 

Por su pane, la Constitución de 1857 se caracteriza por un Legislativo con suprcmm:ía 

sobre el Ejecutivo, lo que originó se otorgaran al Ejecutivo facultades extraordinarias, para hacer 

frcnté a las situaciones conflictivas que convulsionaban aJ país en esa época, sin embargo: 

El aumento de fuerza real del Ejecutivo propició que la concesión de 
fucultadcs extraordinarias para legislar, se empezara a aplicar fuera del ámbito dd 
presupuesto de la suspensión de garantías, llegándose al ex.tremo de cxpedir o 
reformar legislación ordinaria con fundamento en facultades extraordinaria~ 
otorgadas fuera de dicho supuesto de suspensión. ( 11) 

Es precisamente el texto constitucional de 1857, lo 4ue propidó en nucsuo país la 

instauración de la dictadura, así lo menciona el Lic. Miguel de la Madrid: 

Emilio Rabasa, en su obra "La Constitución y la DiclaJura", siguiendo Ja 
argumentación de Justo Sierra, cri1icó duramenlc a la Constitución de t 857, por 
haber inclinado el equilibrio constitucional L"n favor del Congreso, obligando, de 
esta manera, a que el Presidente escogiera el camino de la dictadura, ya que la 
Constitución dificultaba el ejercicio eficaz del poder. .. (12) 

La Constitución de 1917 fortaleció al poder Ejecutivo otorg'1ndole una amplia gama de 

poderes, fortalecidos e incrementados con otros poderes que algunos autores denominan mcla

jurídicos, meta-constitucionales o de origen sociológico. 

En 1917 se institucionaliza el Presidencialismo -que viene a ser un¡l de las dos gr.indcs 

camcterfsticas con las cuales se distingue al Sistema Polítil.:o Mexicano, la otra, es la formación del 

Partido Nacional Revolucionario en 1929-, con lo que concluyen las difercncías entre las diversas 

th:-.!., r.11:i. 

(l::!• t:•• ta l~a:lrld, !l. ~llgu.,i. !-::it\l<.l!.HJ ,¡., [H•rN:hv C".:.>n:;t.itt;,·J::.a!. r.R.'l., W;¡.¡!.;::o;., l'l1JI. 
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facciones que se disputaban el poder, iniciándose el período que se resumi: en Ja conocida frase de 

"Régimen de Instituciones, no de Caudillos". 

Se aprecian una serie de constantes normativas en las leyes fundamentales a que hemos 

hecho referencia, existiendo Ja mayor discrepancia en Ja Constitución de J 857. esto es. resaltan 

mayores similitudes entre las Constituciones de 1824 y 1917, ta.les como el veto presidencial, el 

Congreso Bicamcral, período único de sesiones del Congreso y la fonna que reviste la convocatoria 

al Congreso n sesion~s extraordinarias. (13} 

En la actualidad el régimen presidencial mexicano presente una serie de características y 

variantes, tratadas en Jos puntos posteriores. 

l_l. PRINCIPALES CARACTERISTICAS DEL SL~TEMA PRF..SIDENCJAL 

A diferencia del sistema parlamentario, donde existe una cierta fusión de los poderes, en el 

régimen presidencial se marca con mayor fuerza la diferencia entre éstos, sobre todo entre el Poder 

Ejecutivo y el Legislativo. 

Jl)J 'Sl OX.'.lminaf'lü(l las trea Ccn<:::Jtucion<:>s (edorales de H~x1c:o -l·lS de 102.f, 105.7 'I l'H7·, 

constat11,remoa qu1r el sistt:/Tld presldenciitl m>::Xl\:'ano contJgur11do .::n 1824 sub11lst.e en buena parte hasta 

nueatros días, dlldo 'll.JC <mtro 1011 uistem,ui do gobierno a!lentados úl'! la.n Constituclone::i mexic11.na9 d~ 

1924 'y l':Jl7 hay m1lltlples •:olw:id•~ncla!l. S<:1 puedo a!irw~r ~,l\lfl l•.:icr ú..:;s stutm:>.Jn so .iproxim1m "!l ¡,.,.., 
punto!.l prlnr:'lp11l•_,(l r.-i:i;:,,~·~•.J .J id ,,,.•b1u<.:l.ü.r,1c16n (fo! p<:>d~[" r,jocutlvu, !l!endo estau coinclrl·~ncia!l 

bl E'l Congretio dividido C"n d:ia C.1m.ir~1s. 

el U!~ sólo pürfod,1 J., :;e::ilone11 do! C(Jngr••:.ro, y 

dl J.,.l f.-.rma d•~ ~·rm•r ·.•r ,iJ con')1•JflO a. <'l<>:Tion··'ri oxtr<1crdlr.'lrlar1 ,, p.u-t!r d•' la !"•}forr.;..i d•.' 

t:n camh!o, ld (\"n:;T iLuc:i<"n d~, l!l",1 '"ut1.1.l,lucló un !list. .. w-4 e.In gob!<J:-ll'~ .Jl!er<:intQ 111 d•! lfl24, 

Y•l qu.,. !iU!l cafdCt<Jr!ntlc<1u lucrrr: cp4<'r;t,1s a l.1¡¡ !lüt\,tJud.1s' no Vf!to, ·.·l!HJr•":Ju uni•·.lmer.11 Y <.1<>!1 

perfr.rl.~·; ,J,, r;e::ilon•::::. !::, !651 .,¡ ccnt:o •J•· :•'>Jül pl."l!l!ll<ldC '-'ª la tuy tund.l~•mtal :1<' f!llC'<·ntt6 ·~n .,.J 

6n;rano l"'ll!l!<'lt.!v·i; la[! reforma:i éh> 19;.,¡ r•C'Jlf:>[l,1f01l, üll gr<in p.1rt'--'. "' la C"!lt1uct\ff,1 r_.}~Jrlc.1 <f'J'' r.•1 

hab!,i con<;>;:idoJ "n México desde 1824, J,1 mls!M qu., v:·, but·!lil mf.'d1:b r·~c::,.¡ió el confltitu}'•·nt" d•~ 191•1-

l'H":• ('.lrpizo. Jo1·9t?. E<itudios Cu11~1tltt1cio11alHi1. !.-.. Ed., U!/f\H, M?.Xlcc, 191i0, p.p.J27 y 3?.0. 
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Asimismo, constituye una de sus principales características el hecho de que el Presidente 

no necesariamente debe ser miembro de la mayoría legislativa, lo cual en la práctica desemboca en 

no pocos problemas para gobernar. 

Otra l·aractcrística de relevancia capital del régimc.n presidencial, lo constituye la focuhad 

discrecional del titular dd. Poder Ejecutivo para nombrar y remover a los ministros, aunado a que el 

Congreso no puede exigir responsabilidad a los propios ministros. 

En resumen y apoyándonos en la.'i características del régimen presidencial en general, 

mencionadas por los Doctores Jorge Carpi1.o y Miguel Acm;ta, se puede concluir que las 

características del sistema de gobierno presidencial en general, son las siguicntt"s: 

a) El Poder Ejecutivo es unitario, está depositado en un Presidente. 

b) El Presidente es electo por el pueblo u través de una votación general. 

e) El hecho de ser eJccto por el pueblo y no por c.I Poder Legislativo, le da independenda 

frente a este poder. 

d) Existe preponderancia política del Poder Ejecutivo sobre los otros poderes. 

e) Se reúnen en una sola persona las calidades de Jefe de Estado y Jefe de Gobierno, como 

es el Presidente de la República. 

t) El titular del Poder Ejecutivo selecciona libremente a sus colaboradores, los Secretarios de 

Estado, sin ingerencia del Congreso y también tiene libre facultad para removerlos. 
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g) Ni el Presidente ni Jos Secretarios de Estado son responsables políticamente anle el 

Congreso. 

h) Los Secretarios de Estado no funcionan en Gabinete Colegiado, Consejo de Ministros. 

i) El Presidente no puede disolver el Congreso. 

j) El Congreso no puede obligar a renunciar al Presidente de Ja República a través de un voto 

de censura. 

k) El Prcsidenle ni Jos Secretarios de Estado pueden ser miembros del Congreso. 

1) El Congreso no tiene facultades de censura. para los Secretarios y Jefes de Departamento 

Administrativo de Estado. 

m} Los Secretarios de Estado son funcionarios Sübordinados jerárquicamente al Presidente 

de la República y responden personalmente unte él, y finalmente 

n) El Presidente puede pertenecer a un partido político difereme al que tiene la mayoría en 

una o en las dos Cámaras del Con&'Teso. (14) 

Sin embargo, el presidenciaHsmo mexicano, debido al entorno social e histórico en que se 

generó y ha evolucionado, presenta características propias, destacando Ja no reelección absoluta del 

Presidente de la Rcpúhlic<t y la condictio sine yuan non, relativa a Ja nacionalidad mexicana de Jos 

padres del Presidente; en general, eJ resto de las características arriba señaladas, encuadran 

perfectamente hasta ahora, en el Sistema Presidencial Mexicano. 

11:.1 Aco!lta Ru11..,ro, Hlqu .. 1., cp. Cir. p.75. 

C.Hpfi:o, Jop;:~. Estudio::i t;'OO\Jtit!JclGrVd<.!S. p.p.:!70, ::71 y 2!'?, 
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Diversos tratadistas han insistido en ver ciertos matices de parlamentarismo contenidos en 

varios anfculos de nuestra ley fundamental; se insbtía en el Artículo 29 Constitucional. que 

establecía: para efecto de la suspensión de g•lfantfas individuales. el único facultado para solicitar 

dicha suspensión era ·como a la fecha lo sigue siendo- el Presidente de la República, previo 

acuerdo del Consejo de Ministros. 

Era precisamente el Organo Colegiado mencionado en último ténnino, el que hacía que los 

tratadistas encontraran en la anterior redacción de este precepto visos de parlamentarismo. 

Tal postur.i doctrinaria ha quedado carente de fundumento, toda vez que mediante rcfonna 

publicada el 21 de abril de 1981, desapareció la única mención que en la Constitución se hacía al 

denominado Consejo de Ministros; en la actualidad su redacción se refiere a los titulares de las 

Secretarías de Estado. Jos Departamentos Administrativos y la Procuraduría General de la 

República. 

Otros preceptos que supuestamente contienen visos dc parlmnentari~mo son: 

- El articulo 92. en relación al refrendo ministerial, pero tampoco resulta de solidez para 

afirmar los matices parlamentarios en nuestro sistema, por los motivos dctalladamcmc 

tratados adelante¡ 

~ El artículo 93 que se refiere a los informes de los Secretarios de Estado ante las Cámaras, 

tampoco constituye un signo de sistema parlamentario ya que no existe fónnula alguna 

para ejercer presión sobre el Secretario en turno, sino la simple crítica a cargo de los 

integrantes de las Cámaras, y por directa y áspera que sea esta crítica, no puede llegar 



40 

a la magnitud de obligar a Ja dimisión del Secretario infonnante, ni mucho menos a la 

del Gobierno, personificado en el Presidente de la República. 

Por otru parte, se encuentran los artículos 84 y 85 de nuestra Carta Magna, rcJativos a la 

sustitución del Presidente de la República cuando éste falta. Señalan estos anículos que compete al 

Congreso designar a su sucesor, y se han querido ver visos de parlamentarismo en virtud de que en 

el sistema parlamentario, como se señaló en el Capítulo J, el primer ministro es nombrado de 

acuerdo t.·un la mayoría parlamentaria, sin embargo tampoco consútuycn matiz parlamentario y;.1 

que en ningún momento el Presidente responde ante el Congreso que lo designó. 

Por lo anterior, manifestamos nuestro acuerdo rotal con los juristas que han clasificado el 

sistema presidencial mexicano como un .sistema presidencial puro, ya que reúne la'i características 

siguientes: 

a) El presidente de la República es a la vez jefe de Estado y jefe de gobierno. 

b) El presidente de la Rcpúblic;1 es electo por el pueblo. 

e) El presidente de la Re-pública nombra y remueve libremente a sus secretarios de Estado. 

d) El presidente y sus secretarios de Estado no son políticamente responsables ante el 

Congreso. 

e) El presidente y sus secretarios de Estado no pueden ser al mismo tiempo núembros del 

Congreso. 

t) El presidente puede pertenecer a un partido político distinto al de 1a mayoría del Congreso. 
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g) El presidente no puede disolver el Congreso, pues de lo contrario estaría dando un golpe 

de Estado; si el Congreso diera un voto de censura al presidente. esto no la obliga a 

renunciar. ( 15) 

La misma clasificación se la otorga el Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado (16), el 

propio Doctor Jorge Carpizo (17) y el Licenciado Rodrigo Moreno Rodríguez (18), entre otros. 

Hemos hecho mención de que el nuestro es un sistema presidencial puro, con el objeto de 

dejar asentado, que tal aserto, constituirá la óptica desde Ja cual se analizará el tema relativo al 

refrendo ministerial en México. y asimismo, servirá de base para fundamentar nuestra opinión en 

relación' a tal institución juridica. 

llSJ Cn.rplzo, J.:iq¡e ;r Jori;io !i.'l.dro.zo., Int.roducr:ltn &l Oarocho Hexic3.110. Tomo I., 111. E:d., 

lJHAH, M1b:ico, 19117. p.p,148 y 149. 

1161 ºE:l Slalem.n. Moxlc.'1.no es purl'lmonte prealdencil'lliutl'I. El .Jefe del Ejecutivo F'edoro.l es, 

41 mismo tiempo, jere del Estado y jefe del gobierno. La dirección política del gobierno Cedor4l eo 
determlnad.1 libremQntc por o; Prealdento, con lndepQndencia del Poder Logiulatlvo: los colAboradore~ 

del Pnrnldente no son propJament" tltull\r'l!!J del Poder E.1ecuttvo, nino aUXiilaree dupendlentee de su 
llnlco tltula1·, quo i:J[l el Presidunte, quien tiene lae lnlf.11 t.irr.pllas facultAdea conatitucioM.lea p.lrA 
nombrar y remover libremente ~us rr.do irunedl11.toa col11.boradore!I~ secretarios del despacho, jotes do 

departamen:::oo admlni:itratlvos y procuradoreo Qener11.lcs do la flepdblica y dol Oi11trlto. El ~reaid<!nte 

es polltlcamento lndependlente 11nte el congreso d11 lo. Unión; e9to eo, no tiene quo oujetarae a su 
opinión p4r4 imprimir a IJU Ooblerno, las dlrectrlcQS que juzguiJ convQnient.e¡ la duración del c11rgo 

presidancial estd. Ujadll en la Conot.1tución y no depende del apoyo del Poder Leqislo.tlvo: ol 
nolllbr4miento y remoción de suo colaboradoreu irunacU4c.os clt4doo no eut&n sujetoo a la voluntad del 

Leg1Dl.1tlvo. ClertAir.€lnte existen en 111. constitución o.l~n inotitucionoe que dan la apar1enc14 de 
toner determln11dlls reminlscenc-i49 p4rlam~ntarlao -el refrendo, f'll Conoejo de Hinlstros del artículo 
29 (A 14 fech'1 en que el L.icencil'ldo Dtl' 14 ~drld e11crlbló !!obre el ¡irt!culo 29, adn no Acontecía la 

rerorm.l YA menclonad4 do 1913'1 I, el intorme 4nual del Pr<rn~<!ent.o 4nte las c.111'111.ros, lo. obllgaclOn de 
loo secretarlos de inCor11111r nnte laa miamas, utc.-¡ sin embarqo, la requlaclón constitucional de 

dlchiu instltucloneo non lleva 4 14 concluoiOn de q11e nlnaun" de ellna le resta, en n.lÚ-l, .::1.l Sl:.t~m.s 

pre:ildenci4l ou 111Á!I absoluta pUrP.za•. Oe h. Hadrld Hurtado, Hl7tJel. Op. Cit., p.p.242 Y 243. lLa 

aclaución antre guiones es del Autor!. 

(171 Carpizo, Jorge., El Presidenclallomo Mexicano. p.2~. 

{181 Moreno Rodri1,TUez. Rodrigo., op. Cit .. p.119. 
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2. ORGANIZACION DEL GOBIERNO FEDERAL 

La naturaleza jurídica del Estado Mexicano es federal, atento a lo que establecen los 

artículos 40 y 41 de la Constitución PoUtica. 

El artículo 40 establece: " ... es voluntad del pueblo mexicano constituirse en República 

representativa, democrática, federal. compuesta de Estados libres y soberanos por cuanto a su 

r6gimen interior, pero unidos en una Federación formada por los principios contenidos en la propia 

Ley Fundamental ... "; por otro lado, el artículo 41 señala: " ... el pueblo ejerce su soberanía por medio 

de los Poderes de la UnMn, en lo que corresponda a su competencia, y por los Estados, en lo 

relativo a sus regúncnes interiores, en tt!nninos de la Carta Magna, así como de las Constituciones 

de los E~tndos, que en ningún caso podrán contravenir el Pacto Federal ... ". 

Conforme a los artículos señalados, existe el ejercicio de la soberanía del pueblo mexicano 

por medio de los Poderes de la Unión, y si se concibe al Gobierno como: 

.. .la unidad dotada de poder de mando que surge de la integración e 
interacción de la totalidad de los órganos públicos que ejercen las diversas 
funciones gubernamentales dentro del Estado. Es evidente que esa misma unidad 
llamada Gobierno manifiesta su voluntad, traduce sus decisiones y actos y 
desarrolla toda su actividad al través de los órganos encargados de ejercer las 
funciones establecidas por el ordenamiento jurídico nacional. (19) 

Esto último encabezado por los preceptos que contiene nuestra ley fundamental. 

La estructura de los órganos gubernamentales y la manera en que dichos órganos se 

interrelacionan, determina Ja clasificación jurídica de las fonnns de Gobierno; la propia 

Constitución es contundente al señalar que Ja nuestra es una República representativa y federal, tal 

1191 Horeno Rodríguez, Rodrigo., Ibid., p.J'l. 
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representación radica en que del total de actividades comunitarias, sociales, políticas y económicas, 

el pueblo otorga un número determinado de ellas. mismas que son ejercidas como atribuciones por 

los titulares de los órganos que integran la estructura gubernamental del Estado, cuyo ejercicio se 

encuentra limitado por las Constituciones Federales y Locales. 

Lo Federal radica en que nuestro Estado cuenta con un territorio propio integrado por los de 

los Estados Federados; cuenta asimismo con una población del total de los Estados miembros; con 

un Gobierno central que es el poder supremo en lo interno, por Gobiernos Locales con funciones 

autónomas dentro de las esferas de su competencia y con un sistema jurídico que bien puede ser 

federal o local. 

Los gobernantes o titulares de los órganos de Gobierno, ejercen funciones delegadas por el 

propio pueblo, con el objeto de garantizar la convivencia socia1 y pacífica que conlleve la 

consecusión de los fines y metas del Estado; de esta manera aparece la Administración Pública, y 

en nuestro país, como Estado Federal, existe en tres niveles de Gobierno: el Federal, el Estatal y el 

Municipal. 

Por cuanto al Gobierno de la Federación en sí, se encuentra constitufdo por los Poderes de 

la Nación: Ejecutivo, Legislativo y JuWcial, y resulta oportuno señalar, que en un régimen federal 

como el nuestro, hay una sola soberanía y diferentes potestades o competencias derivadas de la 

·constitución: Ja competencia Federal, la competencia o potestnd local, y la esfera murúcipal. (20) 

Uno de los b'l'andes medios que el Estado tiene para lograr sus fines y metas, es 

precisamente la Administración Pública; para prest.ar los servidos públicos a su cargo y para 

realizar las atribuciones que las leyes le otorgan, cuenta con órganos administrativos y con titulares 

o representantes de éstos: los funcionarios y sei;vidores públicos; al respecto profundizaremos al 

1201 >.c:oat.a Romero, Hlauel., op. Cit., p.84. 
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tratar lo relativo al Poder Ejecutivo en específico. bástenos por ahora señalar las siguientes 

premisas: 

a) Nuestro país cuenta con un sistema de Gobierno Fedc:ral, en vinud de que existen tres 

poderes federales, cada uno de ellos con competencia otorgada constitucionalmente, con 

la obligación de cooperar todos para la obtención de la unidad estatal. 

b) Existe una división de la sobcranfa entre la federación y las entidades federativas. 

e) Entre la federación y las entidades federativas, existe coincidencia de decisiones 

fundamentales. 

d) Las entidades federativas se dan libremente su propia Constitución, sin contravenir el 

pacto federal. 

e) El pacto federal contenido en la Constirución General, es la unidad del Estado Federal. 

O Todo Jo que no está atribuido a la Federación es competencia de las entidades federativas. 

(21) 

Sin duda es el r6gimcn federal lo que viene a constituir la esencia misma de nuestro sistema 

de Gobierno y uno de los ingredientes que fortalece el orden jurídico nacional; su organización y 

los pesos y contrapesos existentes entre los Poderes. sobre todo entre el Legislativo y el Ejecutivo, 

originan las caractcrfsticas que identifican nuestro Sistema Presidencial. 

!21) Para la d~terrn1nac16n de out.as c4racterhit1c1'!1 noD basamos en lll obra del Dr. Jorge 
CArpizo Estudloa Conuc1c.uc1onal•u1. p. 9'. 



45 

Para erectos de cs1e trabajo. enrcndercmos por órgano del Estado: ", .. el conjunto de 

elementos materiales y personales con estructura jurídica y competencia para realizar una 

delerminada actividad del Estado ... " (22). a través de estos órganos, el Estado Mexicano cumple 

con sus fines. 

Nos corresponde enseguida realizar un somero análisis de los órganos primordiales, 

constituidos por los tres poderes federales. 

2.1. LOS PODERES EJECUTIVO, LEGISLATIVO Y JUDICIAL 

GENERALIDADES 

Ha quedado debidamente señalaclo que el Gobierno del Estado Federal Mexicano se 

constituye por los Poderes de la Unión: el Ejecutivo. el Legislativo y el Judicial; asimismo, en el 

punto anterior señalamos que igual organización y ditribución de funciones la tienen las treinta y 

dos entidades federativas de nuestro paf s. 

Ahora bien, cada uno de los poderes señalados cuenta con una serie de atribuciones, que 

ejercita a través de funciones tendientes todas a la consecución de los fines del Estado. 

Con insistencia se señala que de los tres poderes referidos, el Ejecutivo cuenta con 

predominio sobre los otros dos, esto obedece al desarrollo del Estado Mexicano; en efecto, 

confonne a la Constirución de 1857, formalmente el poder que contaba con el mayor número de 

atribuciones era el Poder Legislativo, y la amarga experiencia de la dictadura de Porfirio Díaz, 

orilló aJ constituyente de 1917 a pugnar por fona1ecer al Poder Ejecutivo. 

1221 Aco!ltn Ror.1oro, Miguel., Op. Cit., p,109. 
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En Ja parte final del punto anterior, se habló de los llamados órganos gubemamentaJes, por 

lo tanto: 

... los órganos gubernamentales son los llamados "poderes" Legislativo, 
Judicial y Ejecutivo ... la integración e interacción de ellos y todos sus componentes 
(órganos públicos secundarios. centrales y locales), forman la unidad llamada 
Gobierno del Estado. (23) 

Resulta importante identificar desde ahora por separado los tres órganos mencionados, 

Legislativo, Ejecutivo y Jut.Jicial, y entender que juntos forman Ja unidad superior llamada 

Gobierno, la cual conforme a la Teoría Política es uno de los elementos del Estado. 

En conclusión, las fundones primordiales del Gobierno son: 

- la elaboración de Leyes, 

- Ja satisfacción de las necesidades generales de Ja población, y 

- la impartición de justicia, 

estas funciones realizadas a través de los llamados tres poderes. 

Las generalidades correspondientes a cada uno de los poderes se encuentran debidamente 

señaladas en nuestra Constitución; así, Jos artículos 50 al 79, se refieren todos ellos al Poder 

Legislativo: a la integración del Congreso Federal; a Ja representación de los ciudadanos y de las 

entidades federativas, así como a Ja competencia y funciones que le atañen. 

123) Moreno Rodríguez, Rodrl<;io., o¡-.. c1::. .. p.43. 
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Del Poder Legislativo se ha señaJado: La principal función del Poder Legislativo estriba en 

dar la Ley (24). otras facultades de este poder son Ja expedición de decretos; la detemúnación de las 

contribuciones; el otorgamiento de amnistí~ el nombramiemo de su personal y Ja resolución sobre 

faltas del Ejecutivo y otros servidores públicos; la declan1ción de guerra; la re\.'isión de Ja cuenta 

anual del Gobierno; Ja aprobación de Jos empréstitos contraídos con el extranjero; y finalmente. el 

otorgamiento de pennisos para que tropas extranjeras atraviesen el país. (25) 

Los anículos constitucionales relativos al Poder Ejecutivo, son Jos artículos del 80 al 93, y 

su contenido se refiere al propio titular del Poder Ejecutivo: a su elección; a su sustitución; a las 

limitantcs en su desempeño; a Ja organización de Ja Administración Pública Federal; a todo Jo 

relativo a Jos tirularcs de dependencias y entidades federales; al refrendo ministerial y a Ja 

obligación de los servidores públicos de informar al Congreso General, del estado que guarden las 

dependencias y entidades a su cargo. 

En un régimen como eJ nuestro, el Poder Ejecutivo es el pivote y columna vertebral del 

sistema, y citando al doctor José Maria Luis Mora: 

Es el eje sobre el que gira toda Ja máquina política, que recibe de él todo su 
movimiento y acción, pues de nada sirven las mejores leyes, ni las sentencias más 
justas y acertadas, si aquéllas no se ejecutan, y éstas no se ponen en práctica. La 
actividad y Ja fuerza son Jos atributos esenciales de este podt"r, que jamás podrá 
constituirse de otro manera. (26) 

Hemos hecho referencia a este poder, sin ahondar más en sus características. ya que un 

análiSis pormenorizado se realiza en los puntos complementarios de este capítulo. 

!241 Carpizo, Jorge., Uur Humanid!!.cles e-n ei $iglo X.'C., la. Ed., Wl.K, México, p.t;?:?. 

1251 Carpho, Jorge., t.oc. Cit. 

1261 Citado por .Jorge carpizo. Loe. Cit. 
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Por cuanto al Poder Judicial, los artkulos del 94 al 107, contienen los lineamkntos 

esenciales de su organización y funcionamiento. Esti: poder, parafraseando al Dr. Carpizo, tiene 

como función primordial la jurisdiccion;1l, dirime los conflictos presentados ante los Tribunales, 

aplicu la ley al caso concn:to, con el objeto de resolver la controversia existente; y además, vigila 

que In at.:tuación de los Poderes Le~istativo y Ejecutivo se realice dentro del marco normativo que 

la pr<>pia Constitución les ha otorgado; y lo más impon:mtc: es quícn interprc1a la propia Ley 

Fundamental. 

Los preceptos constitucionales comunes a los pmlcrt.:s fcdi;rJ!cs son lo.'i artículos .39, ~10. 41 

y 49 de la Constitución de la Rcpúblka ~sobre todo estos dos últimos·. 

El motivo por el cual se ha hecho mención a las generalidades de los Podt~res Federales, ha 

sido con el objeto de ubicar a1 lector sobre las trascendentales funciones realizadas por cada uno; si 

bien es derto que el Ejecutivo tiene de fat.:to, mayor juego dentro de nuestro sistema político, esto 

obedece al desarrollo histórico nacional y a la realidad social mi~ma imperante, como lo señala el 

Dr. Mora, la constitución del Ejecutivo -~obre todo en un sistema como el nuestro- no pudo ser de 

otra tmmera. 

Add:mtc centraremos nuestro estudio sobre el Poder Ejecutivo, de ahí que quisimos hacer 

mención a los tres poderes, para destucar su ubicación a nivel constitucional. 

2.2. LA TEORIA DE LA DIVISION DE PODERES 

Resulta oportuno mencionar ahora, Ja teoría atribufda al ilustre Barón de la Brédc y de 

Montesquieu, Carlos Luis de Secondat. En efecto, su labor de cerca de catorce años, se vió 

plasmada finalmente en la clásica obra denominada "El Espíritu de las Leyes", publicada en el año 

de 1748. 
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En esta obra, en el Capítulo Sexto del Libro IJ, en forma concreta se contiene la decdntada 

teoría de la división de poderes, la cual bien puede resumirse en la idea de que el poder detenga a1 

poder, en beneficio de la propia libertad humana y por ningún motivo todo el poder deberá recaer 

en una sola persona, ya que en este supuesto podrá existir todo, menos Ja libertad humana. 

La mayoría de tratadistas coinciden aJ scílalar que Montcsquieu no es en sf el t.:reador de tal 

teoría pero igualmente coinciden en que es el ilustre barón francés quien por primera vez le da visos 

políticos. 

Se señalan como antecedentes los siguientes: 

"En el pensamiento político griego se encuentra la definición de 
Aristóteles, quien ... dentro de la Polis advirtió la existencia de tres poderes ... La 
asamblea deliberante ... el Cuerpo de Magistrados ... y ... el Cuerpo Judicial... -esto 
contenido en "La Política"-; en Roma. el notable pensador Polibio, dedujo como 
mejor forma de gobierno, Ja mixta, con tres elementos. En tos finales de la Edad 
Media, Bodino habló de diversas clases de soberanía ... " (27) 

Las anteriores citas son relativas a la época antigua; en la época moderna es John Lockc 

quien expuso los lineamientos de la doctrina que 11os ocupa, en su célebre obra "Ensayo sobre el 

Gobierno Civil": no obstante, es Montcsquicu, quien manifiesta en forma concisa los fundamentos 

de tal teoría, al afirmar: 

En cada Estado hay tres clases de poderes: el Poder Legislativo, el Poder 
Ejecutivo. de las cosas relativas al derecho de gentes, y el Poder Ejecutivo de las 
cosas que dependen del derecho civil. En virtud dd primero, el príncipe o jefe de 
Estado, hace leyes transitorias o definitivas, o deroga las existentes. Por el segundo, 
hace la paz o la guerra, envía y recibe embajadores, establece la seguridad pública 
y precave las invasiones. Por el tercero, castiga Jos delitos y juzga las diferencias 
entre particulares. Se llama a este último poder judicial, y al otro poder ejecutivo 
del Estado. (28) 

(271 Moruno, rmnl<1l., Dorecho C,;.m9tlt11r~Jon<1l Muxi<.:nn{). 6a. Ed., P.tx~Hé,¡1co, HéxicQ, l'IBJ. 

p.p.396 y 397. 

!281 Monmo, D.anlel., op. Clt., p.)68. 
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La aportación del Barón de Montesquieu es la señalización del poder Judicial, y asimismo, 

supera el enfoque meramente funcional que sus antecesores le habían dado a esta teoría. para 

plantearla desde el punto de vista pol!tico. 

El principio de la división de poderes se ha aplicado en forma sistemática en el 

constitucionalismo mexicano, y es uno de los principios básicos de nuestra actual Carta Magna. 

En la Constitución de Apatzingán de 1814, se consagra en sus artículos 11 y 12 este 

principio; la división de poderes se establecía de manera expresa en los anículos 23 del Reglamento 

Provisional Político del Imperio Mexicano de enero de 1823, y arúculo 9o. del Acta Constimtiva de 

la Federación de 31 de enero de 1824. 

Excepción hecha de la modalidad del Supremo Poder Conservador establecido en la 

Segunda Ley Constitucional de 1836, se adoptó el principio de ta división de poderes en el resto de 

los documentos constitucionales: 

- art!culo 60. de la Constitución de 182,4. 

- artículo 4o. de las Bases Constitucionales de 1835, 

- anfculo 60. del Proyecto de Reformas Constitucionales de 1840, 

• artículos So. del Pro1•ccto de la Mayoría, 27 del de la Minoría y 33 del tercer Proyecto de 

Refonnas de 1842, 

• articulo So. de la Bases de Organización Política de 1843, 
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Con excepción del Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana. de 15 de mayo 

de 1856, que no la consagró expresamente. ya que se trataba de una cana transitoria. que tuvo 

escasa vigencia, 

·artículo 50 de la Constitución de 1857, y 

• artículo 49 de la Constitución de 1917. 

Tal principio de división de poderes fue adoptado en ténninos similares a lo establecido en 

el artículo 9o. del Acta Constitutiva de Ja Federación del 31 de enero de 1824, que establecía: 

El Poder Supremo de Ja Federación se divide para su ejercicio, en 
legislativo, ejecutivo y judicial y jamás podrán reunirse dos o más de éstos en una 
corporación o persona, ni depositarse cI legislativo en un individuo. (29) 

Mientras que nuestra actual Cruta Magna señala: 

Artículo 49.- El Supremo Poder de Ja Federación se divide, para su ejercicio, en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

No podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni 

depositarse cI Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias 

al Ejecutivo de Ja Unión conforme a lo dispuesto en el anfculo 29. En ningún otro 

caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del arúculo 131, se otorgarán facultades 

extraordinarias para legislar. 

1291 P1'ra esta cit., sobre la tormuhcidn de los t111tecedentea histdricos de la dlvision de 
poderes itn et con11tituclon.!lllismo 111exic1mo, nos ba.sal!IOQ en fll amplio e•tudio qUo al rflopocto realizó 
el Lic. J. Jelll~lll Orozco ~riquoz, en relación con ol Art. 49 de nuCl'str1' Cart.!11 Hll'Jf\D., contenido en la 
edición colll8lltada do h. constitución public.lda por el Instituto do Investlgac:ic:n11s Jurtdic:as de la 

Universidad Nacional Autónoma de HéxJc:o. 
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Ahora bien. se hace mención a la teoría de Ja división de poderes en vinud de constituir uno 

de los principios básicos que definen la estructura política de nuestro país; los puntos posteriores a 

desarrollar, se refieren a la actividad estatal. y como afirma el maestro Gabino Fraga: 

El estudio de la teorfa de las funciones del Estado requiere como 
antecedentes indispensables el conocimiento. aunque sea en fonna sumaria. de la 
teoría de la división de Poderes que es de donde aqutlla deriva. (30) 

La legislación nacional sigue manteniendo como principio re.ctor la resis tratada, y por ello 

resulta acertada Ja apreciación siguiente: 

.. Ja propia Organización Federal, que ha sido uno de los principios 
politices estructurales de nuestro r~gimcn constitucional desde los primeros anos de 
nuestra vida independiente, es sin duda una de las aplicaciones del principio dr. la 
división de poderes, operarulo en una forma que mctafóricruncnte podríamos llrunar 
horizontal. tomando al federalismo como una técnica dispersora y descentralizadora 
del poder político. (31) 

2.2.l. OPINION DE DIVERSOS TRATADISTAS 

Apenas se divulgaron las ideas de Montesquicu, comenzaron o formarse toda una serie de 

opiniones ni respecto, la mayada versando sobre críticas en contra, destaca la formulada por 

Rousseau, quien señaló que no existía posibilidad alguna de dividir a la soberanía. y por tanto, 

resultaba totalmente inadecuado hablar de poderes, ya que en realidad se trataba de emanaciones de 

la autoridad soberana, a la cual los llamados poderes están supeditados. 

1301 Fraga, Cabino., Derecho Adrdn!strat!vo. 26a.. Ed., I'orr\14, Kéx!ct", 1987, p,28. 

(Jll De la Hadrld, H. Hlguel., Op. Clt., p.p.219 Y 22(). 
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A las críticas se agregó la de Curré de Malberg, t¡uien afirmó que las ideas de Montesquieu 

sobre la organización de Jos poderes, aún cuando pregonaban de liberales, mesurndas y sagaces, 

resultaban al final de ..:ucnt<ts min más perjudiciales que los sofismas contenidos en el ~ontralo 

social. 

Hubo también las lcsis en el sentido de que no c:dstía unidad en la organizad6n esw.tal, ésta 

se halli.1ba en realidad dividida en tres personas moralc:.; distima'i, Jos cuales se compleme111<1b:1r1 

recíprocamente, tales ideas fueron sostenidas por varios pensadores, como Emanucl Kant. 

Las críticas en contra de la tesis de división de poderes. se han dado en diver:ias épocas; a 

fines del siglo XIX, el jurista Jellinck, manifestó la imposibilidad de ad'.)cribir a cada uno de los tres 

órganos del Estado el ejercicio exclusivo de las tres funciones tradiciomlles. 

Por otra parte, Carl Schmit manifostó que lo corrcclo erj hablar de distinción, m;ís no de 

división de poderes, con miras a la búsqueda del equilibrio entre los mismos. 

En resumen, las críticas en contra del principio de Ja división de poderes, califican de 

utópico. imposible y hasta impiden el pretender Ja separadón de los órganos del poder público, 

cada uno esgrimiendo los :u~umcnto.s propios de su época: sin embargo, en todas las críticas se 

aprecia cierto rndicalismo que las demerita y ¡¡ la larga las deja sin efecto alguno, fortaleciendo Ja 

propia esencia del principio de la división de poder~s. según se plantt:a en el personal punto de vista 

que a continuación se desarrolla. 

2.2.2. EL PUNTO DE VISTA PERSONAL 

Aún cuando la teoría de la división de poderes ha sido fuertemente criticada, la mayoría de 

tales críticas se deben a un error de apreciación, ya que la ven como una teoría rígida e inflexible, lo 
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cual, a nuestro juicio, no fue el planteamiento de Montesquicu; por lo tanto, consideramos que Jos 

adjetivos de rigidez e inflexibilidad deben aplicarse en todo caso a los intérpretes del Barón. 

No obstante el rigor aplicado por los críticos, la esencia del principio de la división de las 

funciones gubernamentales sigue vigente, constituyendo uno de los más sólidos pilares de la 

estruCtura constitucional actual de los Estados. 

Por ello consideramos que no debe entenderse si ténnino de "división de poderes" en fonna 

tajante, sino debe entenderse tal 1eoría corno la división fundada en razones prácticas de la actividad 

estatal, que se interrelacionan y tiene rc1.:íproca colaboración con la finalidad de cumplir cabalmente 

con las tareas de Gobierno. 

Lo anterior debido a la existencia de los dos criterios para determinar la naturaleza de las 

actividades del Estado: el criterio fonnal, referido al órgano que realiza determinada actividad, y el 

criterio material, relativo a la naturaleza de la actividad desarrollada, esto es, en el sentido material 

de la misma. 

Confonne al segundo de los criterios mencionados, habrá actos que por su propia 

naturaleza serán materialmente legislativos, pero por disposición legal expresa son realizados por el 

Poder Ejecutivo: esto nos lleva a afirmar que debido al incremento de las funciones estatales, y por 

ende el aumento en la complejidad de las mismas, ha quedado parcialmente desvirtuado el principio 

de la división de podcre~. si se aprecia desde un punto de vista rígido. 

Sin embargo, queda fortalecido si se ve desde el punto de vista de las funciones, así como 

la razón política de que exista (por lo menos en el papel), un reparto equitativo de competencias y 

una independencia e igualdad entre los poderes estatales. 

Es innegable la necesidad práctica de la existencia de una media colaboración de los 

poderes, en virtud dd cúmulo de funciones materiales desarrolladas por cada uno, así como de las 
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diversas participaciones que necesariamente debe tener en atrbuciones o facultades supuestamente 

exclusivas de los otros poderes, atento a los principios clásicos de las funciones gubernamentales. 

Por todo lo anterionncntc manifestado. en opinión del autor, cada Estado según las propias 

necesidades que su evolución le vaya imponiendo, interpretará y aplicará d principio de la división 

de poderes; si la esencia o idea original de este principio es que la actividad del Estado se realice a 

través de los diversos órganos de Gobierno debidamente coordinados y con su precisa señalización 

de responsabilidad, debe tomarse en cuenta forzosamente al disefi.ar la t>structura jurídica de un 

Estado, lo cual dará la posibilidad de mantener el equilibrio político y la supetvivcncia misma del 

Estado. 

De esta manera el poder realmente detendrá al poder y verá sólo como remota posibilidad 

el abuso del poder que en un momento dado pueda conducir al despotismo o a Ja tiranía. 

2.3. EL PRESIDENCIALISMO COMO EJE DEL SISTEMA POLITICO MEXICANO 

Debido a los tiempos políticos actuales de nuestra nación, hasta ahora, existe unanimidad al 

afirmar que son dos los pilares fundamentales de la estructura política de nuestro país: uno de ellos 

es la existencia de un partido dominante, que sus opositores y detractores se esmeran en calificarlo 

de oficial o de semi-oficial y por otra parte, el presidencialismo. 

El análisis y estudio del primero de los elementos mencionados, resulta ajeno al 

planteamiento original de este trabajo, y por el contrario, el segundo de ellos resulta de cubal 

importancia. 

Comenzaremos por afinnar que el Constituyente de Querétaro de 1917, tuvo como 
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consigna primordial Ja configuración dc-1 Poder Ejecutivo: son memorables los argumentos que en 

favor de ello esgrimió Don Venustiano Carranza. 

Posteriormente y bajo la idea de que nuestro pafs debía desarrollarse bajo un régimen de 

instituciones y no de caudillos, sobre la marcha -valga la expresión- se fue fortaleciendo aún más la 

figura presidendal, con facultades meta-jurídicas o sociológicas. 

A principios del presc:nte siglo. en nuestro país se originó el presidencialismo con Ja fuerza 

que persiste hasta nuestros días, y sobre todo: 

... durante los veinticinco años que trancurren de 1950 a 1975, el Poder 
Ejecutivo ha obtenido algunas nuevas funciones... esos veinticinco afias han 
reafirmado la posición del Presidente mexkano como el centro del poder en 
nuestro sistema político-constitucional ... (32) 

Varias han sido las explicaciones formuladas con el objeto de esclarecer, criticar y en 

ocasiones justificar tanta concentración de poder en la figura presidencial; el Lic. De la Madrid 

afirma que el fonalccimiento del Ejecutivo en la Constitución de 1917 obedeció a la idea de que 

sólo mediante un Gobierno fuerte y efectivo se podría llevar adelante Ja obra de la revolución, pt:ro 

previamente formula su opinión del porqué del poder de la figur.t presidencial y manifiesta que 

desde siempre, tiempos precortcsianos y del virreinato, los mexicanos han estado acostumbrados a 

ver en el Jefe del Gobierno al hombre más poderoso del país. 

Lo que resulta incuestionable en la actualidad es el poder presidencial que se manifiesrn de 

facto; algunos autores lo han comparado al que tenían Jos reyes europeos del siglo XVII, afirman 

que representa Ja reminiscencia pre-hispánica con poderes casi mágicos. que lo convierten en un 

emperador sexcnal, este punto de vista lo sostiene el maestro Daniel Moreno Díaz. 
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Existen quienes manifiestan su inconformidad con la concentración de uinto poder en una 

sola persona, y entre ellos se cuenta a Salvador Alvarado. (33 y 34) 

Por otra parte, existen también las posturas que afim1an: El Prcsidcnle es la persona más 

imponante del país; es quien designa a los altos funcionarios; quien llena de honores o de 

descrédito político, quien puede otorg•rr concesiones que permiten que una persona se haga 

millonaria, quien detennina prácticamente destilo de vicia durante su mandato -que es demasiado 

decir-; quien puede darle al país un sistema con orientación social, o bien. de ayuda a las clases 

adineradas; quien tiene en sus manos la determinación de los recursos públkos, que pueden ser para 

resolver los problemas mencionados o para obras de ornato; y que más que guiar los destinos de 

nuestro país, los determina. (35} 

No ha escapado la figura presidencial a la apreciación desde el punto de vista sociológico, 

así, Arturo González Cosía señala: entre el pueblo y el Jefe del Ejecutivo cxbtc un vínculo un tanto 

(lJJ 'Toda ua qui¡,ro ..-i1ru:in1r dti la acción par:ional dol Pre!lidentP. .¡., ¡_, /l.i.'púl.>llca, on Q'Ji•..n 

lle hn concentrada tnl !lull\Jl d ... f,1cult.1d"s y r.e ¡,, hn ln•.r.·iJti•l<:l tiiclt<1mm1to d•J 11r. p0dor t..:in abo;:i!u~o. 

ntspomi...billd.,des con .:¡U•J :""' le .i1v,bL1•. Alvarado, S.llvad;r. t..-1 R"r::0nst1ucc{<:'.·n <ld Héx!co. Tomo lU., 

P.R.l. H~~xir-o, l'lA:2, p.14). 

(34) 'Dentro rle nU(•!ltr,,, m•;qalom.ln{a nacional, hr,mon proter.(lido qu.~ c.l Prlr.wr M..iglotrado d,~ 

la Naclén ton1:1a Ul\4 \JLL'l'-l ran ;;rand'l d•J Cllillid.'1dtrn que no h'lm,"'>!l encontr,1do 111 encontr-lremos quien non 

s11.tiotaga. E,¡ noc.,sario deaarralqarnos do 11emej1mte tonter1'1 y bu11car un remedio a tal <.'!Ita.Jo de 

cosas: qua no c.:unblar,i. mi<intnis jUIJUtJ:llOll "' la origin~l lotoría de encontr11r Cada cuatro anos -en la 

aetua"lldad uoria •cadll seis anc!l'- un hombre extraordinario quo reúna, a las v1rtudos de Pr1rnklin, 

la tirrrmza de Ju:iroz, l.l onerg!i!I de Clerr.encenu, los talentos di' Pltt y "'l :;ien1o prolJ'tico d(! 

Napoleón. 

Esto os senclllam•mt.-, imponible pode¡,-,os r,ncontrar hc::i.bros m.ia o m"'no:i hJ.tiiles. m..i.s o rr.<.mcn 

honrados o ln:itrUldoB: pero nunca d!>jará ifo n"r f'l i\b:turdo m.!s grande contlar integrarr.Pnto nuestros 

d119tinos, d la nl\turnl fr.111ll1d.:id de un D•~l' t~W".::mrJ, 

Es preclllo bu:iear una solución .l. tal orden de cost10, clu al¡,¡:ln r.:.:;do, l'!l 1ü~1ilu'- (orrnn; r,.;, ,~ ~·:> 

()SI La oxtrocci6n de tal aprec11lcl6n so obtuvo da 1.-1 obl'il dol Dr. Jorge Carpiz.o, W 

Con9tituc16n Hexlcana de 1917. p.:294. 

/'. Un de arr.pliar csto:l conceptos, romit1mos .il lector A la obra de O!lte r.:liur.oo autor ºEl 

l'reoidencidllm:io Mexicano•, F.'n la cual d.;>:111rroll.:i. un anAlL1i11 j11rfdlco, rol!tlco y !loclol6<;Jlco de la 

{i<¡Ut'a presidencial. 
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religioso. la persona del Presidente está rodeada de un halo mágico y omnipotente; antes de la 

independencia el rey era una persona inalcanzable. lejana, y el poderoso virrey sólo su reflejo y 

representante; el Ejecutivo como en las raíces indígenas, reúne poderes religiosos y políticos, es una 

figura imperial. sagrada y prestigiosa que h1111 detenninado una actitud de los mexicanos frente al 

jefe 
0

dcl poder político, con bases que corresponden a su mentalidad. condiciones de vida y 

estructura psíquica; lo que nos permite afumar: el titular del Ejecutivo en México cuenta con 

facultades que lo hacen casi omnipotente y le dan un poder que difícilmente puede apreciarse en 

alguna otra Naci6n. (36) 

En virtud del desarrollo natural tomado por los diversos tópicos hasta ahora tratados, 

resulta necesario concretar, y por tal motivo, señalaremos que la figura presidencial, en un 

r~gimcn'como el nuestro, y a diferencia del sistema parlamentario. desarrolla la doble función de 

Jefe .de Estado y de Gobierno. En el primero de los casos tal cargo implica ln ~ntación 

nacional, e igualmente el desarrollo de todas y cada una de las funciones que en virtnd de tener tal 

carácter nuestras leyes le conceden. 

Como Jefe de Gobierno, se encuentra en la cúspide de la organización de la administración 

pública federal y dentro de la amplia gama de funciones que con tal carácter desempeña" ... da 

contenido a su esttuctura ·del gobierno--, señala las líneas fundamentales de actividad política y 

administrativa del Estado ... " (37) 

Hacemos hincapié en el liderazgo de derecho y de hecho que la figura presidencial realiza 

en Ja adnúnistración pública federal, ya que tal característica será utilizada como punto de 

referencia en los temas posteriores. 

136) Gon:r.ále:r. Cos!o, Arturo., oP· Cit.., p.1)4. 

1)'11 Acoat.a Romoro, HlQUel., e>p. Cit.., p.1)2. 
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Con el objeto de puntualizar desde ahora los elementos básicos de este apartado, hemos de 

señalar: el Ejecutivo Federal Mexicano está intcgmdo por diversos órganos, destacando la 

Administración Pública, sin embargo resulta evidente que ésta no representa la totalidad del Poder 

Ejecutivo, pero es su parte medular. 

En efecto, nuestra Constitución señala al Poder Ejecutivo como unitario y unipersona.I, 

asimismo y con el objeto de abarcar correctamente todas las funciones que le corresponden y 

cumplir oportunamente con sus objetivos, existirán diversos órganos que lo auxiliarán en tal 

empresa -así lo establece el artículo 90 constitucional-. 

Sin entrar en detalle de las diversas funciones a cargo del Ejecutivo Federal, nos 

concretamos a cuestionar la situación de la Administración Pública (reiteramos, no es sinónimo de 

Poder Ejecutivo). 

Es el propio Ejecutivo. quien tiene una estrecha relación con la Administración Pública, en 

virtud de que los titulares de los diversos órganos administrativos auxiliares, son nombrados y 

removidos por él, y entre éstos se incluye a los Secretarios de Estado, al Procurador General de la 

República, al Jefe del Departamento del Distrito Federal; de manern directa o indirecta, interviene 

también en Jos nombramientos y funcionamiento general del sector público dependiente del 

Gobierno Federal, tales como: organismos descentralizados, empresas de participación estatal, 

fideicomisos públicos. entre otros. 

Interviene en forma directa en aquellos casos en los cuales corre a su cargo la designación 

de los titulares de esos órganos, y en forma indirecta. cuando lo realiza a través de los titulares de 

las dependencias cabeza del sector del órgano administrativo de que se trate. 
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Es el Jefe del Ejecutivo quien detennina los lineamien1os y políticas generales a desarroHar 

por la Adnúnistración Pública Federal, y asimismo. quien de hecho da las decisiones de mayor 

trascendencia en este ámbito. 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Fcder.J.1, reglamentaria del artículo 90 

Constitucional, establece las bases de organización de la Administración Pública Federal y la divide 

en centralizada y paraestatal, y señala en forma clara que Ja Presidencia de la República, las 

Secretarías de Estado, los Depanamentos Administrativos y la Procuraduría General de la 

República integran la Administración Pública Centralizada. 

En tanto que los organismos descentralizados, las empresas de participación estatal, las 

instituciones nacionalc:s de crédito, las instituciones de seguros y de fianzas, las organizaciones 

auxiliares nacionales de crédito y los fideicomisos. componen la Administración Pública 

Paracstatal. 

Se señala también en dicho cuerpo legal que el Jefe del Departamento del Distrito Federal y 

el Procurador General de Justicia del Distrito Federal dependerán directamente del titular del 

Ejecutivo, y son por lo tanto sus auxiliares directos. 

La interrelación de estos órganos y su lugar dentro de la estructura del Gobierno constituye 

la organización administrativa. 

Ahora bien, consideramos oportuno puntualizar que tal administración de gobierno se 

remonta a los propios orígenes del sistema federal, y así en la obra "El Federalista", de Hamilton, se 

menciona: 

La administración del Gobierno comprende dando a esta expresión el 
sentido más general, todas las opernciones del cuerpo político, cualquiera que ellas 
sean: legislativa, ejecutiva o judicial, pero en su acepción más usual y quizá la más 
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precisa., estas palabras se aplican a los detalles y a los negocios que caen 
particularmente en los del dominio del departamento ejecutivo ... (38) 

Por otra parte, desde fines del siglo pasado, la idea de que los agentes del Gobierno -

denominados así genéricamente- dependan directamente del Jefe del Ejecutivo, ya imperaba., y así 

Don Teodosio Lares señaló: 

Todos los agentes del Poder Ejecutivo, de cualquier carácter que sean, se 
hallan sujetos a los actos de disciplina que el Gobierno pueda ejercer sobre cada 
uno de ellos .•. (39) 

Como ocupante de la superior jerarquía de la organización administrativa del Gobierno 

Mexicnrlo, el Ejecutivo cumple con una de sus primordiales funciones como Jefe de Gobierno, y 

esta fUnción, aunada a las señaladas en los apartados precedentes, detemúnan en la práctica, al 

Poder Ejecutivo dentro de nuestro régimen polltico con preeminencia sobre los otros dos poderes. 

En conclusión y parafraseando las ideas del maestro Alfonso Nava Ne&'Tete expresadas en 

su cátedra. señalaremos que toda la Administración Pública auxilia al Presidente de la República 

como depositario del Poder Ejecutivo Federal; el Poder Ejecutivo es una fuerza, una potestad, 

ejercida por una persona: el Presidente, y no se trata de un gran órgano administrativo en donde 

quep? la Administración Pública. 

130) Citado por Andril11 Serra Roja.ti en llU libro do Durecho AJminlvtrativo, Tomo l., p.512. 

LA citada ldoa de HamUton so cor.iplemcnta con lo siguiente; • ... La dlrecc16n de los ne9ocloll 

exterlore11, la preparación do 1011 plane!I d~ !ln,,,n:.11s. el empleo y la inversión da los fondos 

pl1bllcos hechos conforme a les prcsupuo111:os votados por lA leqlolatura; la oroanlzaclón do la Armad.? 

y de la H.llrlna, la Dirección do las Opernciones Hilitares, en !in, tcdlls 111.11 cuot1tlones de 

n11.tur11.leza SCl'lojant.e ccinstltuyen lo que se puede llamar l.? /,dtnin111tracl6n del Gobierno. For 

consecuencJ.,a. 111.11 pereon<'ls a cuyo cuidado individual se con!!an e:itas dlCernnte!J !'ld.t(lrlaa, deben sur 

considera.lbs COlllO 109 ayud1mtee a 1011' delegados dol Mnglstrado SuprE1mo; por ~Stas razones, ea a éote 

al que pertcnoce el derecho de de11lgnarlos y eato1J agentes d<.Jb(ln 01Jtt1r so:netldoo n. au vlglln.ncia•. 

(391 Lares, Toodo11lo., Leccicnoo de D11recho ,a.dmlnhtrat1vo. Facu!mll. L'llAM, Héxlco, 1978, 

p.SS. 
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Al referirnos a los diversos poderes estatales, hablamos de los criterios formal y material. 

con base en los cuales se determinan las funciones del Gobierno: el formal, en función del órgano 

de donde proviene el acto; y el material. referido al contenido mismo del acto, prescindiendo del 

órg~o que lo emita. Este mismo criterio vuelve a presentarse ~advierte el maestro García Maynez

en relación al concepto de Administración Pública: 

La administración pública, en sentido material u objetivo, es la actividad 
del Estado enea.minada a la satisfacción de intereses generales, (sea cual fuere el 
órgano que la realice). 

En sentido formal, por Administración Pública se entiende todo acto del 
poder ejecutivo (aún cuando tenga, desde el punto de vista material, carácter 
diver.;o). (40) 

'Ha sido objeto de este apartado, esquematizar la interrelación entre el Ejecutivo Federal y 

la Administración Pública, lo cual 111 mayoría de autores Ja representan gréficarnente a través de una 

pirámide o triángulo en el cual en su Pai:te baja se encuentran los diversos órganos de la 

Administr<lción, y en la cúspide se ubica al titular del Poder Ejecutivo. 

Al inicio de este trabajo señalamos que Ja elaboración encontraría la mayor problemática en 

circunscribirnos al campo del derecho administrativo, abstrayéndolo en lo posible, del 

constitucional; el dc-sarrollo natural de este ensayo nos va pemútiendo cada vez lograr tal objetivo, 

cabe mencionar que las diferencias entre estas dos importantes ramas del Derecho, son más 

cuantitativas que cualitativas, y en su esencia misma, ambas estudian Ja actividad del Estado. 

!401 O<'lrclol Haymu, Eduardo., Int.cducc16n Hl Est.udlo ct~l O<'!rf'cho. 3811. E.;'I., Pornla, Héxlco, 

19El6, p.140. 

Exist<?n por ot.r.i p.'lrt.e crit.ertos coma el quo sostiene.-.¡ Dr. Acout.a Rom&ro. qtJifln l!'el'Lal1t: 

'l.4. Admln1.-tr:,c1un Pllblica puede estudiarse desdo un punto do viata orq4n1co Y desde un punt.o da 

vlsta !uncJ,onal o din.imtco. 
De:Jdo el punt.o d<J vista orgánico, sa hi ldentitlca con el Poder Ejecutivo y t.odos los 

órganos o ur.lda.dos ddmlnistr.it.ivas que, directa o lndirectameute, dt>pendcn de ~1. org4nlcamento la 

Admin°1scrac16n Pllbllc.l Federal está conotlt.uida por el Prealdent.e de la Repllblica Y todos loa 
órganos centralizados. deacentrallzados, las empreaas. ooc1ed<t.dae mercantilee de E::itado y 

t'id<Jicomlsos p!lbllcoa•, Acoata Rom>lro, Mt9uel. Op. cit.., p.105. 
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Finalmente. la relación entre el Poder Ejecutivo y Ja Administración Pública, permite que el 

primero cumpla con una de sus dos grandes funciones: la administmción. La otra tarea importante 

es la de Gobierno, y son recfprocarnentc necesarias ambas actividades, esta idea claramente la 

define el Doctor André..:; Scrra Roja.o:;, al afinnar: 

... el Gobierno necesita de la administración para que sus proptlsitos 
alcancen rc.alii.acioncs prácticas y la administración requiere que el Gobierno 
asuma la dirección y orientación de Jos órganos públicos ... (41) 

El desarrollo de los siguientes puntos pennitc adentrarse en el campo del derecho 

administrativo, debido a Ja naturaleza de su contenido. 

3. LA RF.SPONSAlllLIDAI> PRESIDENCIAL 

El primer anfculo del Título Cuarto de la Constitución, bajo el rubro: "De las 

Responsabilidades de Jos Sctvidorcs Públicos", est'lblecc que el Presidente de la República. durante 

el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a la Patria y delitos graves del orden 

común. 

A primera vista, el artículo 108 constitudonal no deja lugar a dudas respecto de la 

responsabilidad del titular del Ejecutivo, sin embargo, su contenido ha originado gran polémica por 

los motivos expresados a continuación. 

Primeramente, la redacción actual de este artículo, efectuada por el Constituyente de 1917, 

restringió las casuales del juicio de re.~ponsabilidad presidencial ·tlll )' como era denominado el 

1411 Serra Roja:i, Amlrliu., Op. Cit., Toloo l., p.46l. 
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actual juicio político en la Constitución de 1857-, derogando las causales de violación expresa de Ja 

Constitución y ataques a la libenad electoral, subsistiendo como únicas causas de juicio político al 

Presi~ente de la República: los delitos graves del orden común y la traición a la Patria. 

Tal modificación obedeció a que el Constituyente de Querétaro, se avocó a tratar de 

configurar de nueva cuenta un Ejecutivo fuerte, predominante, atendiendo las opiniones en el 

sentido de que al haber quedado d Presidente subordinado al Congreso con el contenido de la 

Constitución de 1857, se vió orillado a utilizar medidas dictatoriales para poder gobernar, como en 

el caso del General Porfirio Dfaz. 

Por otro lado, en defensa del articulo 108 Constitucional, en su parte relativa a la 

responsabilidad presidencial, se ha señalado que conlleva la voluntad de que esté protegido en 

contra de un Congreso Federal hostil, ya que si no estuvieran enumeradas las causales de 

responsabilidad presidencial, podría darse el caso de que hasta por una mínima falta se pudiera 

solicitar su destitución. 

Otro cambio en la actual redacción de nuestra Constitución, es que se instituyó y aumentó 

la instancia ante el Senado de la República para considerar culpable al servidor. tal y como lo 

señala el anfculo l IO actual, a diferencia de la Constitución de 1857, en cuya redacción bastaba la 

resolución de la Cámara de Diputados. 

Existen comentarios polémicos en tomo al contenido del actual artículo 108 Constitm.:ional, 

en la parte 4ue nos ocupa, la razón principal es que al resultar ambiguas las causales de traición a la 

Patria y delitos graves del orden común, quedan sujetas a la interpretación y determinación del 

Congreso, quien resolvcní sobre el momento en que tales causales se originen; dentro de la historia 

de nÜcstro país no ha sido acusado ningún Presidente, no se ha presentado, por lo tanto, la Clpción 

de interpretar esta terminología y en consecuencia, no existe en nuestro país un criterio definido al 

respecto. 
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Para que tal hipóte;;is se actualice es menester Ja pre-existencia de un problema político, 

matcrializ:.ido en un enfrentamiento entre los podcn·s Ejecutivo y Legislativo, además, los supuestos 

referidos para la instauración del juicio polític1), se antojan poco probables, y son: en Ja Cámara de 

Diputados dcbt~n reunirse Jo:. votos necesarios para acusarlo; pero no sólo eso, si tal coi;a sucediera, 

se:: requiere además de otro supuesto: deben reunirse los votos suficicnlcs en el Senado de la 

República para ckstituirlo, supuesto poco probllblc considerando Ja actual conformación de este 

cuerpo cokgiado. 

La ambigüedad de las causales de responsabilidad, han originarlo toda una literatura al 

respecto, así, el maestro Tena Ramírez afirma: 

... si en Ja Ley Reglamcmaria no se enumeran los delitos qravcs del orden 
común por los que puede ser acusado dicho funcionario (y la omisión existe en la 
ley actual), queda a discreción de Ja.'i Cámaras calificM en cada caso la gravedad de 
los delitos y con ello está a merced de las mismas la suerte del jefe de estado ... (42) 

Por otro lado tampoco dichas causales pueden interpretarse restrictivamente, sino por el 

contrario. deberán interpretarse de tal manera que cubran el mayor número de hipótesis posibles, en 

este sentido se pronuncia Jorge Ca.rpizo al afirmar que la frase en cuestión hay que interpretarla en 

el sentido de que el Presidente es responsable si rompe o trata de romper el orden constitucional, o 

si no cumple sus obligaciones constitucionales y este incumplimiento quiebra el sistema de 

gobierno. 

Contimia es1e autor señalando que la niptura y el incumplimiento deben revestir una 

singulM grnvedad1 y además, el Congreso deberá actuar a sabiendas de que dicha gravedad ha 

causado conmoción nacional y ha sido condenado por la propia opinión pública. (43) 

t421 Cit.mfo fJ<Jr .Jorge C.trpl~" "º •El Prrsld<?nclali~mo Hexlc<.1no• .• p.211. 

143: c.irp!:o, Jc•r9•~ .• Op. Cit., p.µ.212 y 213. 
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Compartimos su opinión en el sentido de que Ja Ley secundaria debiera ser clara y precisa 

respecto a las causales de traición a la Patria y delitos graves del orden común, y toda vez que no 

sucede así. el Congreso es quien debe determinar si el Presidente ha roto el orden constitucional, 

o bien, si ha incumplido con las obligaciones que Je impone la Constitución. 

Cabe advenir que lo hasta ahora comentado no es, bajo ningún concepro, sinónimo de 

impunidad para la figura del titular del Ejecutivo, sino más bien es una modalidad de inmunidad; 

debe seguirse el pmcedimiento señalada por la Constitución, para el caso de que se pretenda 

fincarle un juicio político, procedimiento ajeno al desarrollo del presente trabajo por su propia 

naturaleza. 

Se trata de inmunidad lemporal, debido a que durante el per!odo del encargo sólo se puede 

proceder en su contra por las causales señalada'\, Jo cual garantiza un mejor desempeño de su papel, 

y una vez concluido su ejercicio, puede procederse penalmente en su contra ante los uibunalcs 

competentes. por cualquier otro delito que haya cometido. 

Aún cuando adolecen de precisión por cuanto a su terminología. son claramente 

determinadas las causas de responsabilidad presidencial: traición a la Patria y delitos graves del 

orden común; han sido objeto de análisis en este punto, debido a la relación entre Ja función del 

Presidente propiamente dicha y Ja de sus colaboradores más cercanos, los Secretarios de Estado. 

3.1. IRRESPONSABILIDAD POLITICA DEL PRESIDENTE 

Al mencionar las características del sistema presidencial, dimos como nota distintiva que el 

Presidente es elegido directamente por el pueblo, y por tanto, no tiene responsabilidad alguna ante 

el Congreso. Esta idea agregada a lo manifestado en el punto anterior, por cuanto a las causales de 
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juicio político en contra del Presidente (delitos graves del orden común y la tr.iición a Ja Patria), 

denotan una irresponsabilidad política del titular del Ejecutivo. 

Al contar el Presidente con Ja facultad discrecional de nombrar y remover librcmcnre a sus 

colaboradores. es el único responsable constitucional de sus actos, ya que· Jos Secretarios de Estado 

actúan en su nombre y representación. Esto cs. Jos Secretarios de Estado realizan funciones 

conforme a las instrucciones giradas por el titular del Ejecurivo, pero no tienen propiamente 

facultades, por corresponder éstas origina1mc::nle al Jefe del Ejecutivo. 

Se af1tma que el Presidente de Ja República tiene irresponsabilidad potftica, porque así lo 

detennina nuestra Carta Magna en Ja configuración de nuestra organización. 

En su artículo 69 señala que a la apertura. de sesiones extraordinarias del Congreso asistirá 

el Presidente de la República, con el objeto de infonnar por csi:rito el cst<ido de Ja adnúnistraci6n 

pública del país, sin embargo, nada señala respecto a requerimientos, exigencias o interpelaciones 

que pudieran formulársele, ni mucho menos, si del contenido de su infonne pueda derivar alguna 

responsabilidad. 

Igualmente en términos del rutículo 93, el Congreso o cualquiera de las Cámaras, podrán 

solicitar la comparecencia de Jos Secretarios de Estado y demás servidores públicos menores de la 

Adminismtción Pública, con el objeto de informar cuando se discuta una ley o se estudie un 

negocio concerniente a su rnmo. 

En este caso, podrá ser censurado o recibir algún reproche -valga la expresión- el servidor 

público compareciente, sin embargo, no pasará a mayores; y si los colaboradores del Ejecutivo 

actúan en su nombre y representación, aún cuando tal censura se actualice, el Presidente si así lo 

considera conveniente, podrá sostener en su puesto al Secretario de Estado aún en contra de la 

voluntad del Legislativo, a diferencia de lo que sucede en el régimen parlamentario. 
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Ambos supuestos -artículos 69 y 93 Constirucionale.1i·, nas vienen a demostrar que al ser el 

Jefe de Gobierno titular del Ejecutivo elegido directamente por el pueblo y no deber su posición al 

Congreso Federal, no tiene obligación alguna de responder pollticamente nntc dicho Cuerpo 

Colegiado; aunado a lo establecido por el artículo 108 Constitucional que sefiala las dos causales de 

juicio político en contra del Presidente, argumentos base para afinnar que existe una 

irresponsabilidad política presidencial. 

Como corolario de lo anterior, hemos de señalar que si bien es cierto que el Congreso no 

puede coaccionar ni destituir al Presidente por razones políticas, se genera un Ejecutivo fuerte y 

predonúnantc. 

Sin embargo, como contrapartida, el Congreso tiene la.i; más amplias facultades para 

refonnar, adicionar y degorar las leyes, pero además, para negarse a aceptar los proyectos de ley 

que envíe el propio titular del Ejecutivo. situación que pennite una sana participación de los 

poderes en nuestro sistema y asegura la supervivencia del mismo. 

La mención a la irresponsabiJidad polftica del Presidente dentro de nuestro sistema, va de la 

mano de las funciones que desempeñan los Secretarios de Estado, y sirve de punto de partida pil.ra 

el enfoque objetivo de la figura del refrendo. 

4. LAS SECRETARIAS DE ESTADO. SU UBICACION DENTRO DE LA 

ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL EN MEXICO 

La organización del Poder Ejecutivo Federal, tiene como forma característica a la 

centralización administrativa, Jo cual. entre otras cosas, ha dado origen a un Poder Ejecutivo 

fonalecido, sobre todo en el presente siglo. 
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El estudio de las característicali y atribuciones del Ejecutivo como órgano político 

administrativo, es compartido canto por el derecho constitucional como por el administtativo; es 

aquí donde con mayor claridad se delimitan los campos de estudio de las ramas mencionadas. tal y 

como lo afirma el Dr. Carpizo: "Es propiamente la organización interna del poder ejecutivo, la que 

interesa casi exclusivamente a la legislación admirústrativa. .. (44) 

Es precisamente el desarrollo de los preceptos constitucionales relativos a la organización 

admfnistrntiva federal, lo que nos corresponde analizar, para ral efecto, conccptualizaremos como 

organización administrativa: 

La forma o modo en que se estructuran y ordenan las diversas unidades 
admínistrativas que dependen del Poder Ejecutivo, directa o indirectamente, a 
través de relaciones de jerarquía y dependencia, para lograr una unidad de acción, 
de dirección y de ejecución, en Ja actividad de la propia administración, 
encaminada a la consecución de Jos fines del Estado. (45) 

Sin duda, el crecimiento demográfico de diversos paf ses como el nuestro, han originado el 

surgimiento de una complejidad mayúscula en las tareas desarrolladas por sus gobiernos, y en 

consecuencia, una diversidad igualmente compleja en sus estructuras. 

Con el objeto de agilizar y simplificar el desarrollo de las tareas asignadas al Gobierno, se 

. ha buscado por medio de la división del trabajo y el agrupamiento de materias afines, el poder 

cumplir en tiempo y forma con tan importantes tareas. 

El orden y la coordinación aplicadas a la administración pública, han pcnnitido que tal 

complejidad se reduzca a objetivos concretos de Gobierno; por tal motivo, tal y como lo afirma 

{441 Carplzo, Jorge., y varioa autores 11\á.9, Int.roduee16n al Oerocho HElxleano. TolllO I •• lll· 

i':d •• UUAH, H~xico, 1981., p.284. 

145} Ac:osta Romero, MlgueJ. .. op. Clt. .. p.108. 
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Rodrigo Moreno Rodríguez: "La administración púbHca debe ser concebida prima facie, como parte 

integrante del órgano ejecutivo del gobierno del Estado y no como un ente aislado, seglin pre.tenden 

cienos autores influidos por la teoría de Ja organización administrativa. No es posible concebir Ja 

aclministración pública fuera de su encuadramiento jurCdico-cstatal. Este imponante órganlJ 

gubernamental forma parte del Ejecutivo, mas no lo integra totalmente ni ejerce. por tlnto, todas las 

funciones que a él corresponden ... " (46) 

En virtud de que estamos en el momento de deflniciones para Jos capítulos subsecuentes, es 

importante destacar que una car'Jcterística de nuestro Poder Ejecutivo Federal, es la centtalización 

administrativa, de este modo: 

Centralizar administrativamente es reunir y coordinar facultades legales en 
un centro de poder o autoridad central superior. gue en materia federal se otorgan 
exclusivamente a Jas altas jerarquías del Poder Ejecutivo Fedeml. en particular, al 
Presidente de la República.. que como Jefe de la Administración se encarga dl! 
ejecutar las leyes federales con la colaboración subordina.da y dependiente de Jos 
demás órganos administrativos secundarios, sin que ellos tengan competencia o 
iniciativa propia para decidir, pero necesarios para preparar y ejecutar las 
decisiones administrativas. (47) 

Dentro de estas unidades administrativas encontramos a las Secretarías de Estado, y si 

recordamos Ja fonna esquemática en que representamos a la Administración Pública Federal, n 

manera de triángulo o pirámide, en cuya vértice o punto superior encontramos al titu1ar del 

Ejecutivo FederaJ, en el segundo nivel inmediato habremos de ubicar a las Secretarías de Estado, 

como principal órgano de colaboración de este poder. 

Sin Jugar a dudas, desde el punto de vism constitucional, no serán aceptadas como parte 

integrante del Poder Ejecutivo, ya que se defiende sobremanera la unidad e individualidad de este 

1461 Moreno Rodrtgue:t, Rcdr!go., Op. C!t:., p.66 y ss. 

(471 serra Roj1u1, Andrés., Op. C!t., Toll\O I., p.408. 
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poder; pero desde el punto de vista administrativo resulta totalmente válido afirmar que forma pane 

de dicho poder, en vinud de ser el conducto principal para la realización de las más importantes 

tareas de Gobierno a cargo del Ejecutivo, además "Respecto del personal que depende de cad::i uno 

de los poderes, también es evidente que el volumen casi total de funciones y empleados del Estado 

dependen del Poder Ejecutivo". (48) 

Actualmente exis1cn diecisiete Secretarías de Estado; y su organización interna en general 

está conformada por su titular, el Secretario de Estado; los S ubsccretarios; Ja Oficialía Mayor; las 

Direcciones Generales; Subdirecciones; Jefaturas y Subjefoturns de Dcpanamcnto, Oficina, Sc:cc:ión 

y Mesa. y por Jos demás funcionarios que establezca el Rcglmcnto Interior respci;tivo y 

disposiciones legales aplicables. atento a Jo establecido por el arúculo 14 y siguientes de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal. 

Confonnc a nuestra Constitución y desde el punto di! vista del derecho administrativo, 

todas las Secretarías de Estado tienen el mismo nivel y jer.uqufa jurídica. 

4.1. EL SECRETARIO DE ESTADO. SU DENOMINACION 

Se da corno práctica viciada dentro de nuestro sistema. el usar indistinwmente los ténninos 

"Ministro", "Secretario de Despacho" y/o "Secretario de Estado", para designar a Jos titulares de 

estas dependencias del Ejecutivo Federal. 

Tal práctica resuha a todas luces incorrecta e imprecisa, y su uso indiscriminado puede 

acarrear confusiones, que a su vez traerán una falta de comprensión o apreciación incorrecta del 

f41l! Acosta Romoro, Hlguol., Op. Clt .• , p.77. 



trabajo que aquí se desarrolla. Resulta necesario, por lo tanto, referimos en fonna suscinta a los 

antecedentes históricos de tales conceptos. 

Al respecto, el maestro Andrés Serra Rojas nos refiere que la denominación Secretario de 

Estado proviene de Inglaterra, concepto recogido en la Constitución Española de Cádiz de 1812; y 

que la expresión "Principal Set:retary of State" o "Sccretary of the State", aparece bajo el reinado de 

Elizabeth. 

Por su parte el Dr. Acosta Romero nos señala que en Ja etapa medieval de 111 monarquía, los 

reyes tenían consejeros conocidos con el nombre de cancilleres que desempeñaban labores muy 

diversas, con el tiempo fueron conocidos como Secremrios de De~-pacho y, posteriormente, como 

SecrCtarios de Estado: refiere igualmente que Isabel I de Inglaterra nombró Secretario Universal, 

con la idea de centralizar el despacho de los negocios en una unidad centralizada que operara de 

una forma &.bsoluta. 

En relación con el témlino "ministro" y los órganos llamados "ministerios", afinna que su 

origen se remonta a los siglos XVI y XVI1, época en la cual en Fmncia el monarca designaba como 

primer ministro al Jefe de la Administración, y en Inglaterra, a partir de la consolidación del 

Parlamento, igualmente se habló de Ministerios de Ja Corona. 

Concluye su exposición el Dr. Acosta señalando que en teoría, los Secretarios de Estado 

corresponden a Jo<; regímenes de Gobierno presidencialista. y los ministros corresponden a los 

regímenes parlamentarios. 

En nuestro país, el 16 de septiembre de 1877 se expidió una Circular de la Secretaría de 

Hacienda, en la que se decía: 
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La Constitución Ililma Secretarios de Despacho a los funcionario~ qut.~ 
autorizan las dc1emtinaciones del Presidente y que le sirven de cunsc:jeros. L<1 
denomü1aci6n de ministros. que con frecuencia se les du, es impropia, tanto porque 
no se usa por la Constitución, cuanto porque ella es más us<1da respecto de los 
funcionarios que desempeñan csa'i atribuciones en las monarquías o Gobierno~ 
lmperi;úcs. 

Por otra panc, !iÍ rca.Jizarnos un análisis comparativo de Jas funciones de los ministros 

descrilas en el capítulo priml'ro de este trabajo, con las correspondientes a Jos Sci:rc!arios de Eswdo 

dentro di: nuci.;tro régimen presidencial, habremos de concluir que 110 cxh.1c motivo ;dguno para que 

ello .gt""nerc confusiones, y ca1egórii.:umentc afirmamo .... que la denominadón técnica de wk~ 

seividores públicos debe ser Secrciarios de Es1ado. 

Por cuanto al !énnino "Secretarios de Despacho" el u:w de este término obcden· a unJ 

rcminiscend.i de la Constitución Española de Cádiz de 1812, en la cual se denominaha así <I 

quienes auxiliaban al monarcu. 

Por otra parte, aiHerior a Ja rcfonna de 1981, el artículo 29 Constitucional hablaba de un 

cuerpo cokgiado al que denominado "Consejo de Ministros", en relación con Ja suspensión de 

garantfas, y constituía el único caso en lodo el texto de nuestra Carta Magna. en que con este 

vocablo se denominaba a Jos colaborudores dd Presidente. A¡;tualmcnte, este vocublo ha sido 

supri~do y en su lugar aparecen enlistados los distintos colaboradores del titular del Ejecutivo que 

in!eivienen para tales efectos. 

Siguiendo con Ja línea trazada parJ el desarrollo de cslc trabajo entenderemos como 

Secrerario de Esrudo: 

Es un funcionario polftico~administrativo, nombrndo y removido por el 
Presidente de Ja República. acuerda con este úhimo, -es decir, solidta instrucciones 
para la resolución de los asustas de su compelt"ncia-, y es subordinado 
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jerárquicamente del mismo. teniendo a su cargo y encabezando una Secretaría de 
Estado. (49) 

Como señalamos, es un órgano superior administrativo auxiliar del titular del Ejecutivo en 

el despacho de los asuntos de detem1inada rama de la actividad estatal. 

Por lo antcrionnente expresado, el Secretario de Estmln de nul!stro régimen es un 

funcionario adrnini;;u-ativo, tiene un carácter, una investidura y una actividad totalmente distintos a 

las que caracterizan al ministro de un régimen parlamentario. 

4.2. EL SECRETARIO DE ESTADO EN MEXICO 

4.2.1. SUS FUNCIONES 

Diversos artículos constitucionales establecen la situación jurídica de los Sc,retarios de 

Estado en nuestro sistema político, e igualmente, regulan todo lo relativo a la competencia 

correspondiente a Jos titulares de las dependencias. 

Estos artíl"Ulos son: 

- El 29, determina que los Secretarios de Estado forman parte del cuerpo colegiado previsto 

en el citado artículo de la propia Constitución, (pn:c~pto reformado en 1981); 

·La fracción ll del artfculo 89, otorga al titular del Ejecutivo Ja facultad de nombramiento 

y remoción de los Secretarios de Estado; 

C4!11 Aco:ita Horr .. u·o, !-liljU•~l., H•id., p.l78. 
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- El artículo 90. establece que para e1 despacho de los negocios del orden administrativo de 

la Federación. habrá el número de Sc(;rctarios lijados por el Congreso de la Unión; 

- El artículo 91. precisa los requisitos par.i ser SecrcUlrio de Estado: ciudadano mexkano 

por nacimiento, en ejercicio de sus dcrcchos y una edad mínima de treinta años: 

- El artículo 92 seña la como requisito previo e indispensable sean refrendado~ los 

reglamentos, decretos y órdenes del Prt:sidt•ntc, por el Secretario del ramo 

correspondiente, y sin este requisito no scr.ín olla!ccidos; 

- El artículo 93 ímponc la obligación -entre otros fum:ionarios-, a los titulares de las 

dependencia.o; de informar anualmente al Congreso, del estado que guarde la 

dependencia a su <.:argo y también la obligación de comparct.:er ante cualquiera de las 

Cámaras, cuando sean requeridos. para informar o discutir algún asunto o proyecto de 

ley que sea de la incumbencia de la dependencia a su cargo; y finalmente, 

·El artículo 108 Constitucional y relativos, determinan su responsabilidad civil y penal por 

los delitos, faltas u omisiones en que incurren en rnzón del desempeño de su cargo y 

durante el tiempo que dure el mismo. 

La propia Ley Org:ínica de la Administración Pública Federal, determina el ámbito de 

competencia administrativa de estos órganos de Gobierno; por el momento, OOstenos señalar que 

para entender la competencia en general y la competencia administrativa, nos re~ultan de utilidad 

los conceptos vertidos por Don Tcodosio Lares a fines del siglo pasado, en el sentido de que la 

competencia en general, es la medida de las faculmdcs concedidas por la Ley a cada uno de los 

funcionarios públicos, mientras la competencia administrativa. es la medida de las facultades del 

Poder Ejecutivo, y comprende el deslinde de todas ellas, así como lns reglas que dctenninan la 

naturaleza de este poder, su acción, con sus atribuciones. 
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Puede el Ejecutivo ejercer éstas libremente y dcsarrolJar aquéllas, con L11 que respete los 

HmitCs que lo separan del Poder Legislativo y del Poder Judicial; tales son las preclaras ideas 

cxprcsudas por el precursor del Derecho Adininistrotti\'o en nuestro país. 

No podemos dejar de mencionar el doble carácter atribuido a los Secretarios de Estado: 

polítil'o y administrativo; con el obje10 de no rebasar los límites previamente tr;12ados para cs1c 

ensayo, nos concretamos a señalar, conforme a Jo expuesto por el Dr. Acosta Romero, que el 

carácter polítko para cubrir Ja función de Secretario de Estado, se determina: 

- por los requisitos constitucionales; 

- por el nivel que ocupa dentro dt! nuestra organización administrativa; 

- por la relación que su función implica con los otros poderes y órganos administrativos; 

- con su obligación de informar al Congreso de la Unión; 

- con su deber de comparecencia, así como 

p con la facultad y deber que tiene de refrendar los reglamentos, decretos y órdenes 

presidenciales, 

En tanto su cartktcr administrativo se circunscribe a su labor como encargado del despacho 

de los asuntos de índole administrativo dentro de la esfera de competencia que Je fija la Ley, Ja cual 

no es distinta de la del Presidente de la República y además, dentro de In esfera que la Ley le señala 

ejerce sus funciones por acuerdo del propio Presidente. 
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El desarrollar todos y cada uno de los preceptos constitucionales relativos los Secrclarios de 

Estado, distraería del objetivo principal de este trabajo, ya que por s( solos pueden constituir tema 

de tesis diversa; por tal motivo, nos limitaremos a señalar algunas características de la actividad de 

los Secretarios de Estado en nuestro país: 

a) Es un colaborador inmcdi:tto y directo del Presidente de la República. 

b) Le corresponde plantear y ultimar las decisiones administrativas que de'bc someter a la 

aprobación presidencial. 

e) La esfera de su cornpctcnda y la forma de ejercerse las determina la propia ley. 

d) Le corresponde el despacho de los negocios del orden adminislrativo de la Federación, 

aunque su accionar no se limita a la esfera administrativa, sino abarca también 

funciones políticas. 

e) Le corresponde el ejercicio del refrendo ministerial. 

f) Tiene limitación legal expresa para la expedición de reglamentos. su tarea se ciñe a 

preparar y refrendar los proyectos reglamentarios que correspondan. 

g) Comparte -de alguna manera- con el Presidente de ha República la direcdón política 

fundamental de la Nación. 

h) El despacho y resolución de todos Jos asuntos en las Secretarías. corresponderán 

originalmente a los titulares de dichas dependencias, quienes podrán delegar en 
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funcionarios subalternos alguna o algunas de sus facultades administrativas no 

discrecionales, para casos o ramos determinados. (50) 

La Ley Reglamentaria del Anículo 90 Constitucional. Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, señala en forma clara y precisa las funciones que corresponden a todos y cada uno 

de los diecisiete Secretarios de Estado existentes en la actualidad. 

Nos interesa por el momento y para efectos de sentar precedente para Jos puntos 

subsecuentes, indicar que dentro de las focultadcs de Ja Secretaría de Gobernación, se encuentra Ja 

de: ... publicar !:.is leyes y decretos 4ue expidan el Congreso de la Unión, alguna de las dos Cámaras 

o el Presideme de la República, así como publicar el Diario Oficial de la Federación. (Artículo 27 

de la ley Orgánica de Ja Administración Pública Federal, Fracciones IJ y lll). 

4.3. LAS SECRETARIAS DE ESTADO Y LOS DEPARTAMENTOS 

AD!l-UNISTRATIVOS 

4.3.I. ESTATUTO JURIDICO 

Con anterioridad se ha señalado que para bien cumplir con sus fines y objetivos, y debido a 

la multiplicidad de tareas que le atafien, el Ejecutivo debe auxiliarse de diversos órganos para la 

atención y cumplimienro de diversas actividades de gobierno, y entre estos órganos encontramos a 

las Secretarías de Estado y a Jos Departamentos Administrativos. 

Anterionnente existía un mayor número de características asignadas a cada uno de los 

órganos mencionados, las cuales permitían una diferenciación rajante de ambos; esto obedecía a 

1SOJ P<lr.l la nbt<>ncl-'·n d" lar. .·~r.1ctt•rjst.lc:d.i <.:tll..<."ll~tdJ<ts, tH~ tomó como bmJe 14 ubr.l d<?l 

Md<!stro Cabino Fr<1<,P: "O<!lechr1 A<fa•inlstt•ttivo• ., p.525 y ss. 
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que el Congrc:.o Constituycnte de L917, propuso dos tipos de órganos auxiliares deJ Ejecutivo, los 

primeros con carácter de poUlico-administrativo: las Secretarías de Estado; y un segundo cuerpo, de 

órganos meramente administrativos: los dcpanamcntos administrativos. (51) 

Sin embargo. el proyecto de la Comisión no fue aceptado, y en su lugar se aprobó el 

proy~cto de Carranza, que no hacía ninguna referencia a los dcpanamcntos administrativos, lo que 

originó confusión por cuanlo a la dererminación de la ubicación de estos órganos dentro de la 

Administración Plíblica y llevó a la doctrina a tratar de diferenciarlos considerando las fondones 

que desempeñaban. 

De esta manera se mencionaban como diferencias enrrc esos órganos las siguientes: los 

Secretarlos tenían la facultad de refrendo. y los Jefes de Departamento no ; los Secretarios gozaban 

de fuero constitucional y estaban sujetos al juicio de responsabilidad política, y no así los Jefes de 

Departamento; la Constitución establecía los rcquisiros para ser Secretarios de Estado, lo que no 

sucedía para los Jefes de Deparo.mento. 

Merced a diversas reformas constirucionales. tales diferencias han sido práctimenrc 

superadas, y si acaso Ja única smil diferencia que a la fecha existe, es Ja mencionada en último 

ténnino, consistente en 4uc la Constitución no establece requisitos para ser Jefe de Departamento 

Administrativo. a diferencia de los Secretarios de Estado. 

!51.1 Al lQ!;pf!cto, ~l maestro f.nt0r110 Carrlllo fl<>Zen, ln.ln1!l(·'lt<l ¡., :1J<.;ui··r.r . .,, •t:n Ollert•:.11n 

s<J hlci.;:orcn t:es mcdlfica-:ionas lmport.,ntes u l<l ,,.ntru.·t ,: , .hd J-'nd"'!r ¡-;\e<'.1:.·~1\.'o' 

La rrit:".;.r,1 !...:.:. l::i <:re11.c1.:n, <11 liido Je J,Hi secret1:1rias de Estad•J, <l<' Jc3 Ji.1r"~ldors 

depart.1ment.i:in admlníotr3tivon '1\le, .::a.:qún D"' advierte du lo:i debat"!l del Congre:.:o ronDtituyonte, !!<> 

concibieron como unl<:l.ldE>!l ·f.-..,vtnc-ul.l•fa!l •fo la ~ol!tica, 'tuu tí'lldr!an a nu c~rg" t.ir<MG .je c.ir<icto;r 

fWldamental tócnico', !las cios modlticaclones restante11 lH.' reth•ren 11 111 "'1evac16n al ram~o ·~e •llto 

fWlcionario de la f'ederae16n del Pror.:urador O"..'nerl'll do lit P··rAlbJlca y a la creac;ón d"..'1 Conirn•jo d~ 

salubridad General. .sjeuon al tema pr-inclpal de erstu trab..l;u!. 
Carrillo flores. Antonio., Op. Cit .. p.p.43 y H. 

ESTi~ ·,T~~s r~r: LJEBE 
SALIR Di L,\ 0t:;!J~TECA 
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Igualmente se mencionaba que resultaban de ma.yor jerarquía las Secretarías de Estado, sin 

t:mbargo. el artículo 10 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. da al traste con 

esta idea, al señalar textualmente que las Secretarías de Estado y los Depanamentos 

Administrativos tendrán igual rango, y entre ellos no habrá, por lo tanto, preeminencia alguna. 

Lo que es más, nos atrevemos a afirmar, que no sólo tienen igual jerarquía ambos órganos, 

sino incluso y confonnc a la praxis política nacional, el Departamento del Distrito Federal, resulta 

de mayor importancia que algunas de las Secretarías de Estado actualmente contempladas por la 

Ley. 

Tal opinión la vertimos considerando las importantes actividades políticas y administrativas 

que realiza el titular del Departamento citado, el presupuesto que le es asignado. la finna y aval de 

diversos actos legislati\'OS del Presidente. y el hecho de que asiste a las reuniones del órgano 

colegiado denominado Gabinete. 

De lo amerior se deduce que prácticamente no existe diferencia real entre los dos tipos de 

órganos administrativo~ mcndonados, sobre todo a raíz de las refonnas publicadas el 21 de abril de 

198 J. relativas a los artículos 90 y 92 constitucionales, que determinan, el primero de ellos: los 

negocios del orden administmtivo estarán a cargo de ambos órganos, y el artículo señalado en 

segundo tém1ino. actualmente establece que los reglamentos, det.Tetos, acuerdos y órdenes del 

Presidente deberán estar firmados por el Secretario de Estado o por el Jefe del Departamento 

Administrativo al que el asunto corresponda y sin este requisito no serán obedecidos. (52) 

No obi;tante lo anterior, existen obras como "El Dere.:ho Administrativo", del Dr. Serra 

Rojas, en In cual a nuestro juicio equivocadamente enfatiza que las Secretarías de Estado realizan 

1521 Respecto ,¡J. dn::iarrollo histórico de las Sucrnta.riaD da E!ltado en nue!ltro paí:l, 

remlt~mos ,,¡ l•:ctnr d !.~ obra d~l nnestro Gablno f'n1ot1, p.p.lB2 y s,!I .• •JU las quo hac~ 1:-porr.anc~ 

cronoloqí.1 d•J Q!ltJ. cuu;;Llón, 
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funciones político·administrativas, y los Departamentos de Estado estrictamente administrativas; e 

igualmente afinna que las Secretarías de Estado 01,;upan una jerarquía más elevada en el ordL:n 

adrninistrativo que el Departamento de Estado, pasando por alto lo preceptuado por el an!culo 1 O de 

la Ley Orgánica de la m;lteria. (53) 

Confonne al Decreto por el que se rcfom1an, adkionan y derogan diversas disposiciones de 

la Ley Org<inica de la Administración Púhlirn Federal, publicado en e! Diario Oficial de la 

Ft!dcr.ición del 25 de mayo de I 992, ai:tualmcntc existen diecisiete St"crctarías de Estado y un 

Departamento Administrativo, y son Jos siguientes: Gobernación: Relaciones Ex1eriorcs: Defensa 

Nacional; Marina~ Hacienda y Crédito Público; ContraJorfa General de la Fcdcrn!.:'ión; Encrgia, 

Minas e Industria Parncstaral; Comercio y Fomento litdustriaJ; Agricuhura y Recursos Hidráulicos; 

ComuniCacioncs y Transpones; Desarrollo Social; Educación Pública; Salud; Trabajo y Previsión 

Social; Reforma Agraria; Turismo; Pesca; y como Departamento, el del Distrito Federal. 

Finalmente, se habla insistentemente de un órgano colegiado denominado Gabinete, y toda 

vez que la línea trazada ha sido la de aclarar en lo posible el uso de la tenninología del presente 

ensayo, mencionaremos que tal 6rgano es una institución que no se encuentra reglamentada ni en Ja 

propia Constitución ni en las leyes secundarias. Se define al Gabinete como: " .. .la reunión de los 

principales colaboradores del Presidente que lo asistirán sobre los puntos que el propio Presidente 

desea ... " (54) 

Este órgano puede ser o no convocado por el titular del Ejecutivo. y éste no tiene 

obligdción alguna de atender sus opiniones, es convocado para reunirse periódicamente y como ya 

se dijo, su función primordial es examinar asuntos para determinar el componamiento poütico, 

económico y sociaJ que Jo regirá. 

fSll Serr11: Ro;au, Andrl:!l., Op. Clt., p.5U7. 

1541 c.upJ.;;,_;, Jot\,/u., El Presidene1.'\li!lmo Mincleano ... p.76. 
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Por cuanto a su intcgr~1i.:1ón Ja costumbre se ha impuesto y el propio Presidente con toda 

libertad dctennina quiénes lo integrarán, aunque por lo general es integrado por los Se<.1etarios de 

Estado, el Jefes del Dcpan~1mcnto del Distrito Fcder.iJ y el Procurador General de la Rcpúblka. 

Por otra parte, se tiene Ja cosrnmbrl! que Ja fotografía oficial de inicio de sexenio, tomad:1 

en Palacio Nm:ional inmediu1<111ll'ntc después del acto de toma de posesión. se integre a 1oda 11n:..i 

serie de funcionarios qui.:' dirigen los prin1.:ipalcs organismos descentralizados y cmprr.=sas de 

par1icipación esLltal; a este cuerpo se le considera c:omo d Gabinete en sentido amplio. 

Consideramos ncccsario hacer mención a este órgano, pon:iue i:onstantcmcntc se le 

confunde con el Consejo de Ministros, el cu;1l como sabemos, es una institución correspondiente ;.¡I 

sistema parlamentario, ya q uc -1.!nfatiza Serra Rojas·, h1s decisiones del ministerio impfü.:an um1 

responsabilidad política ante el Parlamento y todos los actos de Jos ministros deben reflejar una 

detenninacla polílica minist·erial en com:ordant.:ia con la opinión dominante en Jus Cámar;1.'>, 

situación que no .se da en nuestro sistema. 

Es indebidamente denominado Consejo de Ministros el órgano colegiado que se reúne <:on 

el Presidcnre para la atención de algún asunto de singular importani:ía, el análisis del esw.do general 

de Ja administración, o bien, la revisión de un programa de gobkmo o Ja toma de algum1 importante 

medida político·administrativa. 

Por lo tanto, -concluye el maestro Andrés Serra-. estas reuniones no tienen el mismo 

car:i~ter que el Consl.!jo de J\.fo1istros en el sistema parlamentario, en el cual se adoptan 

determinaciones que tienen trascendencia política·administr<iliva y de responsabilidad 

gubernamenl<.11. 

Lo descrito en el presente cup([ulo, constituye el esquema genera] dentro del cual se ubica 

Ja facultad refrendutaria de los Secretarios de Es1ado, tema <.:cntral de es1e trabajo. 
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CAPITULO III 

EL REFRENDO 

l. EL REFRENDO EN MEXICO 

La figura del refrendo que contempla nuestra legislación, ha sido vista insisccnterncnte 

como una faceta parlamentaria en la Constitución de 1917; sin embargo, esra figura tiene una 

connotación totalmente distinta a Ja del régimen parlamentario. 

La pretensión de este capítulo. así como del posterior y último, es precisamente demostrar 

tal aseno y plasmar nuestro desacuerdo con esta figura jurídica, en relación con el decreto 

promuJgatorio de leyes. 

Afirmamos lo anterior en virtud de que a nuestro parecer, no se reúnen en nuestro país las 

características del refrendo en sus orígenes, como en las antiguas monarquías asiáticas, esto es 

" ... autentificar el sello del monarca y que la decisión no fuera una expresión arbitraria de poder 

personal." ( 1) 

Conforme a lo consagrado por la Constitución General de la República, el refrendo en 

nuestro país constituye un requisito constitucional indispensable para la valjdcz de los reglamentos, 

decretos, acuerdos y órdenes presidenciales. 

fll Haurlou, Haudce., OarfJcho Pi.1blico y constituclonal., M11.drld, rnst;ltuco E;iltoriJi ficus., 

p • .i48., citado por Jorge C.lrpi;:o en nu libro El Preaidanci11llsmo Haxlc11no., id11. Ed., Slqlo XXI 

Editoros, H~xico, 1979. p.33. 
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Menciones detalladas del refrendo, se contienen en los puntos a continuación desarrollados, 

en los cuales se hace mención desde su concepto, hasta los eícctos que genera en quienes se 

encuentran facultados para su ejercicio. 

1.1. CONCEPTO 

La manera de conceptualii:ar el refrendo es de índole variada, e igualmente, el alcance que 

a Ull figura jurídica se da es diverso. Así, Eduardo Pallares en su Diccionario de Derecho Procesal 

Civil indica que refrendar es "LocaliUU" un despacho o cédula, firmando después de la firma dc.-1 

superior". (2) 

En tanto que en el Diccionario de Derecho, de Rafael de Pina se define al refrendo como: 

Acto mediante el cual los ministros y secretarios del despacho asumen la 
responsabilidad que pueda derivarse de los reglamentos, decretos y órdenes del jefe 
del Estado, uniendo su firma a Ja de éste al pie de los mismos. (3) 

Por otro lado, el Diccionario de la Lengua Española, en forma escueta define al refrendo 

como la "Firma puesla en los decretos al pie de la del Jefe del Estado por Jos ministros, que asf 

completan la validez de aquéllos", (4) 

Tenemos también Ja definición siguiente, que busca ser un tanto más descriptiva que la 

anterior, y en su acepción relativa aJ Derecho, define aJ refrendo: 

(2) Pa11ACl!!l, Eduardo., Oicclonario de [)(!rm:ho Proceaal CtvU., 64. E:d., E:d!t. Porrda., 

Héxico., 1970., p.693. 

fll Plna, Rafael da., otccionarlo de Derecho., 9.'l, Ed., Eclit. Porrda .. Hóxlc:o, ¡qeo. p,404, 

¡41 olc:c:lonario de la Lengua Esp1ttlol1t. 19a. Ed., Tomo v., p.11ia. 
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Acto por el que el ministro competente se responsabiliza con su firma de 
un decreto o mandato suscritos por el jefe del Estado y Je da fuerza de obligar. La 
firma se estampa a continuación de la del superior autorizando la disposición de 
éste. (5) 

La lectura de esta definición, nos vislumbra el caso de la negativa de refrendar por pane del 

funcionario que corresponda. 

Por otra parte, tenemos las definiciones que con la pretensión de ser concisas, terminan por 

no dar aponación alguna. una de ellas nos indica: " ... el refendo es la firma que autentifica a un 

documento, o bien que se da como sinónimo de aprobación ... " rayan en Jo absurdo al poner como 

ejemplo: " ... Ley sometida al rcfendo ... " (6), expresión a todas luces incorrecta. en vinud de que 

como adelante se explicará, lo que se refrenda es el de....1cto promulg.:norio y no la ley. 

Con mayor conocimiento de causa, Cáccrcs Grasa. en su obra "El Refrendo Minislcrial", 

nos señaJa: 

El refrendo ministerial es el acto de autorización y autenticación que un 
Secretario de Estado hace de los actos del Prcsideme de Ja República, como 
requisito necesario para ser obedecido. En algunas legislaciones ·redondea su idea 
este autor· el refrendo es una legalización de Ja firma del jefe de Estado. (7) 

A nuestro juicio. el último de los conceptos mencionados, abarca más alJá de lo 

indispensable. al mencionar Jos efectos del refrendo. 

En su definición, el Doctor Acosta Romero nos enseña que: 

!SI.. Diccionnr¡o E:neiclopédlco Salvar..., 1'oll'IO x .. Querctaro, Héx. lq84, p.2927. 

161 Hlnldlccionario t..nrouss!.'., ·romo JU<., p.1.269. 

f1) CJícerl.!s crosa, Gon:.alo .• t:l Rotrenc:o Hlniotorial., H1'drld., 1934., citl'ldo por Andrlis: 

sar:a Rojan en su obra OO?recho .\dmlnlatrativo., lla. Ed., Porrtl.1, México, 1985, p.5:::9. 



86 

El refrendo ministerial es la obligación y el derecho que tiene el titular de una 
Secretaría para firmar, conjuntamente con el Presidente, los reglamentos, decretos y 
órdenes de este funcionario, que se refieren al ramo de su Secretarla ... (8) 

Sin embargo no resulta del todo acertada la definición del Doctor Acosta, primeramente 

porque continúa usando el ténnino "ministerial", el cual, como quedó debidamente aclarado en el 

capítulo anterior, es ajeno a nuestro régimen constitucional. 

Por otra pane, en su definición el autor en comentario sólo hace alusión a los titulares de 

las Secretarías, t: igualmente, a lo relativo a dichas dependencias, pasando por alto la reforma del 

artículo 92 Constitucional. publicada el 21 de abril de 1981, que tuvo por objeto incluir dentro de 

tal precepto a los titulares de los Depanamentos Administrativos. 

F'malmeme. continúa usando el término "funcionario", el cual fue sustituido por el de 

"servidor público", confonne a las rcfonnas de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 31 de diciembre de 1982, 

las cuales a su vez tienen relación con las reformas del Título Cuarto de nuestra Cana Magna, 

documento que en su arúculo 108 define a quienes se reputarán como servidores públicos. al igual 

que to hace el Código Penal para el Dislrito Federal en materia común y para la República en 

materia FcderJ..I, en su artículo 212 (esto último conforme a las refonnas publicadas en el Diario 

Oficial de la Federación del 5 de enero de 1983). 

En tal virtud, creemos que para los efectos del presente ensayo, y tomando corno base el 

autor citado en último término, conceptualizaremos al refrendo como: 

La institución jurídica constitucional relativa a la obligación y al derecho que 
tiene el titular de una dependencia para firmar, conjuntamente con el Presidente, los 
reglamentos, decretos y órdenes de este servidor público que se refieran al ramo de la 
dependencia a su cargo. 

181 Aconca Romero, Mlouel., 7~or1a Gtineral del O.,recho Admlniotratlvo., 711.. Ed., Pornla, 

Héxlco, 1996, p.179. 
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Con este concepto. eliminamos el término "ministerial" que en forma por demás vkiosa 

contimía utilizándose; incluimos a los Departamentos Administrativos en concordancia con las 

reformas constitucionales referidas de lo.i:. preceptos relativos a nuestro tema, y se.' dimina é'I uso del 

vocablo "funcionario", supliéndolo por el de "servidor público", actualmente usado t.'n los 1,.;uerpos 

legales referidos. 

1.2. ANTECEIJENTES CONSTITUCIONALES 

S icndo el refrendo una figura carncterístil:a del régimen parlamentario, donde tkne plena 

vigencia y validez, es menester analizar 1::1 manera conm ha sido mcndon;:1do en las divt!1sas cartas 

fundamentales correspondientes a las l'l<1pas histdric;:1s que configuran nuestro rCgimcn 

constitucional. La mayor panc de cslos documentos fundamentales coinciden por cuanto a la 

cuestión medular del refrendo. con pequeñas variantes ..:n sus tcxws. 

1.2.I. DE LA CONSTITUCION IJE 1812 A LA CONSTITIJCION DE 1857 

1.2.1.1. CONSTITUCION IJE CAIJIZ DE 1812 

El primer antecedente de la figura del refrendo, se encuentra en la Constimción Española 

de 1812. En este documento el Poder Ejecutivo recaía en la figum del monarca, quien no tenía 

responsabilidad alguna y asimismo, este ordenamiento prc\'cÍa que sería auxiliado por sictt" 

Secretarios del Despacho, nombrados y removidos libremente por el monarca; dichos Secretarios 

tenían la facultad de refrendar y eran rcsponsablc'i ante las Cortes. 

En efecto, el artículo 225 !'>Cñalaba que todas las órdenes del Rey deberían ir firmadus por el 

Secretario dd Despacho del ramo a que d asunto corrcsponcl1cra: por otra panc, el artículo 226 de 

esta misma Constitución, establecía que los Secretarios del Despacho serían responsables ante las 
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Cortes de los órdenes que autorizaran contra la Constitución o las leyes, y bajo ningún corn.:epto 

podrfa ser utilizado como excusa el hecho de haber sido mandados por el Rey. 

En lo relativo al refrendo, la Constitución de Cádiz tuvo su fundamento en la Constitución 

Francesa de 1791, el constituyente de 1917 parafr.1sca -casi pudiémmos decir texlualmente- esta 

Constitución. por 1:uanto a la figura jurídica que 'ie comenta. 

Desde entonces se establece Ja rc~ponsabilidad del dcnomin•ulo Scactario del Despacho; 

como ya se señalo no podía ser milizado como ex:i.:usa el mand;1to del Rey, esto dio 01igen a la 

irresponsabilidad absoluta del monarca y por supuesto, para que pudiera cumplirse la orden reaJ, se 

requería la existencia del refrendo. 

1.2.1.2. DECRETO CONSTITUCIONAL PARA LA LlllERTAIJ DE LA AMERICA 

MEXICANA 

Postcrionnente en la Constitución ele Apatzingán de 1814, el refrendo fue contemplado en 

el artículo 144; este precepto legal .'\cñalaba que los títulos o despachos de los empleados, los 

dec:rctos, las drcularcs y demás órdenes propias del altu gobierno, estarían firmadas por lus tn:s 

individuos -recordemos que la Comitm.:ión de Apatzingán contemplaba un Ejecutivo Colegiado. 

integrado por tres personas· y el Secretario a quien correspondiera. 

Las órdenes conccmíentes al Gobierno económico y que fueran de menor entidad, las 

firmaría el Cuerpo; y si alguno de los documentos indicados no llevare las formalidades descritas, 

no tendría fuerza ni sería obedecido por Jos subalternos. 

El artículo 145 del propio cuerpo legal que se analiza, señalaba que Jos Secretarios serían 

responsables en su persona de los decretos, órdem:s y demás que autorizaran contra et tenor del 
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del.teto constitucional o contr.i las leyes mandadas observar y ~n adelante fueran promulgadas. 

De esta manera, a sugerencia de Don José María Marcios, se instituyó dentro de nuestro 

constitucionalismo como normn de cumpllmicnto general el recabar no sólo la finna del Presid~mc. 

sino de los tres empicados que intcgrar • .m el Poder Ejecutivo, y la del Sct..:rcrnrio a 4uicn 

correspondiera intervenir en "los títulos y despachos de alto Gobierno" cknominación que se d<tba a 

sus acuerdos en el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mrx.icana (tal es el 

nombre original de la que se conoce como Constitución de Apatzingán). 

1.2.1.3. ACTA CONST111JTIV A DE ENERO DE 1824 

En este documento, en su artículo 17 scñah1ba: 

Todos los decretos y órdenes del supremo Poder Ejecutivo deberán ir 
firmadas del Secretario del rnmo a que el asunto corresponda, y sin este requisito 
no ser.in obedecidos. 

1.2.1.4. CONSTITUCION DE 1824 

Con anterioridad señalamos que una constante dentro del desarrollo histórko de nuestro 

sistema presidencial. ha sido Ja atribución del Ejecutivo para nombrar y remover libremente a los 

Secretarios del Despacho, dando Jugar a que el Presidente no tenga limitación alguna por parte del 

Legislativo para ta designación de sus inmediatos colaborJdores, por medio de Jos cuales ejerce sus 

funciones, y hemos señalado también que es el propio Presidente quien asume ta responsabilidad de 

los actos realizados por los funcionarios que haya designado. 
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En la Constitución de J 824, tal responsabiJidad se materializó a través del refrendo exigido 

a los Secretarios del Despacho para todos los reglamentos, decretos y órdenes del Presidente, como 

requisito indispensable para Ja obligatoriedad de dichos aclos. 

Esta cana fundamental en sus artículos 118 y 119 señnlaba que todos los reglamenios, 

decretos y órdenes dt•I Presidente, deberían ir firmados por el Secretario del Despacho cid ramo a 

que el asunto corresponda, .según reglamento, y sin este requisito no serían obedecidos. 

Asimismo señalaban los mencionados preceptos que Jos Secretarios del Despacho serían 

responsables de los actos del Presidente que autorizaran con su firma contra la propia Constitución, 

el Acta Constitutiva. Leyes Genernles y Constituciones particulares de los Estados. 

1.2.1.5. l!ASES Y LEYES CONSTITUCIONALES DE LA REPUBLICA DE 1836 

Este cuerpo legal rnvo corno peculiaridad al denominudo "Supremo Poder Conservador", 

constituyendo una novecl;id en el sisremu presidencia.!; el control que dic.:ho Poder estaba facultado a 

ejercer sobre d Ejecutivo podía limitar notablemente su ámbito de acción, en vinud de que contaba 

l.·on facultades para declarar la nulidad de sus actos, su "incapacidad ffsica o moral". asf como 

renovar todo el ministerio sin intervención de aquél. 

Sin embargo. parndójicamente el Presidente conservó la facultad para realizar "exclusiva 

elección" efe los núnistros encargados del Despacho de los asuntos de Gobierno, e igualmente, cada 

ministro era responsable ele los actos del Presidl!nte que hubiera autorizado con su firma y fueren 

contrarios a las leyes. 

En efecto, la Cuarta Ley Constitucional de 1836 en su artículo 31, fra~ción II, seilalaba que 

a cada uno de los ministros correspondía: " ... U.- Autorizar con su firma todos los reglamentos, 
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decretos y órdenes del Presidente, en que él esté confonnc, y versl"n sobre asuntos propios de su-; 

ministerios ... ". 

Complementando lo anterior, el artículo 32 estnblccfa: 

Cada ministro será responsable de la falta de cumplimiento a las Leyes que 
deben tenerle por su ministerio y de los actos del Prcsidcn[c que autorice con su 
finna y sean contrarios a las Leyes, singularmente las Constitucionales. 

1.2.1.6. PROYECl'O DE REFORMAS DE 1841 

En este proyecto se establecía en su anículo 103 que a cada uno de los ministros 

correspondía: 

JI.- Autorizar con su firma las Leyes y decretos del Congreso; los 
reglamentos, decretos y órdenes del Presidente en que él esté conforme y versen sobre 
asuntos propios de su ministerio. 

Como puede apreciarse, es una copia fiet de la frncción 11 del artículo 31 de la Cuarta Ley 

Constitucio113I de 1836. 

1.2.1.7. PRIMER PROYEC'TO DE LA CONSTITUCION DE IX-l2 

En el primer proyecro de la Constitución de I 842, se señalaba que iodos Jos negocio~ del 

Gobierno ~e regirían principalmente por el ministerio a cuyo ramo pertenecier.in, sin que un 

ministro pudiera autorizar los correspondientes a otro; asimismo seña1aba que las órdenes expedidas 

contra tal disposición y las del Presidente en las cuales no aparc..-cicra la debida autorización, no 

serian obedecidas ni cumplidas. 
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Igualmente establecía que los ministros serían responsables de Jos actos del Presidente 

autorizados con sus finnas contra la Constitución, las Leyes Generales y las Constituciones y 

Estatutos de los Departamentos, (Anfculos 102 y 104). 

1.2.1.8. SEGUNDO PROYECTO DE CONSTITUCION DE 1842 

Estabkda en sus artícuios 85 y 86, que ningún acto del Presidente sería válido ni 

obedecido, si no estaba autorizado por el ministro del ramo respectivo y los ministros serían 

responsables de los actos del Presidente autorizndos con su firma contra la Constitución, las Leyes 

Generales y las Constituciones y Estatutos de los Departamentos. 

J.2.1.9. llASES DE OHGANlZACION POLITICA DE LA REPUllLICA MEXICANA IJE 

11143 

Este documento expedido en el año de 1843, señaJaba que el Presidente contaba con la 

facultad para nombrar y remover libremente a los Secretarios del Despacho, quienes eran 

responsables de los actos del Presidente autorizados con su fim1a en contra de Ja Constitución y las 

Leyes, tal y como lo contemplaban la mayor parte de los documentos hasta ahora comentados. 

Estas Bases Orgánicas, textualmente establecían: 

Artículo 96.- Todos los negocios de Gobierno se girarán precisamente por el 
ministerio a cuyo ramo pertenezcan, sin que uno pueda autorizar los que pertenezcan a 
otro. Las órdenes que expidieren contr.i. esta disposición, y las del Presidente que no 
aparezcan con la debida autorización no serán obedecidas ni cumplidas. 

Artículo 100.- Los ministros serán responsables de Jos actos del Presidente 
que autoricen con sus firmas, contra Ja Constitución y las Leyes. 
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1.2.1.IO. ESTATtrrO ORGANICO PROVISIONAL DE 1856 

El Estatuto Orgánico Provisional de 1856, sigue la misma línea que las mencionadas Bases 

Orgánicas. 

1.2.1.U. CONSTITUCION DE 1857 

Finalmente esta Constitución en su artículo 88 establecía que todos los reglamemos, 

decretos y órdenes del Presidente. deberían esmr firmados por el Secretario del Despacho encargado 

del ramo a que el asunto correspondiera, sin este requisito no serían obedecidos. 

Constituye este precepto el antecedente inmediato del <ictual artículo 92 Constitucional. y 

por sus características. es motivo de análisis por separado. (9) 

1.3. EL REFRENDO EN EL CONSTITUYENTE DE 1916-1917 

En la Cuadragésima Quinta Sesión Ordinaria del Congreso Constituyente de 1916~1917, 

celebrada en el Teatro Iturbide la tarde de1 martes 16 de enero de 1917, se fijó el jueves 18 del 

·mismo mes, para la discusión del dictamen relativo al Artículo 92, entre otros. 

19) P1ira la elaboración de la cronci109ta d~llarrollada an .. ste dpa.rtado, noll hemos b..l:iado en 
las eiqulentoa obras: 

Acoata Romero, Miguel., ori. Cit. r.ri.IBO a 102. 

CanllZo, Jor9e., op. Cit. p.33 ~ )6. 

Const1tucl6n Política de los Estadoll Unidos Mexlr.'1nori Com<lntn.!a., Instituto do 

Invest1Qac1oneo Jurídicas de la UNAH., la. Ed., Hóxtco, 1995., p.p.214, 215 y 216. 

Moreno, 0.1nlel •• D<lrecho Constituclonal Mexicano., 6a. Ed., Edit.. I>ax-Hóxtco, México, 1981. 

p.p.lJO V ss. 
Moruno Rodrlquez, Rodrl90 .• La Ad'?IJnlstración f'lllillca Fedo:iral om México., C.:1pítulo V .• la. 

Ed., lJUAH., H~xJco, 1960. 
Rabasa, Emilio., Mexicano, Esta es tu Constitución. <la. E:d., Ll Lt111l.ilatura C.1m.ara de 

Diputados., H~xlc:o, 1992, p.p.9 " 15. 
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En efecro, el proyecto de Ja segunda comisión acerca del artículo 92 establecía que todos 

los reg1amcnios, decre1os y órdenes del Presidente, deberían ir firmados por el Secretario del 

Dcsp<.1cho encargado del ramo a que el asunto co~spondiera, y sin esos requisitos no serían 

obedecidos. 

Igu¡¡fmcnte scñalabu que Jos n•.glumcnros, decretos y órdenes dcJ Prcsidcnrc, relativos al 

gobierno dd Dhtrilo Federal y a Jos Dcpanamcntos Arh11inistrntivos, ~crían cnvi<1dos clirccwmemc 

por el Presidente al Gobernador del Di!"triro y al Jefe del Dcpartuncnto respcdivo. 

Por ral motivo, en h.1 Cuadmgésima Novena Sesión Ordinaria lkvad~t a cabo Ja noche cid 

jueves 18 de enero de 1917, en el propio Teatro Iturbide, se puso a discusión, entre otros arlfculos, 

el 92 Comtitudonal, y como no existió debate alguno aJ respecto, fue uprobado por unanimidad de 

J42 vo1os; postcrionnente el 27 del mismo mes y año, fue aprobada Ja minuta de Ja Combiiún de 

Corrección de Estilo. 

El artículo 92, 1al y como fue aprob;1do 1e . .,.1ualmcnle establecía: 

Artículo 92.- Todos Jos reglamcnros, decretos y órdenes del Presidcnlc 
deberán ir finnados por el Secretario del Despacho del ramo a que e\ asunlo 
corresponda, y sin estos requhi1os no serán obcdcddos. Los reglamentos, decreto-. y 
órdenes de) Presidente, rchttivos al gobierno del Distrito Federal y a Jo:-> 
Deparmmcnros Adminislrntivos, serán enviados dirccramentc por el Presidente JI 
Gobernador del Distrito y al Jefe dcJ Dcpartamenro respectivo. 

Cabe hacer mcm.·ión que el (mico incidente surgido en relación con este arlículo en los 

debates del Constituyente, estuvo a cargo del diputado Rivera Dhrera, quien argumentaba t¡ue el 

articulo 92 se reladon:iba con el 90, y roda vez que este último iba a ser reformarlo. cr;i convcnicnle 

se tomara en consideración esro al momento de Ja votación; dicho argumento fue controvertido en 

fonna sólida por el diputado Paluvicini, señalando que la relación entre tales artículos no existía y 

por Jo 1an10, no se afectaba absolutamente en nada la votación. 



Al discutirse el Título Cuarto de la Constitución, relativo a los casos de responsabilidades 

de Jos funcionarios públicos, también fue mencionado cJ refrendo constitucional, cuando los 

diputados Jara, Lizardi y Ugarte se pronunciaron porque al Presidente no st: le hiciera responsable 

de las violaciones a la Constüución. ya que esto daría lugar a Ja intromisión de los otros dos poderes 

en el Ejecutivo; además, el Presidente para reali7.ar un acto nnticonstitucional, tendría la barrera del 

Secretario de Estado que debía refrendarlo, de tal suene que el Secretario de Estado, o se negaba a 

refrendar d acto anticonstitucional. o respondería por él. (JO) 

Por lo demás, el artículo 92 Constitucional se plasmó en Ja Ley Fundamental de J 917. 

considerando los aspectos esenciales que habían sido consignados en Jas Constituciones y proyectos 

de reformas anteriores. 

2. NATURALEZA JURJIJICA DEL REFRENDO CONFORME A LA CONSTITUCION 

VIGENTE 

Al conceptualizar al inicio de este capítulo al refrendo, señalamos que se trata de una 

obligación y un derecho de los servidores públicos precisados, atribuido por nue.'itra Cana 

Fundamental. 

En efecto, consideramos que tal es la naturaleza jurídica del refrendo por Jas razones 

expuestas en los párrafos siguientes. 

!101 tk\too obtenidoo de lao slauJenteo obra9; 

Carpt:o, Jorgo .. op. Cit., p.p.33 y H. 

Carpi:o, JQr9e., Ld ConatJtueión HexJeana du 1917., s ... Ed., UNAH. Héxieo, 1'1>12, p.290. 

Conatltucl6n f'olltlcu d@ lo!J F.:Jtad09 IJnldoa "h•xieanoe i::omentada., Instlt!Jto 

Investigaciones ,Jurídicas dula UNAH., p.p.214 <l 216. 

Dlzirto da los 01'.!bates del Con<;1rl'.!so Connt1tuy<>nte de 1916-1317, Tumo II., H. Cil.l!lllra 

Diputados doJ Con<;1rel!lo de la Unón, Ltl LP.Qislatuu., p,p.J4) y au. y US y l!l!J. 
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Tendrá car.tcterísticas de obligación, cuando tratándose de reglamentos, decretos, acuerdos 

y órdenes del Presidente que hayan satisfecho en su totalidad Jos requisitos establecidos por la Ley. 

el servidor público facultado no tendrá otra ahernativa que complementar mediante su finna tules 

actos del Ejecutivo, y no tendrá argumento alguno para negarse a refrendarlos. 

Por otra panc, tcndn.í cariz de derecho cuando percatándose que se intcnrn promulgar una 

ley inconstitucional o an1i1:onstitucional por su contenido, o bien, no cumple con Jos requisitos 

Jegak!' suficientes, el Sc1.·r1.·tario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo tcndr:i la 

potest:id de abstenerse de otorgar, o bien consentir el refrendo del dt:crcto promulgatorio de la ky 

de que se tra1c, en virtud de que si otorga la firma correspondiclllc, automáticamente se convierte en 

respommble de did10 acto. 

La naturaleza jurídica del refrendo en nuestro sistema jurídico, la hemos señalado 

exclusivamente desde el punto de vista teórico, pero esto no determina que as{ suceda en la praxis 

juríd!ca; en la realidad. el refrendo en nuestro país se encuentra desvirtuado, tal y como adelante 

pretendemos demostrarlo. 

2.1. A QIJIENES CORRESPONDE SU EJERCICIO EN EL REGIMEN 

PRESIDENCIAL MEXICANO 

En su redacción original el artículo 92 constitucional contenía otro párr.tfo donde se 

señalaba que los reglamentos, decretos y órdenes del Presidente, relativos al gobierno del Distrito 

Fcdcrul y a los Dcparrnmentos Administrativos, serfon enviados directamente para surtir efecto, al 

Gobernador del Distrito o a Jos Jefes respectivos. 
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Al desaparecer los Departamentos de Gobierno de la Administración Pública Federal y 

otorgarse al Distrito Federal un estatuto jurídico cspe!cial como depcndenda directa del Ejecutivo 

Federul, careció de eficacia dicho párrafo, razón por la cual se le suprimió. 

An1eriom1en1c se establecía corno una notoria diferencia entre los Secretarios de Estado y 

Jos Jefes de Depanamcmo Administrati"os, el hecho de que únicamente los primeros tenían la 

facultad de rcfrt::ndo, en ramo que los segundos no. 

Sin embargo, ;1 raíz de la reforma conslitucional publicada en C'I Diario Oficíal de hl 

Federación el día 21 de abril de JCJHJ, tul facult:1d exclusiva de los Secretarios de Estalio ba 

desaparecido; confonnc a la actual n:da1.:ción del artkulo 92 constitucional, 1an10 Jos Scl'Tt:W.rios ck 

Es1ado como Jos Jefes de Departamento Administrativo tienen di<.:ha facultad, ;,uJermis, entre esto~ 

funcionarios no existirá preeminencia alguna, conforme al artú.:ulo 10 de Ja Ley Orgánk·a de la 

Administrndón Pública Federal. 

En el mismo mes, abril de 1981, fueron publicadas reformas de los artículott 29 y lJll 

Constitucionales; por la reforma aplicmla al primero de ellos, de!-laparccc de nuestra Carta Mag1m la 

única e indebida mención que en dicho cuerpo legal se hada al órgano colegiado denominado 

Consejo de Ministros, paru dar paso a la dcsi.:ripción de los servidores públkos inlcgrantcs del 

órgano 4ue conjuntamente con el titular del Ejecutivo acordar:in lo relativo a la declaración de la 

suspensión de garantías. 

Por su parte, el artículo 90 se refiere a la organización de Ja Administración Públh.:a 

Fe.deral: ambos preceptos tienen c~trcctm relación con los Secretarios de Estado y Jefes de 

Departamento Adminisuativo. 

Concretando. en la actualidad tienen facultad de refrendo los Secretarios de Estado y los 

Jefes de Departamento Administrativo, facultad que podrán ejercer en todo.~ los reglamentos. 
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decretos. acuerdos y órdenes del Presidente, ya que sin este requisito no serán obedecidos, según el 

actual y contundente contenido det anfculo 92 Constitucional. 

2.2. EFECTOS DEL REFRENDO EN NUESTRO SISTEMA 

Respecto a los efectos que la figura del refrendo produce en nuestro sistema, existen tesis 

diversas, la más desde el punto de vista estrictamente teóriL·o, y por lo mismo se alejan de la 

realidad~ en tanto que otras definitivamente no le conceden imponancia alguna. 

Dentro de estas últimas encontramos la del maestro Daniel Moreno Dfaz quien 

abiertan'lentc manifiesta que el refrendo no tiene ninguna consecuencia y a lo más, s61o sirve para 

establecer una diferencia jerárquica de los Secretarios de Estado rcspecco a Jos Jefes de 

Departamento que no tienen tal facultad; (11) hemos de manifestar nuestro desacuerdo con este 

punto de vista. debido a que esta opinión fue vertida con anterioridad a h1s reformas 

constitucionales de abril de 198 J. por tal motivo, a la fecha carece de validez. 

Para el Dr. Burgoa. el refrendo es el medio a través del cual el Secretario de Estado 

autentifica la firma del Presidente que aparece en los actos en que éste interviene, (12) punto de 

vista con el cual disentimos porque la firma del Presidente no requiere autentificación, según se 

explica detalladamente en este apartado. 

En relación con la naturaleza de los efectos que produce esta figura. en la impaniciOn de su 

cátedra el maestro Alfonso Nava Negrete, afirma: si se otorga el refrendo, su efecto es puramcn1e 

jurídico; para luego agregar: si se omite el refrendo de algún Secretario de Estado o Jefe de 

!lll Moreno Ota::, ~niel., síntesis del derecho c.onst1tucional, México, U?lAM, 1965, p.40. 

citado por Jorge Carpl:o, El Pres1dencial1amo •.. Op. Cit., p. 35. 

!121 Citado por Jor90 Carpirci, Loe. Clt. 
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Dep<inamcnto Administrativo, no tiene el efecto de corresponsabilidad que se origina en los 

regímenes parlamentarios; de cs10 último se deduce que no tiene ningún efecto político. 

Esta opinión está estrechamente ligada al punto de vista que al respecto sostenemos, cuya 

comprobación complementamos adelante. 

Por su pane, el maestro Gabino Fraga señala que en primcrn instancia los aparentes efectos 

del refrendo son el de constituir un medio para dar autenticidad a los actos que emanen del 

Presidcn1e de la República: pue.de constituir una limitación material de la voluntad del propio 

Presidente, debido n que é!'tc no sólo tiene el goce sino también el ejercicio de todas las facultades 

atribuidas aJ EjC"cutivo, y además, el mismo Presidente tiene Ja más amplia facultad de seleccionar, 

nombraT y remover libremen1c a sus Secretarios. 

Este autor afirma que existen diversos argumentos no menos poderosos contrarios a Jo 

asentado en el párrafo anterior: en nuestro Constitucionalismo, eJ refrendo en su origen, se 

caracterizó por ser un intento de limitación al poder del monarca: por otra parte, confonne a lo 

establecido por el artículo 108 Constituciona1, existe prácticamente una irresponsabilidad del 

Presidente de la República (sólo puede ser acusado por traición a la Patria y por delitos graves del 

orden común), por Jo tanto, ~ hai:e recaer la responsabilidad en los Secretarios de Estado, y éstos, 

para evitar c01er en Ja responsabilidad de refrendar una Ley anticonstitucional, deberá negarse a 

·solidarizarse con esa nonna, a través del no otorgamiento del refrendo. 

En i:onclusión, el jurista Fraga nos dice que las funciones del refrendo en nuestra 

legislación, son la de constituir una limitación material a la voluntad del Presidente, y es la base de 

la responsabilidad ministerial, por estos motivos, guarda gran semejanza con el régimen 

parlamentario. (13) 

!131 f'rllga, G<lbino., OQrecl:o Ac1minlstat.ivo., 26a. Ed., f'orn1a, H~x1co, 1987, p.p.176 ll 179. 
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Por su pa.ne, el Dr. Carpizo afinna: " ... en México, el refrendo es una simple cenificación". 

(14), sin reconocer ningún otro efecto a esta figura jurídica. 

Existen los autores que constriñen los efectos del refrendo a una responsabiHdad personal 

política y administrativa del Secretario refrendatario frente al Presidente de la República; y 

asimismo señalan que un efecto más del refrendo es el de ser un requisito necesario para Ja validez 

de los actos administrativos previstos por el artículo 92 Consticuciona.J. (15) 

Cabe señalar que el Dr. Acosta Romero ha e:tpresado una serie de interesantes ideas que 

terminan con el criterio de que uno de Jos efectos del refrendo es el de autentificar Jos uctos o la 

firma del propio Presidente de la República; su postura la fundamenta en el hecho de que conforme 

a diversás legislaciones, tales como el C6dig0 de Comercio, y los Códigos de Procedimientos 

Civiles Federal y del Distrito Federal, son documentos públicos todos aquellos expedidos por 

funcionarios que desempeñan algún cargo público, siempre y cuando se refieran al ejercicio de sus 

funciones. 

Por lo tanto, de to anterior se colige que si los actos del Presidente contenidos en el 

docu~ento que se vaya a refrendar, reúnen las características de un documento público, innecesaria 

a todas luces resulta cualquier otra certificación o autentificación que verse ya sea sobre el 

contenido, o sobre las firmas que calce el documento refrendado, y por ende, no pueden ser, ni la 

Certificación, ni la autentificación, efectos del refrendo. 

Ahora bien, a nuestro juicio, por las facultades de nombramiento y remoción de los más 

cercanos colaboradores, a cargo del Ejecutivo, no tiene en nuestro sistema ningún efecto político la 

1141 Dlcclonarlo Jurídico Mexicano .• rnntltuto df1 rnvcotloaciones Jurfdlc:as do la UNA."! •• la. 
ED., Porrlla·UNAH .• Hóxic:o, 1989., p.2731. 

1151 Acose.a Romero, HJ.ouel., Op. Cit., p.p.182 y 192. 
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figura que se estudia; ames bien, consideramos que en todo caso el efecto político se produciría con 

Ja negativa del Secretario de Estado. 

Tampoco estamos de acuerdo en que se trata de una responsabilidad del s~c1t:tario 

refrcnda1ario ante el titular del Ejecutivo, y en todo caso, si se insiste en la adopción de esw idea. se 

trmará de una responsabilidad meta-jurídica y cxtrn-constitucional, que conforma las 

particularidades con que se identifica nuestro Sistema Presidencial, por4uc finalmente es una 

responsabilidad estrictamente personal, derivada del ln~cho de que el Secretario debe su 

nombramiento única y exclusivamente ;.1! Presidente. 

Así pues, el efecto que reconocemos a la figura del refrendo es el contemplado por el 

anículo 92 Constitucional: se trata de un requisito indispensable parn que los reglamentos, decretos, 

acuerdos y órdenes del Presidente sean obedecidos: a contrario sensu, si cualesquiera de los actos 

mencionados adolecen del refrendo, el cfecro será que Ja cj~cución de los mismos estará viciada, no 

serán obedecidos. 

3. LA RESPONSAillLIDAD DEL SECI{ETARIO DE ESTADO 

El reclamo de que en nuestra Carta Magna quedara debidamente señalad<.1 esta 

responsabilidad, fue expresamente manifestado por el constituyente de 1916-1917: así, la tarde del 

18 de enero de 1917 el diputado poblano Manjarrez afinnaba: 

... Si señor: a nadie se oculta que precisamente los secretarios de Estado, 
ahora secretarios del Despacho o ca.si nada, deben ser funcionarios con todas las 
responsabilidades y atribuciones que competen a su cargo. Estamos seguros de que Jos 
secretarios de Estado desempeñan funciones muy altas y no tienen esas 
responsabilidades; no tienen ese carácter. 

Señores, para que tengan ese carf.cter, para que tengan esas responsabilidades, 
yo pido que se apruebe esa iniciativa que hemos presentado veinticinco diputados; de 
otra suerte, señores, esos que llaman vulgannente ministros, para mí son iguales a 
cualquier empleado, a cualquier taquígrafo, es lo mismo ... 
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En tanto que el constituyente Pastrana se pronunciaba de esta manera: 

Es necesario que en la conciencia nacional, que en cada ciudadano esté la 
íntima convicción de que las resoluciones del Poder Ejecutivo son resoluciones 
aceptada'i, son resoluciones siempre justas, que lo harán responsable a él y a cada 
secretario que tiene. La responsabilidad solidaria del presidente y sus ministros, en 
cuaJ4uicra de los IJmos, da más seguridad y mayor acierto. (16) 

Cabe señalar que en la Constilución de 1857, no se estableció disposición alguna en Ja cual 

se señalara responsabilidad propia de los secretarios en caso de finnar actos presidenciales 

contrarios a las leyes. 

Por otra parle, al hablar de las reformas constitucionales de diciembre de 1982, se indicó Ja 

inclusión del término servidor público, por el de funcionario público: el nuevo término, más acorde 

a Ja naturaleza del servicio que .se presta a la sociedad con motivo del empleo, cargo o comisión que 

desempeñan. 

Entre los citados servidores p1íblh:os se encuentran Jos secretarios de Estado, por ello el 

criterio doctrinario sobre el estatuto legal que contempla las responsabilidades de éstos. apunta 

haci.i el artículo IOH constitucional y demás relativos del Título Cuano de nuestra Constitución 

Política. que les resulten aplicables. 

Conviene aclarar que este Título (artículo 108 al 114 de la Carta Magna), se refiere a los 

servidores públicos Jalo sensu, con base en el principio de igualdad ante la ley; en tanto que las 

referencias contenida~ en c~ae apartado son particularmente sobre Jos secretarios de Estado. 

llbll>:<n•m.:. Roddgue~. Rodr1g:i., op. Cit.., p.p.124 ~· 125. 
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De esta man~ mención especial haremos del artículo 109 constitucional, por ser el 

precepto que establece las diversas modalidades de las responsabilidades en l:is cuales pueden 

incurrir estos servidores públicos. 

El citado precepto tiene la atingencia (a partir de la reforma al Titulo Cuano 

Constitucional. de diciembre de 1982) de distinguir en la fonna clara las responsabilidades de tipo 

político, de las de carácter penal, administrativo o civil. 

No es de interés para este trabajo describir pormenorizadamcnte la mecánic...-a establecida 

por la ley fundamental y las leyes secundarias, para hacer efectivas las responsabilidades que se 

generen, sino únicamente mencionar los tipos de éstas aplicables a los secretarios de Estado. 

3.1. DIVERSAS MODALIDADES DE RESPONSABILIDADES 

Las responsabilidades en las cuales pueden incurrir los secretarios de Estado son: 

- Las que originan juicio político confonne al párrafo primero del anículo 109; ésta como 

consecuencia de los actos u omisiones en que incurren los servidores públicos y que 

redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

En este caso. la doctrina habla de responsabilidad política. entendiéndola; 

" ... como aquella que puede auibuirsc a un seividor público de alta jerarqufa 
como consecuencia de un juicio político seguido por presuntas infracciones graves de 
carácter político, con independencia de que las mismas configwen o no algún delito 
sancionado por la legislación penal ... " (17) 

117) Orozc::o \\enriqucr:., J. Jt>:J\l!I,, C<:>nstttuetón Politiea de los Eflt.!dO:J Unidos 111:1x~o;anos 

r.omentada ... op. Cit.., p.264. 
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Esta responsabilidad política se hace efectiva con Ja destitución e inhabilitación del 

servidor públko responsable políticamente. 

- La derivada de la comisión de delitos por parte de cualquier servidor público. Esta 

responsabilidad se perseguirá y sancionará en los términos de Ja legislación penal que 

le resulte aplicable, según Ja naturaleza de la conducta ilfcita cometida. 

Se aplicará por lo tanto, la legislación fcdc:ral o local en atención ¡¡J ilícito cometido, cabe 

aquí señalar que si bien es cierto que el propio Título Cuarto Constitucíom1l que se 

comenw., señala expresamente que no podr.in imponerse dos veces por una sola conducta 

sanciones de la misma naturnleza, esto no se contrnponc para que una misma conducta 

pueda generar más de una de las responsabilidades previstas, de cs1a 111:.im:ra, 

indepcndienti:mente de que la conduela rcali7.ada por el servidor público sea causa de una 

responsabilidad administrativa, también podrá dar lugar a responsabilidades penales, según 

su naturaleza. 

El propio artículo 109 constitucional que se comenta. contempla otros tipos de 

responsabilidades, entre éstas: 

• Las que dan lugar a la aplicación de sanciones administrativas a los servidores 

públicos motivadas por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honmdez, 

Icalcad, imparcialidad y eficiencia que están obligados a cumplir en el desempeño de 

sus empleos, cargos o comisiones. 

Estas responsabilidadt:s anterionnenle no se encontraban contempladas constitucionalmente 

y son una de las principales apona..::iones de las multici1adas reformas de 1982. 

Corresponde a las leyes sobre responsabilidades de los servidores públicos determinar Jos 

procedimientos y los órganos facultados para sancionar las responsabilidades administrativas que 

correspondan. 
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- Finalmcnle, las sanciones que procedan contra un servidor público con motivo de 

enriquecimiento ilícito serán determinadas y aplicadas por las leyes y tribunales 

competentes. 

Al final del apartado correspondiente a la "Naturaleza jurídica del refrendo conforme a ht 

Constitución vigente", señalamos que el refrendo se encuentra desvirtuado, y aquí habría qu~ 

agregar que igual sucede con las responsabi1idades que esta figura jurídica pudiera generar. Nuestra 

afirmación la basamos en las ca.ractcñsticas que en general presenta nuestro sistema político, así 

como la que en particular tienen los secretarios de Estado respecto del Presidente de la República, a 

quien deben su nombramiento y asimismo quien en sus manos tiene la facultad de removerlos, 

según fue ampliamente explicado en el C.apítulo U de este trabajo. 

Es sabido que la actuación del Pcxler Ejecutivo va en estrecha relación con los momentos 

políticos, sociales y económicos que prevalecen en el país, por lo tanto, las leyes que en su 

momento se promulguen presentarán también esta c.:arJcterística; así, considerando que los actos del 

Secretario de Estado se reputan actos del Presidente, resulta remoto pensar, por lo menos hasw. 

ahora, que pudiera fincarse responsabilidad a algún secretario de Estado con moúvo de su refrendo, 

máxime si tomamos en consideración Ja conformación de la Cámara de Diputados, que en un 

momento dado habría de erigirse en el órgano que fomtule la declaración de procedencia para 

separar de su cargo al servidor público infractor. 

No obstante, la hipótesis jurídica esta allí y los cambios actualt:s experimentados en la vida 

política del país, tales como la existencia de embajadores, gobernadores, diputados, subsecretarios 

di: E~tado y hasta senadores. de los llamados de oposición, constituyen un;i justificación para que 

dich~ situación hipotética en un momento dado pudiera llegar a actualizarse, en aras de la decantada 

democratización de la vida política nacional, no obstante que " ... al menos durante la vigencia de la 

Constitución de 1917, no se haya sometido a juicio ante el Congreso a ningún secretario ele 

Estado ... " (18) 

•.181 1:arrlllc, flotea, Ant.onla., t::(¡t:,1t.utoa d~· ricrec:t.o Ad.T.lnli.;t:ativc~ y C"on:rtit1..1cionHI. la, 

Ed., UHAH, M.!-:.<:i<:'l, l'Hl7. p.lt,1. 
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Síntesis de lo aquí manifestado, Ja realiza el maestro Don Antonio Carrillo Flores, al 

Cuando las acusaciones o las críticas sean exclusivamente de carácter político, 
el presidente de la República puede considerar que remover al funcionario lesionaría 
su propia autoridad: ya que, ahora con más claridad que hasta hace algunos años, los 
secretarios de Estado no son ministros y por lo tanto el presidente no puede dejar de 
sentirse políticamente correi;ponsable con su secretario de Estado o su procurador, si 
los hechos o las omisiones. insisto, no son constitutivas de delitos del orden común o 
no afectan áreas de la conducta del alto funcionario ajenas al desempeño de su cargo. 
(19) 

Ca.be señalar que diversos autores mencionan como responsabilidad la derivada de la 

obligación constitucional de los secretarios de infonnar al Congreso el estado que guarda la 

dependencia a su cargo, así como la de comparecer cuando se discuta algún asunto que tenga 

relación con su área. Sin embargo, esta situación ha sido ampliamente analizada en apartados 

precedentes y en todo caso, se cncuenm1 contemplada dentro de la responsabilidad genfrk.~a 

estipulada en la fracción 1 del árticulo 109 constitucional. 

4. DE LA FALTA DE REFRENDO 

4.1. ESPECULACIONES DOCTRINARIAS 

Hasta ahora sólo nos hemos referido al caso de la firma del secretario de Estado, más no así 

de su negativa a hacerlo. Esta posibilidad ha generado gran inquietud entre los tratadistas, por lo 

que conviene mencionar a algunos de ellos, a fin de conocer los diversos enfoques existentes. 

1191 t.oc. Clt. 
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De esta manera se dice que: 

" ... el rcfrendo ... puede adquirir sentido político si un secretario de Estado o 
jefe de depareimento administrativo renuncia por negarse a refrendar. y sus razones 
son de peso .••• 

esto es, el Doctor Jorge Carpizo, autor de esta cita, considera de carácter político la negativa a 

refrendar, y más adelante da fundamento a su aseveración con lo siguiente; 

" ... el efecto dependerá en mucho de las circunstancias y personalidad política 
del renunciante, asf como del ceo que logre en la opinión pública". (20) 

El sentido político se lo otorga considerando que en el régimen presidencial nuestro, el 

secretario que se niega a refrendar el neto del presidente, es removido por éste de su puesto sin 

ningún problema; resaltan de nueva cuenta las particularidades que lo distinguen y son la nota 

distintiva respecto del régimen parlamentario, equivocadamente interpretados por varios autores, 

quienes como se ha señalado, han pretendido dar visos de parlamentarismo a nuestro régimen 

presidencial. 

No obstante, consideramos que es conveniente plantear la posibilidad de que- el peso 

político y personalidad del secretario de Estado en turno, puedan influir para que el Presidente 

reconsidere el acto respecto al cual existe negativa a refrendar, sólo así puede explic<Use la 

natw:aleza de su función, porque mediante su sugerencia, consejo o su oposición lisa y llana. pueda 

el secretario contribuir a la buena marcha del gobierno y mantener en lo personal, integridad y 

honestidad- moral. 

1201 Olc:c:ionarlo Juridlc:o Haxicano., Op. ele.. p.2731. 
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Por su parte, Gabino Fraga disena sobre la naturaleza de 1a función del Secretario de 

Estado, y se pronuncia en el sentido de que no es un ejecutor que cumple ciegamente las 

instrucciones que le son giradas por el titular del Ejecutivo, sino 

" ... debe rcconocérsele Ja posibilidad de una decisión libre y espontánea que 
pueda llegar, precisamente par-.1 evitar esa responsabilidad, hasta rehusar 
solidarizarse con los actos del Presidente''. (21) 

Nos encontramos sin duda, en el campo de las especulaciones, donde nítidamente se 

aprecia Ja abismal diferencia que existe entre lo preceptuado por la nonna legal y Jo t]UC impera en 

la realidad política. 

Al hablar de los efectos del refrendo, el Doctor Acosta Romero señala que uno de ellos es 

la responsabilidad. del secretario ante el Presidente, traducida en una responsabilidad personal 

política y administrativa, y hace mención a la negativa a refrendar. en los siguientes ténninos: 

" ... si no finna Jos acuerdos y decretos. ello pudiera significar, bien su 
dimisión, o bien su remoción, por parte del titular del Poder Ejecutivo, aunque en el 
fondo se estima que entre funcionarios de ese rango, no hay diferencia en este 
aspecto ... " (22) 

En su obra "México: cuatro ensayos de sociología política" Arturo González Cosía no 

otorga mayor importancia a la negativa a refrendar, dadas las características de nuestro sistema, y 

afinna; 

" ... tanto el informe (del secretario ante el Congreso) como el Refrendo son 
instituciones incompletas ... En nuestro Refrendo la inconformidad del ministro no 

1211 Frn.9,1, Cabina., Op. cit.. p.17e. 

122l Acoata Romero, Miguel.. op. Cit.. p.i82. 
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tiene imponancia1 ya que. de acuerdo con Ja frncción 1 del artículo 89, el presidente 
puede removerlo con lada libertad ... " (23) 

La misma línea es seguida por el maestro Alfonso Nava Negrete en la impartición dl! su 

cátedra. donde tajantemente señala: "Si se omite el refrendo de algún secretario o jefe de 

Departamento administrativo, no tiene el efecto de <.:orrcsponsabilidi.ld que se origina en los 

regímenes parlamentarios", afirmación que dcnorn esta situación como fácilmente salvable.: por las 

facultades del titular del Ejecutivo, y la marcada dependencia hacia éste de los titulares de las 

secretarías y departamentos administrativos. 

Con el objeto de dejar clara nuestra postura al respecto, quisimos mencionar ¡¡ estos 

connotudos especialistas, lo cual nos ha permitido conocer desde diversos planos, la trJSCcndem:ia y 

efectps que reconocen a Ja negativa del refrendo. 

4.2. Ol'INION PERSONAL 

A lo largo del desarrollo del prc.st:nte trabajo, hemos hecho mención a diversos elemenlos 

sociológicos, así se dijo, que el presidente cuenta con facultades meta-jurídicas, sociológicas o 

extra-constitucionales; se habló igualmente de una responsabilidad personal del secretario ante el 

presidente, entre otras cosas. 

Es pertinente indicar que respecto a la falta de refrendo, consideramos indispensable 

ceñimos al ámbito estrictamente jurídico, a fin de no incurrir en desviaciones que conduzcan a 

situaciones que inexornblemente acontecen en la práctica política. 

l2JJ Conz,O•·:: <~nulr1, Ar-.uro., M•~xlco: r.u.itro t;oJHl.:iyc...J do? !IOCi<>l09(3 r,ol!tl.:a .• l.t. Ed .. UNAM, 

M4xh··'· ¡c112., p.l4H, 
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De esta manera. comuJgamos con el pensamfrnto del Doctor Acosta Romero, en el sentido 

de que la falta de refrendo. constiruyc exclusivamente Ja falta de un requisito de forma. porque 

reúne el resto de elementos y requisitos del acto administrativo: existe sujeto activo competentt.", 

emitiendo un acto dentro de sus facuhades, exteriorizando su voluntad mediante un acto, y no 

existiendo ningún vicio en Ja expresión misma de su voluntad; existe un objeto determinado jurídica 

y naturalmente; y se trata de un acto debidamente fundado y motivado. 

En conclusión, existe una irregularidad de forma, que acarrea una ineficacia total del acto. 

que se plasma en su no obediencia. 

No pasamos por alto el resto de situaciones que pueden suscitarse por Ja negativa a 

refrendar, como es el hecho, por un lado, de poner en riesgo Ja pennanencia en el cargo de quien asf 

proceda. el suicidio polftil:o que pnícticamente se estarfo asestando; y por otro lado, cJ 

reconocimiento a que se haría acreedor por su solvencia y entereza moral al negarse a aprobar un 

acto notoriamente anti o inr.:onstirucionaJ, o en contra del bien común (uunque Jo difícil es 

precisamente que una situación así se difunda); o bien, el saber.se hacer escuchar y poder influir en 

la decisión del titular del Ejecutivo, mediante razones de peso o hadendo uso de su talla política. 

Sin embargo, todo lo anterior forma pane de Jo que dentro del lenguaje de la práctica 

polftica se conoce como "leyes no escritas", que por sí solas bastan para ser motivo de estudios 

diversos. y que parn efectos de esta investigución sólo los tomamos como referencia, dando mayor 

realce a los aspee ros netamente jurídicos. 
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CAPITULO IV 

REFORMAS AL ARTICULO 13 DE LA LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION 

PUBLICA FEDERAL 

l. LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL (LOAPF) 

A juicio de algunos autores, en su momenlo la administración pública, lejos de ser el medio 

idóneo Para llevar a cabo la ta.rea de gobernar, se consideró como algo dañino para nuestro país, así 

se afirmaba: " ... nuestra administración pública viene a ser el obstáculo m~ serio y menos aUanable 

que, para su progreso, encuentra en su camino el pueblo mexicano". (1) 

Desde nuestro particular puma de vista, a la fecha no es dable esta expresión dado el 

desnrroUo que en este ámbito se ha alcanzado; sin embargo, a fin de dar coherencia al conrertido de 

este ilpartado, hemos de conccptualiza.r los elementos básicos del tema. 

La ..ictualidad mundial da a los gobiernos u~a estructura compleja y variada; existe la 

·necesidad de distribuir las tarca'i gubernamentales considerando el contenido de éstas, agrupando 

tas que guardan afinidad, separJndo las que por su naturaleza así lo requieren, buscando que el 

trabajo sea equiJibrado, que no exista duplicidad de funciones y de esta manera Jos fines, facultí..ldes 

y servicios se alcancen y presten con la debida oportunidad y diligencia; en el caso de los gobiernos 

actuales, un buen porccncaje de esras actividades es realizada a través de la administración pública. 

111 Alvarado, SdlVador., La R~,c.~rrntrucc!Cn r:tn Ht':xico, Toll>O Uf., PR!, México, p.156. 
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Por lo tanto, Ja administración púbHca constituye d primer concepto que hemos de 

establecer. y Ja Real Academia de la Lengua fü;pañola nos señala: 

Administración pública es la acción del gobierno al dictar y aplicar las 
disposiciones necesarias para el cumplimiento de las leyes y para la conservación y 
fomento de los intereses públicos y al resolver las reclanmciones a que da lugar lo 
mlllldndo. Es el conjunto de organismos encargados de cumplir esta función. (2) 

Por su panc el maestro Don Antonio Carrillo Flores enseña que Ja administrttción públii:a 

" ... es la organización que tiene a su cargo Ja dirección y la gestión de los negocios estatales 

ordinarios dentro del marco del derecho, las exigencias de la técnica y ... una orientación política". 

(3) 

Como se aprecia, en ambos conceptos se coincide por cuanto a que se trata de una 

organización: cuenta además la segunda de las definiciones mencionadas con una terminología 

jurídica y pragmática, al mencionar el elemento de orientación política. 

En opinión del maestro Andrés Serra Rojas, Ja administración püblica es: 

.• .Ja acción del Estado encaminada a concretar sus fines. Administrar es 
servir, es proveer por medio de servicios públicos o de servicios adrninistrativC'S a 
los intereses de una sociedad. Al ejecutar las leyes que expide el Congreso de la 
Unión. el Poder Ejecutivo realiza la importante función de administrar. 

La administración selecciona. coordina y organiza Jas activid<Jdes del 
Estado con medios materiales y con el personal técnico adecuado. (4) 

12!.,Horeno Rodrí!J'.Jet, Rodrigo., t.., Ad'111ni:itr.lc:ión Plll.lllc.1 F'.:.der.'11 »n Móxic:o. ¡d. Ed., UUAH, 

México, 1980, p.87. 

(3) lbid. p.88. 

(4) S•!t'Cll Poj11s, Andr~s., O.,..reehO Admlni!lt.r.1tlvo. Tomo ¡., lJa. td., Pornla, !'Jxlc:o 0 !'}85, 

p.89. 
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El propio maestro Serra Rojas señala a la administración pública como una organización 

que tiene a su cargo Ja acción continua encaminada a la satisfacción de las necesidades de interés 

público. con elementos tales como: un personal técnico preparado, un patrimonio adecuado y 

me.diantc procedimientos administrativos idóneos o con el uso, en caso necesario. de las 

prerrogativas del poder público que asegurcn el interés estatal y los derechos de los particulares. (5) 

Aún cuando no habla precisamente de administración pública. sino de organización 

administrativa, creemos conveniente recordar el concepto siguiente: 

Es la fonna o modo en que se estructuran y ordenan I::is diversas unidades 
administrativas que dependen del Poder Ejecutivo, directa o indirectamente, a 
través de relaciones de jerarquía y dependencia, para lograr una unidad de acción, 
de dirección o de ejecución, es la :ictividad de la propia adminisuación, 
encaminada a la consccuci6n de los fines del Estado. (6) 

Lo anterior fue menciona.do en el capítulo íl de este trabajo y resulta nacesario ahora al 

conccptualizar a la administración pública. 

Sin embargo, por considerar que contiene en su definición a un mayor número de 

elementos tale:; corno Ja dc:-cripción de las actividades que por su conducto se desarrollan y el 

marco jurídico que la rige, conceptualizaremos a la administración pública como: 

... aquella actividad coordinada, permanente y continua. que realiza el 
Poder Ejecutivo, tendiente al logro, oportuno y cabal, de los ímcs del Estado, 
mediante la presentación directa de servicios públicos, materiales y culturales, para 
lo cual dicho Poder establece la organización y los métodos más adecuados; todo 
ello con arreglo n la Constitución, el Derecho Administrativo y a criterios 
eminentemente prácticos. (7) 

!SI Moreno Rodr1quez, Rodrigo., Op. Cit. p.89. 

161 .\costa Rr.irr,;.H"o, Hlgu<?l ., Teor1ll Ceneral dol Derecho Admlnistratlvo. 7a. Ed., l'orn1a, 

Médc::o, 1986, p.108. 

!71 Moreno Roddg-u.:iz, Rodrll;Jo., Loe. Cit. 
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Acorde con este concepto, el maestro Alfonso Nava Negrece nos enseña que 

" ... adminiscración pública es estructura u organización, pero también otras cosas que constituyen su 

cuerpo total como son los recursos burocráticos, los procedimientos adnúnistrativos, los recursos de 

carácter presupuesta!, financiero, patrimonial o simplemente materiales ... " (8), como se aprecia, 

atiende los aspectos dinámicos de la administración y no sólo se concreta a describir su estructura; 

más adelante concluye " .. .la administración pública es una herramiema o instrumento que utilizan 

los gobiernos para colmar los requerimientos de la sociedad". (9) 

De los autores hasta aquí analizados existe coincidencia por cuanto a que administración 

pública entraña necesariamente una actividad del Estado, es el accionar mismo del Esiado. Por 

supuesto que esto habrá de realizarse a través ele órganos cs1atales previamente definidos. los que 

desarronarán sus actividades en ámbitos de competencias claramente delimitadas; estos órganos son 

11 
••• el conjunto de elementos personales y materiales con estructura jurídica que le oiorg:a 

competencia pura realizar una actividad, relativa al Poder Ejecutivo y que desde el punto de vista 

orgánico, depende de éste ... " ( l O) 

Ahora bien. estos órganos tienen facultades de decisión en grados diversos y la 

competencia que a cada uno atañe es especificada por la llamada ley orgánica, que por definición 

será " ... la que organiza y estructura a un órgano del Estado ... ". (1 t) 

En el caso que nos ocupa, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 

(L.0.A.P.F.), reglamentaria del artículo 90 constitucional. compendia Ja base de organización 

191 tlavll. N'!qrete. Alfonoo., D&r<1cho Adnini::t.rutivo •• 14. CJ., In::;t ltut.t.. de lnvest19.i..::1one!I 

Jurídic:as. UUAM. México, 1991. p.17. 

19! lbld. p.19. 

!10! ACO!lt4 Romero. Miguel., Op. ,"it. p.!O'l. 

1111 Ibld. p.521. 



115 

administrativa en nuescro país, precisando Ja inicrreladón de Jos órganos que Ja integran así como el 

lugar que a cada uno corresponde en la estructura del gobierno mexicano. 

La L.0.A.P.F. actual ha sido refonnada en diversas ocasiones, una de estas reformas es la 

que da pie al presente trabajo de investigación; por ahora, sólo ha sido nuestra pretensión ilustrar la 

función de esta ley y su comcnido, aspectos que son tratldos con mayor énfasis en los po~lcrion:s 

apartados. 

J.J. ANTECEDENTES INMEDIATOS DE SU CREAC!ON 

A la par con el desarrollo de nuestro país, se ha modificado en la medida necesaria Ja 

estructura de los órganos de su gobierno, aunque éste propiamertte dicho se ha mantenido 

inalterable en sus caracterfsticas, según se explicó en apartados precedenlcs. 

Hacer mención dctalJada de Ja evolución padecida por los órganos de Ja administradón 

pública implicaría diversificar en forma ociosa el tema ccntrJ.I de esta investigación, por cJJo, sólo 

se hace mención a Jos antecedentes inmediatos. 

Consider..tmos que básicamente en el presente siglo es cuando la adnúnistración pública 

presenta un amplio desnrroUo, con Ja aparición de las instituciones que establecen las bases del 

nuevo modelo de estructura orgánica del gobierno. que hoy día h.a alcanzado un enorme 

crecimiento, buscando abarcar el total de necesidades que nuestra nación presenta, son pues los 

albores de Ja presente centuria, el punto de referencia para ilustrar este apartado. 

El desarrollo mencionado tiene como característica la reilcruda creación de nuevos órganos 

y en palabras del maestro Gabino Fraga, esto " ... no puede ser atribuido al simple capricho de Jos 
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gobernantes, sino que con la gradual transformación del Estado ha habido necesidad de aumentar y 

especializar aquellos organismos". (12) 

Sabido es que muchos de Jos órganos que se han creado no han respondido a las 

expectativas que les dieron origen, en ocasiones han generado un gigantismo de Ja administración. 

duplicidad úe funciones, sin embargo, consti!uyen Ja excepción a Ja regla, porque por lo gencfal en 

su momento han cubierto las necesidades administrativas imperantes en Ja época de su creación. 

Sirvll lo anterior como explicución de las razones esgrimidas tanto para Ja creación. corno 

para ·fa supresión de Jos órganos a cargo del titular del Ejecutivo Federal. a Jo largo de este siglo, 

cuya cronología iniciamos con: 

- Don Francisco l. Madero y la organización de su gobierno con ocho secretarlas, entre las 

cuales destacaba la de Gobernación; así como mediante la creación de diversas unidades 

administrativas tales como la Caja Postal de Ahorros, la Academia Nacional de 

Medicina Ja Dirección General de Correos, Ja Comisión Nacional Agraria, el 

Departamento del Trabajo (csle dentro de la Secretaría de Fomento), entre otros. 

- Mediante decreto de diciembre de 1913, Vcnustiano Carranza organizó el gobierno que 

restableciera Ja institucionalidad con ocho secretarías, que tuvieron el mismo nombre que 

lu.~ creadas por Madero. 

~ Don Venus1iano Carranza, en su carácter de Primer Jefe, en el mes de abriJ de 1917 

expidió una Ley de Secretarias de Esrado, que comprendía Ja creación de seis secretarías 

y tres departamentos: siendo quizá lo más relevante que el Departamento Judicial cambió 

ll2J Fraga. C.iblno., [J>':'recho Ad!?llnllltr.itlvo .• 26'1. <::ti •• Pornl.i. H.'ixico, l9R7, p.JR<l. 
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su nombre por el de Procurodurfa Genera.J de la Nación y el Departamento Univer.siwrio 

y de Bellas Artes por el de Universidad Nacional. 

- De igual manern. Carranza promulgó el 25 de diciembre de 1917, corno presidt'ntl.! 

constitucional una Ley de Sc(.·rcmrfas de E!:;1;;1do, que señaló con claridad la organiz•1dón 

de la administrndón públic;1 federal; siete sci;H•farías y c.:inco dl'partamcntos imegraban 

la adrninistrución de esa época. 

- Posteriormente asumió Ja Presidencia Alvaro Obrcgün. desiac:111do Ja cre¡¡ción el :!X di: 

septiembre de 1921. de la Secretaría de Educación Pública, L'nt·argada de la UniwrsidJd 

Nacional, la Escuela Nacional Preparatoria, las escuelas federales, la Escuela Superior tk 

Comercio y Administración, el Departamento de Bellas Artes, el Conservatorio Nadonal 

de Música, así como de los Tall~rcs Gr..íticos de la Nación. 

- La Ley Orgánica de Secrew.rías de E-;!ado fue reformada duranre el mandato de Plu!arco 

Ellas Calles. 

-En febrero de 1926 se reformó Ja Ley de Secretarías de Estado de 1917. pred~ando las 

atribucione.'i del Deparlamcnto de Co11trnloría. 

- La Ley sobre Planeadón General de la República fue expedida en el período presidencial 

de Pascual Ortiz Rubio. 

- La Comisión Jurídica del Poder Ejecurivo Federal fue creada mrdianre decreto de 16 de 

diciembre de 193 J. y se integró por cJ prm.:urador general de la República, asi como los 

jefes de departamentos y oficinas consullivas de la5 secretarías de Estado y 

departamentos administrativos. 
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- En diciembre de 1932 la Secretaría de Industria, Comercio y Trabajo cambió de 

dcnorninución a Secretaría de la Economía Nacional. 

- Al igual que la anterior, en el mandato de Abelardo L. Rodríguez se creó el Departamento 

de Trabajo, y en el mes de diciembre del mismo año, 1932, se suprimió el Departamento 

de Contralorfa y sus funciones pasaron a la Secretaría de l Jacicnda y Crédito Público. 

- El propio presidente Rodríguez expidió la Ley de Secretarías de Estado, Departamentos 

Administrativos y demás dependencias del poder Ejecutivo Federal, del 22 de marzo de 

1934, que reglamentaba ocho secretarías y cinco departamentos. 

- A su vez, el gcneral Lázaro Cárdenas expidió la Ley de Secretarías y Departamento,'\ de 

Estado en el mes de diciembre de 1935, previendo ocho secretarfas y siete 

dcpart01men10s. 

- En diciembre de 1939, Cárdenas promulgó otrn Ley de Secretarías y Departamentos de 

Estado que comprendía nueve secrctariai; y seis departamentos. 

-La anterior ley fue reformada en diciembre de 1940, bajo el mandato de Manuel Avila 

Camacho. creándose la Secretruia del Trabajo y Previsión Social, así como la Secretaría 

de Marina. 

-También en 1943 se reformó la ley de 39, creándose la Secretaría de Salubridad y 

Asistencia. fusionando la Secretarfa. de Asistencia Pública y el Depanamcmo de 

Salubridad Pública. 

- En diciembre de 1946, don Miguel Alemán expidió una nueva Ley de Secretarías y 

Departamentos de Estado, ampliando el número de secretarías 11 trece y reduciendo el 
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número de departamentos a dos únicamenle. Esta ley señalaba Jos ámbito.-. de 

competench1 (aunque en forma genéricu) a cada secretaría y departamento y dejó como 

facultad del presidente Ja expedición de un rcglamcnro, que detaUarfa las funciones de 

cada órgano, que fue expedido en el siguiente mes, enero de 1947. (Reglamento de la 

Ley de Secretarias y Departamentos de Estado del 2 de enero de 1947). 

Esto es, la ley contenía un simple Jistado de lw; dependencias y sus atribuciones globaks, 

d~jando a una disposición reglamentaria de la misnw, el señalamicn!O cspecífko de h1s 

funciones inherenres a cada secretaría y dcpartamenro. Ello por supucslO daba al 

presidenre ;m1plio margl·n discrecional para n:-11!ízar Jos ajustes administrntivos qul' 

considerara convenicnrcs. por la foculwd rcghnncntaria qut: did1a ley le otorgaba. 

- Con Adolfo Lópcz Mateos se expidió Ja Ley de Secretarías y Dcpartumentos de Estado 

que reglamentaba quince secretarías y tres departamcnros; esta ley fue reformada en 

1964 y 1970 al iniciarse los períodos de gobierno de Gustavo Dfaz Ordaz y Luis 

Echevcrrfa. 

- En Ja úJtjma etapa de gobierno de Luis Echcvcrríil fue refonnada la ley para u-an~formar 

a1 Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización en S~rctarfa de la Reforma 

Agraria. y al Dcpart.amcnro de Turismo en Secretaría de Turismo. 

- La ley que actualmente se encuentra vigente. es la Ley Orgánica de Ja Achninistradón 

Pública FederaJ, de fecha 22 de diciembre de l976; publicada en el Diario Oficial de la 

Federación del dfa 29 del mismo mes y año y en vigor desde el lo. de enero de 1977. que 

:1brogó la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado de 23 de diciembre de 1958. 

Estu ley ha sido refom1ada en diversas ocasiones: 8 de diciembre de 1978 y 21 de abril 

de 198 l, ambas en el período de José López Portillo; asimismo en diciembre de 1982 al 

iniciarse el régimen de Miguel de la Madrid Hurtado. 
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Evidentemente Ja refonna que más interesa es la relativa a su articulo 13. de fecha 13 de 

diciembre de 1985, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 26 del mismo mes 

y año, cuyo análisis y estudio han dado origen a este trabajo. 

Finalmente cabe mencionar que la más reciente reforma a esta ley data del 21 de mayo de 

J 992 y fue publicada el 25 del mismo mes y año en el Diario OfidaJ de la Federación, y reforma. 

adiciona y deroga diversns disposiciones de esta ley. siendo las más relevanles la creación de Ja 

Secretaría de Desarrollo Social y Ja supresión de fa Sea-etaria de Desarrollo Urbano y Ecología. us( 

como Ja dr. Ja Secrctarfa de Progr.imación y Presupuesto, haciendo un total de 17 secretarías y l 

departamento. 

Los antecedentes señalados, nos dan una clara idea de Ja dinámica que la vida 

administrativa ha tenido en el presente siglo en nuestro país, las múltiples refonnas necesarias en su 

desarrollo (aunque aquí compartimos Ja opinión de los tratadistas en el sentido de que el tiempo ha 

demostrado Ja ineficacia e intrascendencia de algunas de éstas). todo lo cual nos arroja el resultado 

final consistente en una administración pública que tiende cada dfa más a perder Ja robuscez que 

antaño la caracterizó. (13) 

1.2. FINES ESPECIFICOS DE LA LOAPF 

Con base en la narración cronológica deJ desarrollo de Ja administración pública en nuestro 

país. bien podemos afirmar que la actual L.O.A.P.F. es de alguna manera 1a sfutesis del esfuerzo 

realizado tendiente a esre fin: Ja organización adecuada de las funciones de cada órgano. así como 

(l'JJ Para la cbt.:.nci~n de la i;:ronología ti<'.lrrada ue to1114ron coma b.t11e la11 sigUlontas obra11: 

Moreno Rodr!auez, Rodr!Qo., op. Cit. p.p.IJl. !32 y 146 a la 152. 

constitución Política dll' los E:Jtados Unido!! Mexicanos Ccm .. ntndn. Pu.b.lico'lción dol lmll;;itutc 

de Investlgdciones Juríd~c.1:; ".!" b 1.1/AH., México, 1905, en los comtintarlos qua d~l artículo 90 n.!l1:a 

el t.lc. ::iMl.tia90 Barajd:l Mont~s de Oca. p.p.210 y 211. 
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el mejor diseño de una nueva estructura de administración, buscando en todo momento que los 

asuntos sean a1c:ndidos por órganos de competencia claramente delimitada. mediante la 

determinación de puestos jerárquicamente csrablecidos, tratando de que la administración pública 

sea un todo armónico. 

Sin duda, al precisar Jos ámbitos de competencia, pcrmíte que las responsabilidades 

derivadas de la gestión pública se perciban con mayor claridad y esta es. a nuestro juicio, una de las 

características más rcle\'antcr de Ja actual vida administrativa, cumpliendo su cometido con 

honestidad. eficiencia y eficacia. 

No debemos negar que fueron precisamente los grandes vicios que padeció, lo que influyó 

para que' se buscara Ja actual legislación, así se afirinaba: 

Los graves vicios y disfunciones que había acumulado Ja administración 
pública no le permitían responder con eficacia y oponunidad a los redamos 
.'iOCÍales; eJ costo político de la ineficiencia gubernamental resultaba superior al que 
implicaba una reforma administrativa de gran alcance. Jo cual motivó la decisión de 
rcestructUrar a fondo la organiuación y funcionamiento del gobierno federal. (14) 

Para alcanzar los fines enunciados era necesario contar con todos los elementos necesarios 

para bien concluidos, incluyendo Ja llamada "voluntad poUtica", a esto se refería Alejandro Carrillo 

Castro cuando señalaba: 

Soetal, 

.. .la certera afirmación de MeJchor Ocampo de que "en la administración 
los Jl'ledios son el todo" ... esa frase expresa con toda claridad la preocupación que 
debe rencr todo estadista no solamente de proponerse fines legftlmos y objetivos de 
gran alcance, sino de procurar que existan Jos medios -también legítimos y 
eficaces- para alcanzar dichos fines y objetivos de naturaleza política. (15) 

(141 Moreno Rodríguez, RodrJgo., op. Cit.. p.JS9. 

1151 Carrillo castro, Ai'ljandro., Reform.a Admlnt:Jtrl'lt.Jva parit &l Oa3111.rrollo Eeonómko y 
C 1976-1 ')82 J, Revtstn do Ad:ninJst.r.,eión Prtbllea, nll!!itt. 3l Y 32, ItlAP, Héxieo, 1971, P .11., 

eJtado por RodrJ.go Horeno Rodríguez., Op. Cit. p.1S~L 
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Esta labor de Ja búsqueda de un cuerpo legal más acorde a nuestra realidad y suficiente para 

nuestras necesidades de administración, se realizó a sabiendas de que ello acarrearía una 

organización mejor para nuestra nación; una conúnuidad y control en los planes y programas del 

gobierno en sus tres niveles: federal, estntal y municipal; aplicando el Pacto Federal mediante Ja 

asignación de tareas y procurando un efectivo control de la gestión públka. 

En resumen, la L.O.A.P.F. que se comenta, busca la regulación integral de la 

administración pública federal; entr.iña un serio es.fuerzo por reorganizar a la estructura y funciones 

administrativas para de esta manera, hacerlo en fonna gt.:ncral con el país. 

La iniciativa de L.0.A.P.F. de 1976 -cita el maestro Gabino Fraga- considera como fines 

específiCos: consignar en un solo cuerpo legal la compleja estructura que se había creado con el 

crecimiento del aparato administrativo; adecuar Ju administración pública a las necesidades y 

problemas planteados por la situación del país y del mundo; establecer en forma clara y precisa las 

facultades de las distintas entidades administrativas; evitar duplicidad ele funciones de dichas 

entidades para definir responsabilidades y permitir que las decisiones gubernamentales se traduzcan 

en resultados satisfactorios para los gobernados. 

lgualmcnle se busca la institucionalización de la programación de las acciones de la 

Administración Pública; el establecimiento de prioridades, objetivos y metas que resulten 

comprensibles y viables y que las dependencias directas del Ejecutivo Federal se constituyan en 

unidades responsables que se encarguen de la coordinación de los organismos descentralizados, 

empresas de participación estatal y fideicomisos que se ubiquen en el áf!1bito sectorial que habrá de 

estar a su cargo. (16) 

tl61 Fraga, aabino., Op. Cit.. p.p. le4 y 195. 
Chu.nvrrec Chemor, Emilio .• Derecho Admin1st.rat1vo. cont.enldo •m Int.roducclón al Derecho 

Mexicano. Tomo¡_ la. Ed., lJNAH, Htixico, 1981, p. 293. 
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1.3. SUS APORTACIONES 

La actual Ley Orgánica de la Administración Pública Federal constituye el esfuerzo por 

consolidar un cuerpo Jegal único que regule Ja actividad estatal desmallada a través de los órganos 

que integran Ja estructura administrativa; esta Jey ofrece innovaciones que se resaltan en este 

aparwdo. 

En términos generales puede señalarse que entre las principales novedades de csra Jey 

reglamentaria -" ... la que desarrolla una norma constitucional o un principio dado en la 

Constitución .. :' (17)- e.s1á el que regula por primera vez conjuntamenrc tanto i.1 la administración 

centralizada corno a la parJestataJ, detallando los orgános que componen a cada una; constituye por 

lo tanro; un tratamiento integral de la administración al establecer fas bases de su organización y 

detenninar Jos elementos y funciones de cada dependencia tanto en forma globaJ, corno de manera 

específica; en esta ley :idemás, se respeta el principio de establecer por medio de una Ley del 

Congreso el número de secretarías. así como las funciones correspondientes. 

Las innovaciones más importantes de la LOAPF son las siguientes: 

a).- Establece las bases de organización y la forma de integración de Ja administración 

pública federal mexicana; Ja divide en centralizada y paraestatal. 

En la pane centralizada se encuentran las llamadas dependencias: las Secretarías de Estado, 

los departamentos administrativos y la Procuraduría General de la República; desarrollan " .. .las 

actividades que en forma progrnmada y con base en las políticas, prioridades y restricciones que 

!171 /tcoat<! Rorre1u. HlQ'U<'ll.. Cp, Clt. p.5::!1. 
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demande el logro de objetivos y metas fijadas en los planes de gobierno, establezca el presidente en 

forma directa o por conducto de los secretarios competentes." (18) 

Por otra panc se encuentra el sector paruestrual compuesto por Jos óq~anos 

descentralizados, la'i. empresas de participación estatal. las im>tituciones nacionales de crédito, las 

organizaciones auxiliares nacionales de crédito, las instituciones nacionales de seguros y fianzas y 

los fideicomisos públicos. 

En palabras del doctor Acosta Romero, el sector paraestatal " ... es un conjunto de unidades 

administrativas que formnlmente están inregrados en Ja administración pública federal y a los que 

también la LOAPF con poca técnica les llama entidades ... " ( 19) 

pública. 

Por su parte la LOAPF en su artículo 9o. señala que Jos intcgranres del sector paraestataJ 

... han sido incorporados a Jas citadas dependencias del Ejecutivo fcderJl 
según el ramo o actividades que desarrollan, a efecto de que sus relaciones tanto 
políticas como económicas se desenvuelvan de manera coherente y coordinada. 
encargándose cada secretarla tanto de Ja planeación de sus funciones como de la 
vigilancia de su operación ..• (20) 

La nueva LOAPF establece pues, en fonna integral la organización de la administración 

b),w Contempla Ja creación de los departamentos ad01inistrativos, mediante ley del 

Congreso y señala Ja igualdad jerárquica de éstos con las secreLlrlas de Esudo, imponiéndoles a sus 

il8J const1cuc16n f'oHt1ca da lo~ Estados Unldo11 Huxicano1.1 Ccmt:mtad<l., Instituto do 
lnvosti11acLones Jur.ldicas de 111 UNAM •.• Loe. Cit. da contormld.ld a lo establecido por el artfculo 

9o. da 111 LOAPF. 

ll9J Acolita Romero, Hl9uel ,, Op. Cit. p.109. 

1201 consc1tucl6n Cornent<lda .•. Loe. etc. 
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titulares Ja obligación de informar al Congreso el estado de su administración. Esto ha sido 

ampliamente comentado en el apartado correspondiemc del capítulo II. 

e).- Precisa la estructura administrativa básica de las dependencias del Ejecutivo Federal y 

dctcrynina la posibilidad de la creación de órganos administrativos dcsconcentrados " ... que 

dependen jerárquicamente de las secretarías y departamentos y que cuentan con facultades 

específicas dentro de un ámbito territorial determinado, a fin de atender m;is eficaz y eficientemente 

cienos asuntos de las dependencias del Ejecutivo Federal." (21) 

d).- Según se mencionó en el inciso a), la LOAPF en su arúculo 'Jo. establece el sistema de 

programación de las actividades públicas, en aras de la consolidación de los objetivos y metas de 

los plan~s de gobierno. 

e).- Preveé la existencia de los reglamentos interiores de cada dependencia y establece la 

obligación de publicar los manuales de orgadzación, de procedimientos y de servicios al público. 

f).- Contempla la posibilidad de acuerdos colectivos del Jefe de Estado, con Jos titulares de 

Ja Administración. tanto central, como parncstatal. esto es, reuniones de gabincle tcndienccs a Ja 

definición y evaluación de políticas de gobierno y administración. 

g).- Establece la base legal para crear unidades administrativas bajo la dependencia directa 

del Presidente, las llamadas ºcoordinaciones". 

h).- Asimismo otorga facultades al titular del Ejecutivo para determinar la sectorización de 

entidades. en atención a Ja naturaJeza de sus funciones, designando a las dependencias que fungirán 

como coordinadores del sector. 

f211 Arc1eu1o 170. d>! 11!1 LOAPF. 
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Cabe aquf señalar las ideas siguientes: 

Esta coordinación, y el hecho de que están sujetos a restricciones y 
obligados a seguir una política determinada confonne a prioridades, dentro dc un 
plan de gobierno, establece jcrarqufa.'i respecto de la unidad, cabeza de sector, y los 
organismos y sus directores, lo que confirma nuestra opinión de que se trata de 
organismos ya no sólo estrictamente administrativos, o técnicos, sino también 
políticos, dado que sus directores también son nombrados y removidos por el Jefe 
de Estado y al detenninar agrupami<"ntos de las entidades de la Administración 
Pública P:iraestatal por sectores definidos. en nuestro concepto implica una 
dependencia jerárquica. (22) 

Los visos de control político que esle autor aprecia, a nuestro juicio resulta acertado y 

constiruyc un medio más de fonalecimiento dd ;H:cionar del titular del Ejecutivo. 

i).~ Fina.Jmcnte, plantea Ja posihilidad de celebrar convenios de c:oordin<1dón con las 

entidades federales y con los municipios. 

Para efectos de esta investigación con~ideramos que estas son las innovaciones más 

relevantes de la LOAPF. 

2. EL DECRETO PROMULGATORIO DE LEYES 

Es de cabal importancia conocer la conceptualización que del decreto promulgatorio ha 

configurado la doctrina jun'dica mexicana. 

En forma escueta Jos destacados juristas Jorge Carpizo y Jorge Madraza establecen la 

diferencia entre Ja ley y el decreto, y todo vez que Ja Constitución de 1917, al igual que Ja de 1857. 

t221 Acoota Ro111era, Hi11uol., Op. Cit. p.121. 
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nada mencionan al respecto, estos aurores recurren a la Constitución Centralista de 1836, misma 

que en su artículo 43 hacía mención a la ley y el decreto: 

EJ primer nombre corresponde a las que versen sobre materias de interés 
común, dentro de la órbita de atribuciones del poder legislativo. El segundo 
corresponde a Jas que dentro de la misma órbita, sean sólo relativas a determinados 
tiempos, lug:ires corporaciones, establecimientos o personas. (23) 

Tomando en cuenta que pretendernos dar un enfoque adnúnistrativo al trabajo uquf 

desarrollado, ht•mos de 1m~ncionar que para el doctor Andrés Serra Rojas conforme a la 

interpretación del artículo 70 Constitucional, todo decreto es una resolución particular que esrablece 

una diferencia conceptual con las resoluciones contenidas en Jos decretos legislativos cuyo ténnino 

genéricd designa rodas Jas decisiones escritas del jefe del Estado. 

Según c.i:te autor tal concepto se incluye en el artículo 92 Constitucional; aunque sólo 

constituya otra formJ de dar a una determinación administrativa adaptada por el titular del poder 

Ejecutivo, otro instrumento sujeto a requisitos esenciales de procedimientos fijados en fórmulas 

clásiCas bien definidas, a fin de nonnar con su expedición una situación concreta. 

Dicho decreto deberá s~r firmado por el funcionario a quien vaya dirigido ya que su 

existencia. validez y eficacia requiere deJ refrendo ministerial, a efecto de atender la satisfacción de 

intereses públicos específicos. 

Para cJ doctor Semi Rojas existen tres clases de decretos: 

~ El decreto-.ley, acto legislativo dictado en épocas anormales por el 
Ejecutivo, que altera el principio de Ja división de poderes, 

123) carpizo, Jorge y Jorge, M.1dr.:1:!0., DQrecho conutJtucJonai. Contenido en Int.roducc16n itl 

Derecho MexJc:a.no, Tomo I, la. Ed •• L':JA.M. Hf!)dco, I'lSl, p.17J. 
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- El decreto delegado, facultad extraordinaria para hacer freme a 
situaciones de excepción, como puede ser la suspensión de garantías individuales. y 
por último, 

- El decreto administrativo, facultad concedida al órgano ejecutivo para 
dictar resoluciones sobre una especie particular de Jos negocios públicos, en 
ejercicio de sus funciones. (24) 

Es al último de Jos mencionados aJ que pertenece el decreto promulgatorio de lc:yes. 

previsto por el artículo 92 Constitucional. 

A fin de enriquecer el tema, conviene referir Ja disertación que ni respecto fonnula el 

doctor Miguel Acosta Romero, quien habla de los dc1...1c1os legislativos, judiciaJcs y administrJtivos. 

Resumiendo su exposición indicaremos que considera como decreto legislativo a los 

previstos en Jos artículos 70 y 72 de la Constitución; el primero señala que toda.') Ja.') resoluciones 

del Congreso tendrán el carácter de ley o decreto; el segundo. el procedimiento de discusión, 

interpretación, o reforma de las leyes y decretos. 

Puntualiza que la ley crea situaciones jurídicas generales y el decreto situaciones jurídicas 

concrcta..'i. 

En tamo que Jos decretos judiciales son simples determinaciones de trámite, que se dictan 

·dentro del proceso civil. 

El autor de ''Teoría General del Derecho Administrativo" nos enseña que el decreto 

administrativo tiene su base constitucional en los artfculos 89, fracción 1, y 92 de Ja Constitución., 

para concluir expresando: 

1241 $erra Rojas, Andréu., Oerecho Adlfl1nlotrat.1vo. Tomo r. 4o, Ed., Hnnual Porrlla, Héxlco, 

1969. p.¡::i.128 " ).JO. Citado por Sant14!JO B4r4j4:J Hontes de 0<'.'d, ,..n sus c::m•mt.:irloc nl .irt!culo J~, 

constitución Polttlca de los Estados Unidos Hexlcanos, comentad.i ... Op. Cit. 
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Consideramos que Ja base constituciomtl para el decreto administrativo se 
p:ecisa en el artículo 89, fracción 1, que habla de facultades del presidente para 
ejecutar las leyes, y creemos que es a través de actos concretos que se logra la 
ejecución de las mismas ... (25) 

De los conceptos vertidos hemos de concluir que el decreto en comento, el promulgatorio 

de l<:yes, es una decisión expresada en un acto administrativo, dictado por el presidente, en 

cumplimiento de la obligación que la ley establece, que crea una situación conL7Cta. 

Cabe hacer hincapié en que se trata entonces de un a1..10 netamente administrativo y la 

situación jurfdica concreta que se crea a través del rnulticitado decreto promulgatorio de leyes, se 

refiere adelante. 

2.1. ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES 

Entre las cuestiones controvertibles de la reforma legal al artículo 13 de la LOAPF, 

sustento de este trabajo, se encuentra lo relativo a su constitucionalidad, así como las diversas 

inteq>retaciones al artículo 92 de la Carta Magna. 

Estos son los motivos por los cuales es necesaria una mención sobre la manera en que 

diversas canas fundamentales se han referido al Decreto Promulgatorio de Leyes. 

La Constituci(m de Cádiz de 1812 indica que el refrendo n9 tenía lugar tratándose de 

leyes de las cortes y el monarca tenfa el monopolio para promulgarlas. 

En efecto, el acto promulgatorio conforme a la cana gaditana. no iba refrendado por los 

secretarios del ramo, el monarca se dirigía a esos altos funcionarios para que circularar.. el mandato 

real entre las autoridades judiciales y subalternas. 
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Por su parte en la llamada Constitución de Apat7jngán para cfet:tos del acco 

promulgatorio era necesario que el Ejecutivo (integrado por tres personas) y el secretario de 

Gobierno lo firmaran; dada la importancia 'le c~tc antecedente se transcribe la fónnula 

promulgatoria que esta constitución establecía: 

El Supremo Gobierno Mexicano a todos los que las vieren, sabed: Que el 
Supremo Congreso en sesión legislativa (aquí la fecha) ha sancionado la siguiente 
ley (aqui el texto literal de la ley). Por tanto, para su puntual observancia, 
publíquc~ y circúlese a todos los tribunales, jmaicias, jefes. gobernadores y dl.'más 
nutoridades, así civiles como militares y edcsiástkJs de cualquiera clase y 
dignidad para que guarden y hagan guardar, cumplir y ejt:t.'.Utar la presente h:y en 
todas sus partes. Palacio Nacional •.... Fínnarán los tres individuos y el secretario 
de Gobierno. 

La primera cunstituci(m federal, de 1824. no estableció ninguna fórmula sacramental para 

la promulgar.:ión y por lo tanto, tampoco hace: referencia alguna al refrendo secretaria! en el dcl:rcto 

promulgatorio. 

Contrario u la anterior, la carta centralista d~ IK36, sí estableció fómml:1 para la 

publicación de leyes y decretos del Congreso remitidos al presidente sin establecer el refrendo de 

los secretarios en esos supuestos. 

De igual manera se procede en las llamadas Uascs Orgánicas de 1843, esto cs. no scfialan 

el com:urso de secretarios refrcndatarios, pero sí el texto que se debe obscivar para la publicución 

ele las leyes y decretos del Congreso. 

La Constitución de 1857 no estableció ningún texto o fónnula para la promulgación de 

decretos o leyes del Congreso y en consecuencia tampoco prcveé la contrafinna de los seL1etarios. 

Por su parte, nuestra actual Constitución establece en su ar¡fculo 92 la figura del refrendo 

(artículo reformado en 1981. ampliamente comentado en el capítulo anterior); en tanto que el 



artículo 70 establece la fórmula promulgatoria siguiente: "El Congreso de los Estado'\ Unidos 

Mexicanos decreta: (texto de la ley o decreto)". 

En esta cronología sólo se contienen las cartas fundamentales más relevantes y con su 

narración se demuestra que las cartas constitucionales de México, con excepción de la Constitución 

de Apatzingán, nada mencionan sobre el refrendo sr.:cretarial de .:ictos prumulgatorios de leyes y 

decrCtos del Congreso. 

2.2. ANTECEDENTES LEGALES 

Es precisamente por la redacción de las diversas nonnas reglamentarias dd ru1ículo 92 

constitucional que se han expedido, el que se haya adquirido la práctica viciada de c.xigir el 

refrendo de los secretarios en el decreto promulgatorio de las leyes del Congreso, y con ello se haya 

acuñado l:i frase de "refrendo de Leyes". 

Conviene entonces mencionar que el primer antecedente reglamentario del citado artículo 

92 lo constituye la Ley de Secretarlas de Estado, Departamentos Administrativos y demás 

Dependencias del Poder Ejecutivo Federal, publicada el 6 de abril de 1934, durante el mandato de 

Abclardo L. Rodríguez. 

Esta 1ey, fue más allá de lo preceptuado por la Carta Magna, ya que en su artículo 23 

cstablecín: 

Los decretos, reglamentos. acuerdos y órdenes que expida el presidente de 
la República, o las leyes que promulgue. relacionadas con ramos de la competencia 
de dos o más Secretarías, deberán ser refrendados por todos y cada uno de los 
secretarios encargados de las dependencias a que el asunto corresponda. 
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Es menester recordar que en la fecha de su pronmlgación, era muy recurrido el 

otorgnmienlo de facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso al presidente de Ja República; 

esta ley rcglamenuiria se refiere evidentemente a las leyes expedidas por el presidenle en uso de 

facultades extraordinarias, las cuales no sólo expide, sino promulga. 

Por lo tamo, las leyes en cuestión son actos materialmente legislativos, pero formalmente 

administrativos en atención al órgano que Jos emite, y csra es Ja razón por Ja cual quedan sujetas al 

refrendo del secretario titular del ramo al que la ley se refiera; por el contrario, este precepto legal 

no resultaba aplicable a las leyes del Congreso, actos fomml y marerialmente legislativos, ya que el 

presidente de la República no las expide, sino sólo las promulga. 

Es el texto de la nom1a reglamentaria de 1934, la que da lugar a que se empiece a atribuir el 

refrendo de leyes a Jos secretarios encargados de las dependencias a que el contenido de la ley se 

refiriera. además del refrendo ordinario, el de los decretos, reglamentos, acuerdos y órdenes que 

expidiese el presidente de Ja República; motivado esto, como ya se señaló, por equívocas 

interpretaciones, 

Al año siguiente, I 935, se expide una nueva Ley de Secretarías de Estado, que textualmente 

establece: 

Artículo 24. Las leyes, decretos, acuerdos y órdenes expedidos por la 
Presidencia de la República deberán, para su validez y observancia constitucionales 
ir firmados por el secretario o jefe del departamento que corresponda; y cuando se 
refieran a ramos de la competencia de dos o más Secrewfas o departamentos 
deberán ser refrendados por todos los titulares de las dependencias a que el asunto 
corresponda. 

Esta ley, al igual que la expedida en 1939, hace referencia a Jus leyes expedidas por la 

Presidencia de Ja República; en tanto que los posteriores ordenamientos de 1946 y 1958, aluden a 
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las leyes, decretos, acuerdos y órdenes expedidos por el presidente de la República, quedando claro 

en estos cuerpos nonnativos que se refrendan las leyes expedidas por el Ejecutivo. 

A nuestro juicio, todas y cada una de esms leyes se excedieron al precisar los actos que 

requerían de refrendo, esto es, no tuvieron base constitucional ya que el artículo 92 no hace 

mención a las leyes y el supuesto de las facultades extraordinarias para legislar conferidas por el 

Congreso de la Unión se encuentran nítidamente establecidas en los mtfculos 29 y 131 

constitucionales. 

A mayor abundamiento, el propio presidente L:1z.aro Cárdenas, promovió se agregara un 

apartado al artículo 49 constitucional, que se aprobó precisando que sólo en los casos de los 

artículo~ 29 y 131 se otorgarían facultades extraordinarias para legislar. 

Tal y como se mencionó anteriormente. la actual Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal se expidió en el año de 1976 y tiene el acierto de no hacer referencia al refrendo de 

leyes, ya que 1a práctica del otorgamiento de facultades extraordinarias para legislar cayó en 

desuso, siendo la última ocasión en que esto ocurrió, en el año de 1942, con motivo del estado de 

emergencia motivado por la declaración de guerra contra los países del Eje, suspendiéndose las 

gnnuitías en junio de 1942 por decreto del Congreso. 

La ley de 1976, dada la trascendencia que tiene para esta investigación. se analizó en el 

apartado relativo con mayor detalle. (26) 

1261 !-.are ln. obt.anción ;;i.., un ;:-Jyor rnl. .... ero d"' <iato:i relatiVO!l' a «!lt!I n11rriu:ión cronol6q1c.a, 
remltlmos ol lector n. 1011 slguit!nteo obt'.ais: 

- .S.aénz: Arro-¡o, Jotu!J. rresentoclón del libro. 
- Rulz: H.aasleu, José f'ranclaco. El Re!rondo en la EVOluclón conseltuclonal de México: Un 

Recuenc.o Doqmático. p.p.20 a 25 y 29. 
- Kolly, ouiUerrr.o. El Retrendo de loo Decretos rro111UlQatorlos. p.57. 

Estos tros art.iculos contenidos en el libro 'El Refrendo y loa Relaciones entre el Conqroso 
de la unión y el Poder Ejecut.ivo•. Instituto de lnveotlqaclones Juridlc.as, lnl-'H. la. Ed., 

Hlquel An9el Ponlla, Hé.xico, 1986. 



2.3. PROMULGACION Y PUBLICACION DE LA LEY 

Una cucsti6n que requiere se precise. es Ja relativa a los términos promulgar y publicar, los 

dos en relación con las leyes. 

Es sabido que durante el desarrollo del proceso legislativo, el titular del Poder Ejecutivo 

cuenta con la facultad de formular observaciones a los proyectos de leyes que les son remitidos y 

que en la práctica se denomina "veto presidencial", por Jo tanto es esta Ja única instancia en la que 

el Pres..ideme aprueba o no el proyecto de ley. 

Se hace mención a eUo porque algún sector de la doctrina asigna a Ja promulgación una 

caracteñstica de aprobación o sanción del Ejecutivo a la ley que el Congreso le remite, apreciación 

equivocada a nuestro juicio. Jo que se demuestra adelante. 

AJ hablar del proceso legisJativo, el iJustre maestro Don Eduardo Gll!Cía Maynez. señala 

seis diversas etapas: iniciativa, discusión, aprobación. sanción, publicación e iniciación de Ja 

vigencia. 

La etapa que más nos interesa es la relativa a la publicación, que este autor define como 

" ... acto por el cual Ja ley ya aprobada y sancionada se da a conocer a quienes deben 

· cumplirla .•• "'. (27) 

- H4dra:z:o, Jo.rgo. ComentarloP 1'1 1'rtíc:ulo 29. p.p.B) 11 85. 

- Oro:z:c:o Henr!que:z:, J. Je9da. Comentarios Al artículo ,9. p,µ.119 a 12B. 
- Schroedur cordero, f"ranc:isco Arturo. comentnrios "1 l'lrtículo 70. p.p.161 a 16J. 

- Barajas Hontes de Oca, SAntiago. Comont:irios Al artículo 92. p.p.21' a. 216. 
-.)la:m!re: outlérre:z:, José Othón. Comentarios al arc!culo 131. p.p.326 a: JJO, 

Contenidos en la Conntituc:J.ón Pol!tlc:a de lou Estados Unidos Hexlc:anos Comentada., Instituto 
de Inve!Jtigaciones Jurídicas, la. C:d., UNA.H, Héxlco, 1995. 

127) Oarcfo. H.tynez, Edua.rdo. Introduc:C'lón al Estudio del Derecho. J9a. Ed., Porrda, Héxico, 
1999, p,55. 
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Al hablar de la última etapa, la iniciación de la vigencia, hace referencia a dos sistemas: el 

sucesivo y el sincrónico. 

Por su pane Guillermo Kelly, al hablar de la promulgación categóricamente establece que 

constituye un acto administrativo, (28) y más adelante afirma que la promulgación de la Ley 

expedida por el Congreso, queda ya fuera del proceso legislativo o de formación de IJ..'> leyes. (29) 

En su artículo denominado "Efectos de la Adición al arr(culo 13 de la Ley Org;ínic..·a de Ju 

Administración Pública Federal t!n la Jurisprndencia", Salvador Rocha Dfaz indicu que " .. .Ja 

promulgación consiste ... en la orden de publicación de la ley, que debe emitir el titular del Poder 

Ejecutivo, en cumplimiento del mandato contenido en Jos :utículos 72 y 89 de la Conslítudón 

Federal". (30) 

Fommla una reflexión señalando que el efecto obligatorio de la ley proviene del Congreso 

de la Unión y este efecto se surte como consecuencia de la publkal:ión, etapa posterior a Ja 

promulgaci6n dentro del proceso legislativo, para concluir con un aparente juego de palabras. que 

constituye el remate de su cxposici6n: 

La promulgación es la orden de publicación y la publicación condiciona la 
entrada en vigor de la ley, por lo que la observancia y cumplimiento constituyen la 
finalidad perseguida por Ja publicación, pero ello no debe confundimos al extremo 
de considerar que la promulgación es una orden de cumplimiento de la ley. (31} 

129) Jo:al!y. cuillorrnr..>. Op. <71t. p.0:.1. 

!2\11 Jbld, p.52. 

f)tlJ Ro<:ha 01.1:::, ~l.1l•1.-.dor. Op- cit .• p.•!:?. 

1)1¡ Ibld. p.GL 
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En la impanición de la cátedra de Derecho Administrativo, el maestro Alfonso Nava 

Ncgiete expresa una diferenciación tnjante entre los términos 4ue se analizan; a-,f, el promulgar una 

ley es la aprobación o sanción que mediante un decreto hace el presidente de Ja República, respecto 

de una ley que aprueba el Congreso de la Unión. 

Para este administrativista, publicar una ley es difundir al público el contenido de Ja ley a 

través del Diario Oficial del Gobierno Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos; finalmente 

indica que ejercitar una ley es aplicarla y <1catarla al mismo tiempo. 

Fr.incisco Arturo Schroeder Cordero afirma que son cinco los pasos para la creación de una 

ley o decreto: inkiativa, discusión. <1probación, promulgación y publicación. Para este autor: 

... la promulgación es el decreto por el cual el jefe de Estado certifica la 
autenticidad de la ley, de manera que nadie puede negar u objetar su existencia ni 
legalidad con que se formó, sanciona así con su autoridad el nuevo ordenamiento 
juridico, dándole fuerza para que sea cumplido por la autoridad y Jos ináividuos, al 
mismo tiempo que dispone su publicación, esto es el medio de que se vale el poder 
público para darlo a conocer, ya que es de explorado derecho que una ley pam ser 
obedecida tiene antes que ser publicada debidamente y hecho esto a nadie favorece 
o excusa su ignorancin ... (32) 

Como se aprecia, existe disparidad de criterios; a estas opiniones sumamos la del maestro 

Trinidad García quien expresa que promulgación y publicación tienen el mismo significado cuando 

a la ley se refieren, según se prueba con el empleo dado en el lenguaje corriente y en el jurídico; no 

obstame, distingue en In promulgnción dos actos: por el primero el Ejecutivo interpone su autoridad 

para que la ley debidamcn!e aprobada se tenga por disposición obligatoria, en tanto que por el 

segundo, la da a conocer a 4uienes deben cumplirla. 
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Añade que eJ primer acto implica 4ue la ley ha sído aprobada por el Ejecutivo o que, 

objctida por él, ha sido rntificada por las Cámaras. Distingue tres fases en la intervención del 

Ejecutivo en la fom1ación de las leyes y señala líJ necesidad de distinguirlas jurídicamente dándoles 

un nombre especial: 

- sanción, la aprobación de la ley por el Ejecutivo, 

- promulgación, el reconocimiento fom1a1 por éste de que la Jey ha sido uprobada conforme 

a derecho y debe ser obedecida. y 

- publicación, para el acto de hacer posible el conocimiento de Ja ley, por Jos medios 

establecidos para el efecto. (33) 

'En nuestra opinión, cabe recordar que donde Ja ley 110 distingue, no cabe distinguir, y toda 

vez que Jos vocablos promulgación y publicación son usados indistintamente en nuestra Carw 

Magna, creemos que el hacer Ja distinción formulada por los juristas en Jos términos referidos, y 

reconociendo que mediante la promulgación el Ejecutivo aprueba o sanciona la ley del Congreso, 

implicaría que además de la instancia que le ha sido conferida para formular observaciones, tendría 

en sus manos la facultad de decidir si publica o no la ley, Jo cual resultaría atentatorio del espíritu 

de nuestra Constitución y altt!rarfa sustancialmente el equilibrio existente hasta ahora entre los 

poderes, quedando en sus manos dar efectividad o no al proceso legislativo. 

Es evidente que el Jefe del Ejecutivo no aprueba las leyes, no las dota de valor jurídico, 

pues según expresión de Esmein " ... la ley es realmente perfecta y definitiva cuando ha sido votada 

por el Poder Legislativo ... " (34) 

lll) Careta Mayne~. Eduardo. Op. ele. p.61. 

fl41 Cltado por Aodr!guez y Rodr!ouez, Jtl'slls en El Refrendo y la P-erfeccJón del Acto 
Legislativo. Cont.,nldQ en 'El Refrendo y laa Relaciones entre el Congreso da Ja Unión y el Podar 
Ejecutivo•.,. p.99. 
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Nuestro punto de vista se ve fonalecido con la afirmación de Salvador Rocha Dfaz en el 

sentido de que 

Cualquier promulgación de una ley consiste en la orden de su publicación, 
es conclusión unánime de nuestra doctrina. pues en ella coinciden Felipe Tena 
Ramlrez, Miguel de la Madrid H., Ignacio B urgoa, Ulises Schmill, Jorge Carpizo y 
otros distinguidos constirucionalistas. Se Uega al extremo de que el Diccionario 
jurídico mexicano en Ja voz "promulgación de Ja Jey" remite a Ja voz "publicación 
de la ley". (35) 

2.4. PARTES QUE INTEGRAN AL DECRETO PROMULGA TORIO 

El considerar que el decreto promulgatorio de una ley se integra por el decreto 

admizüstrativo propiamente dicho, así como por Ja Jey o decreto emanados del Congreso de la 

Unión, es un documento único, indivisible, es lo que perdió a un sector de la doctrina llevándolos a 

afirmar que en estos supuestos es necesario el refrendo del secreuuio del ramo que corresponda; 

aunado Jo anterior a que también se olvidó que el cuño de Ja frase "refrendo de leyes" tuvo plena 

vigencia cuando era práctica común que el Ejecutivo legislara en uso de facultades extraordinarias 

y que es precisamente en este caso. en la actualidad, única y exclusivamente cuando procederá el 

citado refrendo. 

A nuestro parecer. es precisamente el criterio inverso a Jo manifestado, como debe 

entenderse que está integrado el decreto promulgatorio, esto es, se compone de una parte formal y 

materialmente administrativa, en ella el presidente autentifica Ja existencia del acto legislativo y Jo 

comunica a Jos habitantes, ordenando que se publique, ejecute y cumpla. 

llSJ Rocha 01.a:z, salvador. Op. Cit:. p.92. 
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La otra parte es formal y materialmente legislativa y es la transcripción literal y fiel de la 

ley o decreto del Congreso de ta Unión, que no sufre alteración o modificación alguna. 

Vale concluir este aparwdo con la acertada afinnación del Doctor Jorge Madraza: 

El decreto promulgatorio de una ley no es sino el medio de e11.plicitación de 
la voluntad soberana del Congreso y no puede ser confundido con un det:rcto 
administrativo generado por la exclusiva voluntad del presidente. (36) 

2.5. LA OBLIGACION CONSTITUCIONAL DE LA PROMULGACION A CARGO 

DEL PRESIDENTE 

La redacción del arúculo 89 constitucional ha motivado que se cuestibne si la 

promulgadón y ejecución de las leyes, prevista en su fracción J. es una facultad potestativa o una 

obligación del Presidente, esto porque en su inicio, el citado numeral establece: "La.i; facultades y 

obligaciones del Presidente, son las siguientes: ... " y luego cnnumera unas y otras sin discriminación 

alguna. 

Es la propia carta fundamental de nuestro país. la que nos precisa con claridad la naturaleza 

de c:i.;:a función del Ejecutivo; así, en su artículo 70 se indica que toda resolución del Congreso tiene 

el carácter de ley o decreto, y sólo se comunicará al Ejecutivo y se promulgará. 

De igual manera en su articulo 72, relativo al proceso de formación de lns leyes establece 

que una vez aprobado por las Cámaras el proyecto de ley o decreto, se enviarán al Ejecutivo, y es 

(361 Madrazo, Jorge. t.a doctrina mexicana. contenlo:lo en El ReCrondo y laa Rolaclone11 enr;ro 
ol Congn1so de 111 Unlón y el Podur Ejccur;lvo •.• p.37. 
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aquí donde pueden formularse observaciones a través del Uamado "veto"; para el caso de que no 

tuviere observaciones que formular. habrá de proceder a su inmediata publicación. 

Ahora bien, en eJ caso de que sí haya fonnulado observaciones y no obstante esto, el 

proyecto es confirmado por las dos cámaras, se enviará de nueva cuenta nl Ejecutivo para su 

promulgación. 

Fuera de la instancia que dentro del proceso de formación de leyes se concede al Ejecutivo 

para fonnular observaciones, no tiene ninguna otra instancia para hacerlo. 

La resolución promulgatoria de ninguna manera posibilita el validar el contenido de la ley; 

el efectó de la promulgación es de carácter declarativo. 

En conse.cuencia, Ja promulgación de Ja ley o de.creta del Congreso no es una facuirad 

dicrecional, sino es un mandato imperativo, una obligación ineludible a cargo del Presidente, 

debido a que si dentro del ténnino que la Constitución le otorga, fonnul6 con su expresión u 

omisión la correspondiente aprobación. o bien, que habiendo efectuado observaciones al proyecto. 

el Congreso lo haya confinnado, la ley o decreto son perfectos y sólo pueden derogarse o abrogarse 

a tráves del mismo procedimiento seguido para su creación. 

Sin embargo, para quienes sostengan que no constituye una obligación sino un derecho del 

Presidente. habrá que referirles la acertada expresión de Don Salvador Rocha Dfaz en el sentido de 

que la promulgación es " ... un derecho de ejercicio obligatorio, a cargo del Poder Ejecutivo .. ," (37) 

(37! Roc:ha Dfaz, ;;dl'.fador. Cp. Cit. p.90. 



141 

Cumpliendo pues el Ejecutivo con esta obligación, hace del conocimiento de gobernantes y 

gobernados, los cuerpos nonnativos aprobados por el Legislativo para que puedan ser observados y 

cumplidos. 

3. EL REFRENDO DEL DECRETO PROMULGATORIO EN LA LOAPF 

3.1. EL ARTICULO 13 DI¡ LA LOAPF DE 1976 

Tal y como fue publicada en el Diario Oficial de la Fe.deración del 29 de diciembre de 

1976, la LOAPF establecía: 

Artículo 13.- Los reglamentos, decretos y acuerdos expedidos por el 
presidente de Ja República deberán, para su validez y observancia constitucionales. 
ir firmados por el secretario respectivo, y cuando se refieran a asuntos de la 
competencia de dos o más Secretarios, deberán ser refrendados por todos los 
titulares de las mismas. 

Este articulo en su red:icción resultaba congruente con lo establecido por d artículo 92 

constitucional, debido a que en ninguno de los dos se hacía mcrn.:ión a las leyes o decretos del 

Congreso, ni a su promulgación~ precisamente este es el llCierto de esta ley, eliminó a las leyes del 

Congreso como instrumento legal sujeto a refrendo y en su momento colaboró en la detenninación 

de los alcances de dicha figura jurídica. 

A pesar de que esta ley -que abrogó a la anterior de 1958- aclaró. a nivel normativo, la 

improcedencia del refrendo de las leyes por ser inconstitucional. en la práctica prevaleció la 

conducta viciada de continuar refrendando lt:yes y decretos del Congreso, haciendo necesaria una 

adición al citado artículo 13, la cual se comenta en el apartado siguiente. 
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3.2. LA REFORMA AL ARTICULO 13 DE LA LOAPF 

Con fecha I 3 de noviembre de 1985, el entonces Presidente de la República, Miguel de Ja 

Madrid Hurtado, remitió a la Cámara de Senadores del Congreso de Ja Unión una iniciativa para 

adicionar el artículo 13 de Ja LOAPF. 

maner..i: 

En este documento, 1..·xpone l"l sustento de su iniciali\'a, que se puntuali4l de la siguientt! 

- El establecimiento del refrendo en nueslro país se da a partir de la Constitución de 

1824. 

- Sólo debe ser aplicado a los actos formalmente administrativos, propios del Poder 

Ejecutivo, y no debe ampliarse su aplicación a los del Legislativo. 

- Se ha aplicado el criterio de que secretarios o jefes de departamcnlo refrenden Jos 

decretos promulgatorios de leyes expedidas por el Congreso de Ja Unión, de acuerdo 

al contenido de la ley; lo cual implica adrniúr que las leyes son convalidadas por 

estos funcionarios, lo cual carece de base constitucional y atenta contra Ja división de 

poderes. 

- Sostener ese criterio equivale a reconocer que existe otra instancia, además de Ja 

facultad de veto, para limilar materialmente la voluntad del Poder Legislativo. 

- La práctica señalada pudo haber tenido sustento legal en las leyes reglamentarias 

anteriores a Ja LOAPF de 1976, fas cuales al margen de la Constirución, hadan 

mención al refrendo de leyes. 

- La LOAPF de 1976, aclaró Ja situación anterior, eliminando a las leyes, pero la 

práctica desvirtuada continuó. 
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• Los decretos de promulgación del Ejecutivo son actos adminiscr-.i.tivos. mediante ellos 

se autentifica Ja existencia y regularidad de una ley o decreto del Congreso y se 

hacen del conocimiento de Ja población, disponiendo se publiquen en el Diario 

Oficial de la Federación, ordenando se dé debido cumplimiento al acto legislativo, el 

cual se transcribe en el decreto promulgatorio. 

- Dentro del acto fonnal de promulgación se transcribe el acto formal y materialmt!ntc 

legislativo, sin perder este carácter por el hecho de csrar reproducido en el decreto 

administrativo del presidente. 

- El decreto promulgatorio contiene dos partes: una adminisrrativa, el ordenamiento 

administrativo de promulgación; la otra legislativa. la ley o decreto reproducido. 

- Conforme al artículo 92 constitucional, sólo 5e refrendan los actos administrativos; en 

el caso del decreto promulgatorio sólo se rr.frenda la parte del acto propiamente 

administrativo. 

- El decreto promulgatorio sólo debe ser refrendado por el secretario de Gobernación, 

por estar encargada esa Secretaría de manejar las relaciones del Ejecutivo con los 

otros poderes; y por publicar las leyes o decretos y administrar el Diario Oficial de la 

Federación. 

- Es necesario precisar la LOAPF a fin de acabar con la práctica de refrendar las leyes y 

ser congruente con Jos principios de división de poderes. 

Estos son Jos motivos esgrimidos por el Ejecutivo Federal para justificar la iniciativa 

remitida, sólo resta mencionar el párrJfo adicionado al Artículo 13 de la LOAPF, lo cual se hizo en 

los siguientes términos: 
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Articulo 13 

Tratándose de los decretos promulgatorios de Jas leyes o decretos 
expedidos por el Congreso de la Unión, sólo se requerirá el refrendo del titular de 
la Secretaría de Gobernación. 

3.J. DICTAMEN Y DEllATE DE LA REFORMA LEGAL 

3.J.I. DICTAMEN 

Considerando Ja importancia de Jos argumentos esgrimidos durante el proceso legislativo 

de adición al artículo 13 de Ja LOAPF, conviene referir en forma sumaria la expresión de quienes 

fueron sus principales protagonista.s. 

A la iniciativa presidencial de proyecto de refmma de adición, recayó el Dictamen de ta 

Comisión de Puntos Constitucionaks de Ja H. Cámara de Senadores, de fecha 29 de noviembre de 

1985: en este dictamen .se refieren los argumentos contenidos en la iniciativa prt!sidcncial, 

agregando que Ja doctrina consti1ucional mexicana h:r·admitido ya el uso del término "decreto 

promulgarorio", y que es así empleado corret..:lamcnte en el segundo párrafo propuesto por Ja 

iniciativa para adicionar el artículo 13 de la mulricitada Ley Orgánica de la Admjnistración Pública 

Federnt, por lo que se propuso Ja aprobación del proyec!o de decreto de <1dición; de es!e ex:pcdieme 

con Minuta Proyecto de Decreto, se dió cuenta y turnó a la Comjsión de Gobernación y Puntos 

Constitucionales de la Cá1mm1 de Diputados e1 día 2 de diciembre de 1985. 

Esta Comisión propuso el Dictamen a continuación comentado, cuya primera lectura se 

efectuó el día l l, y la segunda lectura el día 13, ambas en el mes de diciembre de 1985. 
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Cabe seílaJar que anterior a este dictamen, se presentó otro proyecto el día 5 de diciembre 

de 1985, el cual no se aprobó por la propuesta de que Ja adición al artículo 13 de Ja LOAPF, en 

realidad debía hacerse al artículo 92 constitucional. 

De entrada el proyecto de dictamen del 11 de diciembre, señala que los dccrclo-; 

promulgatorios de leyes o decretos aprobados por el Poder Legislativo no requieren, para su 

obligatoriedad y eficacia, del refrendo del secretario de Estado o jefe del dcpartnmenlo 

administrativo a quien competa la materia de la ley o decreto. 

Posteriormente se refiere al sistema de fonnación de nom1as por el Poder Legislativo, 

puntila1izando que las normas aprobadas por este Poder, akanzan plena validez jurídica al momento 

de ser aprobadas por ambas cámaras o por una de ellas, si:gún lo cstablt:ce la Constitución. 

Hace mención de Ja facultad del Ejecutivo parn formular observaciones a los proyectos de 

ley o decreto dentro del proceso legislativo. remarcando que esta facultad es indclcgable. e indic•1 

que si no usó esta facultad, o fue esto superado por el Legislativo, la ley debe promulgarse. 

Para el Ejecutivo es una obligación la publicación de las leyes y decretos aprobados por el 

Poder Legislativo. lo que cumple mediante el decreto promulgatorio, a través del cual ordena que 

las normas contenidas en las leyes y decretos se hagan del conocimiento de gobernantes y 

gobernados para su observancia y cumplimiento. la norma del Legislativo se transcribe en este 

decreto promulgatorio. 

El destinatario ele la orden que contiene el decreto es la Secretaría de Gobernación, a quien 

por mandato legal corresponde la publicación de leyes y decretos expedidos por el Congreso, así 

como la edición del Diario Oficial de la Federación, por ello la validez del decreto promulgatorio en 

que el Presidente ordena la publicación de una resolución adoptada por el Poder Legislativo 

requiere sólo del refrendo del Secretario de Gobernación, ajustándose esto a lo dispuesto por el 
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artfculo 92 constitucional. ya que la ausencia de este refrendo, priva de eficacia a lo ordenado o 

dispuesto por el Presidente de la Repúblka. 

Agrega que es erróneo sostener que el refrendo al que alude el artlculo 92 pueda 

condicionar la obligatoriedad y eficacia de una disposición emiüda por el Poder Legislativo en 

cjcrcit.:io de sus atribucione~. debido n la facultad presidencial de nombrar y remover a sus 

colaboradores. 

El objetivo del refrendo es la concurrencia de aquéllos a quienes corresponda su ejercicio 

con el titular del Ejecutivo en la fom1ación de actos administrativos de contenido normíuivo. 

compartiendo la responsabilidad de dichos actos y asumiendo las consecuencias técnicas, legales y 

polfticas derivadas de los mismns. 

Reitera la oportunidad de la adición de un segundo párrafo al artículo 13 de lu LOAPF 

porque especifica el alcance del artículo 92 constitucional respecto a Jos decretos promulga torios y 

además, erradica una prjctica que atenta contra la autoridad e imperio del Congreso. 

Concluye la Comisi1in en su proyecto de dictmnen, que •1dcmás de reafirmar Ja 

independencia del Poder Legislativo en su .:aráctcr de asumblea deliberante frcnlc a indebidas 

intromisiones, se previene la interposición de numerosos juicios de amparo con lo cual se pretende 

dejar sin efecto lo mandado por el Poder Legislativo argumentando la falta de refrendo de algún 

sccremrio o jefe de departamento encargado de apfü .. ·ar Ja decisión emanada por el Congreso, como 

si Ja falta del refrendo entrañase la inconstitucionalidad de la ley en cuestión. 

La adición propuesta busca dotar de claridad 3 la nonna y prevenir interpretaciones 

equívocas, por lo que la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Cámara de 

Diputados propuso la aprobación del Decreto que adiciona Ja LOAPF, en su artículo 13. 
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3.3.2. DEBATE 

El Dictamen antes mencionado dió lugar a debates en el recinto de la Cámara ch: Diputados 

que resultaron antologables, com'J Jo señalaron los entonces dipuwdos Gilrcía Cervantes y Diego 

Valadés Ríos. 

El Debate que en este apartado se sinlt:tiza, se efectuó el dfa 13 de diciembre: de 1985, en él 

paniciparnn los legisladores que a continuación se mencionan: 

* Santiago Oñatc Labordc intervino pronunciándose por la aprobación del Dictamen, para 

ello i.ormuló una síntesis de lo que llamó razones l~cnko-jurídicas, qui= son básicamente las mismas 

que fueron argumentadas en el Dictamen y que en obvio de rcpctidoncs haremos caso omiso. 

Postcrionncnte se refirió a consideraciones histórico-políticas, tendientes a demostrar que 

la interpretación propuesta, además de tener congrucnda sistemática, también tiene con~;istencia 

política; son estas consideraciones las que crcemo~ conveniente come111ar. 

Rechazó la equívoca interpretación al artículo 92 constilrn.:ional, en el sentido de que el 

secretario de Estado debe finnar la norma del Congreso, por ser esta intcrpr~tación :ltcntatoria a la 

soberanía del Congreso; y además en un momento dado, se equipara la falta del refrendo con el 

ve10, lo cual no puede ser, porque el refrendo vincula a partes de un mismo poder, en tanto que el 

veto enfrenta dos poderes soberanos, unos y otros elegidos por el pueblo. 

Se refirió a que en los antecedentes constitucionales no se hace mención del veto, sino de la 

facultad del Ejecutivo para formular observaciones, por lo que el uso de este lenguaje mesurado, 

conlleva Ja intención firme y manifiesta de que las relaciones entr~ el Poder Ejecutivo y el Poder 

Legislativo se rijan por extrema diferencia. por absoluto respeto. 



Remontó eJ debate a Ja Comisión de Puntos Constitucionales de1 Congreso en 1867. la cunl 

presit1ía Ezequiel Montes, órgano que na aceptó el veto suspensivo y a cambio propuso el sistema 

de las observ;u:ioncs, argumentando que si una resolución era devuelta r.:on observaciones por el 

Ejecutivo, podía ser aprobada por la mayoría de la Cámara. con esto se cvirarfa la precipirn.ción y no 

se correría el peligro de que Ja minoría se sobrepusiera a la mayorfa. 

En las propias rcfonnas de 1867 se cswblcció que el Congreso no sólo emite leyes sino 

. también puede emitir decretos: por ello se propuso reformar la Constitución para distinguir que son 

obligaciones del Presidente promulgar y ejecutar las leyes y decrdos del Congreso, dando 

reglamento, decreto y órde1ws para el mejor cumplimiento de la Constitución, dc las leyes y 

decretos del Congreso General. 

Con esta, afim16 Santiago Oñate, la distinción entre unos y otros actos hace evidente que el 

refrendo minh<tcrial sólo puede aplicarse a los actos nom1ativos realizados por el Poder Ejecutivo; 

por ello, intcrprc1ar que las decisiones del Congreso quedan sujeti.ls a la voluntad de un secretario 

que firme o no el dccrew promulgatorio, es trastocar a fondo las funciones que a uno y otro poder 

corresponden. 

Precisá que la Ley de Sccrerarfas y Dcpartamenros de Estado de 1934, a_c;f como la5 

posteriores, al referirse al refrendo de leyes, lo hadan a las que en ejercicio de facultades 

extraordinarias emite el Ejecutivo, ya 4ue en esta época esto era práctica común; por esto, querer 

llevar d refrendo a otros ámbitos no señalados por Ja Constitución, es inexacta. 

Afirmó que Ja facultad originaria de interpretar Ju ley modlfic:indola, sea mediante 

adiciones, refonnas o abrogaciones, reside en el propio Congreso. 

Prevfo referencia de la fórmula "Otero" Oa ley será sólo inconstitucionaJ para efectos del 

ca.so concreto); asf como del debate entre Ignacio Ramfrez y Poncíano Arringa en el seno del 
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Congreso del 57, en el cual el primero se pronunc..:iaba por la d~saparü:ión del amparo .,;ontra leyes, 

en tanlo que Ponciano Aniaga argumentaba que a través de dichu figura se buscab;i que las leyes 

que atentaran contra la Constitución, sucumbieran p:1ulutinamente ante el fallo de hJ.'i tribunales; 

Sanúago Oñate hizo hincapié en la inexactitud de quienes sostienen que h1 falta de! refrendo de un 

titular de una dcpcndem.:ia del Ejecutivo. puede cnnsitkrarsc t.:omo ._:¡n1.sa suílcicnic para privar de 

cticada, anular o avasallar la voluntad del Poder Legislativo plasmad:1 en una ley. 

(\incluyó ~ostcniendo ciuc las leyes que el Ejec..:utivo prnmulga no son ni deben ~er 

consideradas como la expresión dln.-:~ta y personal de su voluntad, sino el rcconol..'.imicnto y el 

acatamiento de las normas en que se expresa la voluntad del Congre!'>o. 

* La intervención del díputado Juan Dios Castro Lozano fue contraria a las ideas de 

Santiago Oñate Laborde: la inki6 sentenciando que de aprobarse el proyecto de reforma de adidón, 

violarfa t•l artku1o 92 de ta Constitución General de Ja l~epública. 

Extcmó que en todo caso debió haberse refonnado el precepto constitucional citado, ya que 

no cabt! hacer una excepción uJ texto de dicho mum:rnl respecto de los decretos promulgatorios de 

leyes. 

Disertó sobre la función del refrendo efectuando un análisis comparativo de esta figura en 

los regímenes parhunentario y presidencial, y conduyó que implica una panicipnci6n de 

responsabilidad penal. técnica y política, del ministro refrendatario. 

Para este legisludor, el problema radicó en que la Comisión no estableció en su dictamen 

los alcances, el significado y el contenido de una facultad y obligación del Ejecutivo que es la 

promulgación. porque se quedaron sólo en el signific;ldo ctimológic:o de la palahra, siendo que la 

promulgación tiene más contenído, tiene qut< ser <1dl.!más una valoración de la Jey por parte del 
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Ejecutivo, y en el momento en que la promulga, ex.presa dos significados: el primero eú el sentido 

de que la ley ex.istc, y el segundo que ha sido aprobada regulanncnte. 

Posteriormente afirmó que si la ley es inconstitucional, el Ejecutivo podría negarse a 

promulgarla y contra esto no existe recurso alguno, ni si4uiera el de responsabilidad; esto ligado 

estrechamente a la responsabilidad que los secretarios adquieren al refrendar. 

Al término de su exposición indicó que si uno de lo-; argumentos a favor de la reforma fue 

que los decretos promulgrnorios de leyes no requieren dd refrendo, de dónde entonces se rcquiert! 

el del Secretario de Gobernación? y que el veto no lo ejerced Ejecutivo porque la mayoría de leyes 

que se 41prueban son por inidativas remitidas al Congreso precisamente por el timlar del Poder 

Ejecutivo. 

* El diputado Diego Valadés Ríos. por su parte intervino señalando que no es el mismo 

decreto al que se refiere el artículo 70, del decrl'to al que se refiere el arúculo 92. ambos preceptos 

constimcionales. El decreto del Legislativo se refiere a una sustancia material que es la que 

caracteriza el contenido nonnativo del decreto correspondiente: cuestiones agrarias. forcst<lles u 

otras; en tanto que el decreto presidencial solamente se refiere a que se promulgue y publique el 

acto aprobado por el Poder Legislativo. 

Hizo la distinción de promulgación, referida a la proclamación de la ley y a sus mand•ltoS 

de ohsc1vanda, y publicación, que es el simple hecho de dar a conm:er el contenido de la nom1a 

correspondiente, y por ello, no tienen ..:ornpctcncia los secretarios de Estado. para efectos del 

decreto promulgatorio; de afim1ar lo contrario, refrendarían lo aprobado en el decreto legislativo, 

convirtiéndose el refrendo en un veto sui géneris, no contemplado por Ja Constitución. 

Expuso una retrospectiva sobre la l'.volución del refrendo, ha~1a llegar a nuestro sistema en 

donde es el refrendo un acto adminbtrativo, ..:on función de control intraorgánico: en el sentido de 
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que los sci;retarios contraen un compromiso de ejecución frente al Ejecutivo al refrendar los actos 

del propio Ejecutivo. 

Reiteró que el acto del Poder Legislativo entraña una orden para el Poder Ejecutivo: la de 

promulgar y no puede admitirse que decidiendo promulgar una ley el Presidente. decida hacerla 

inaplicable un secretario de Estado; confonne al artículo 92 constitucional, la obligación dt· firmar 

de los secretarios, es respecto de los actos administrativos del Presidt:'nte. pero no del Congreso. 

Precisó que la errática interpretación del prtcepto legal, hizo necesaria la refom1a a Ja 

LOAPF, porque en ocasiones es necesario introducir refonnas que interpreten o reinterpreten lo que 

e'l texto legal ya contiene. 

Continuó señalando el caso de las facultades extraordinarias para legislar del Ejecutivo: si 

se diera la hipótesis del artículo 29 constitucional, el acto legislativo traducido en un decreto del 

Ejecutivo, sí debe ser refrendado por los titulares de las dependencias a los que se refiere la materia 

a que se haga referencia en la ley, en el de<.Teto·ley conespondicnte. 

Finalizó su intervención señalando que en el artículo 13 que se pretendía :i.tlicionar. la 

reforma implicaba una restricción no sólo al caso de las leye'i, sino también de los tratados, 

convenios y acuerdos de carácter internacional aprobados por el Senado; por lo tanto, por virtud del 

artículo 133, los tratados internacionales son ley suprema, y es evidente que tampoco se requiere 

que los secretarios de Estado, a cuyo ámbito de competcm:ia se haga referencia en los tratados 

internacionales, tengan que refrendar el contenido del texto que forma parte del convenio de que se 

trate, sino solamente en el acto promulgatorio debe hal."erlo el Secretario de Gobernación: tal )' 

como se plantea en el proyecto de adición del segundo párrafo del artículo 13. 
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• Volvió n intervenir Juan de Dios Castro Lozano, precisando la diferencia entre los 

decretos del Poder Legislativo. de los decretos del Presidente. tal diferencia la realizó sustentándose 

en el arúculo 43 de la Constitución centralista de 1836. 

Enseguida reiteró que el decreto del Ejecutivo, acto-administrativo confomte al 92, sí 

requiere el refrendo del Secretario de Estado del ramo correspondiente, invocó tesis 

.jurisprudenciales que a su juicio confirman el refrendo secretarial como insustituible, por lo tanto, si 

la tesis del diputado Diego Valadés en el sentido de que conforme al 70 los decretos promulgatorios 

no requieren del refrendo, entonces porqué la Corte opina lo contrario. 

Y por último, ratificó su idea en el sentido de que si no se requiere el refrendo, para qué 

exigir el del Secretario de Gobernación. 

* Contra Ja afirmación de Castro Lozano, el Diputado Oñate Labordc, afirmó 4uc es 

predsamente a la práctica como Ja referida en Ja tesis 101, a la 4ue se critica y con Ja reforma se 

prcti.:nde combatir. 

"" Castro Lozano replicó que la jurisprudencia no cm práctica, sino una decisión del 

máximo tribunal. 

• Oñate Labordc aclaró que se refería a la práctica de los abogados que llevaron a la Corte 

a esa decisión, y que básicamente consistió en la interposición de amparos contra leyes que carecían 

de firmas de secretarios, particularmente contra la miscelánea fiscal; y que esta práctica provenía de 

una interpretación errónea de la LOAPF. la cual se buscaba desterrar precisamente a través de la 

reforma de adición propuesta, y que es precisamente el titular de la Secretaría de Gobernación a 

quien compete refrendar, en atención al criterio de que el decreto promulgatorio se integra de dos 

partes: la orden del Presidente al Secretario de Gobernación pidiendo que publique la ley, y la otra 

en que el Presidente tranM:ribc para dar a conocer el texto de ley que aparece entrecomillada. 
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* Llama la atención el hecho de que uno de Jos argumentos de los dcttactorcs de la reforma 

legal. sea el de Ja improcc;!dcncia de h1 ;1didón en la ley reglamentaria. porque !legón ellos, en todo 

caso, debe hacerse a la Constitución. Sin embargo, defienden Ja práctica vidada de refrendar las 

leyes, con base en una interpretación equívoca precisamente de la ley reglamentaria, no de Ja 

ConstilUdón; y dicha ley rcglamenraria contemplaba et refrendo de leyes, debido a li1 pnícth.·a 

imperante en esa época de otorgar facult1des extraordinarias para lc.i;islar al Ejernli\'o. 

De los diversos antecedentes y argumentos analizados, resulta uno que es incucs1Jonablc: 

sin que la Constitución General de la República lo e~tableciera. las leyes reglamentarias de 5U 

arúculo 92, contemplaron el refrendo de las leyes, rcfiriéndo.i;c única y exdusivamcfllC a la~ 

expedidas por el Ejel'.ulivo en uso de facultades extraordinarias para legislar. 

Sabido es que los abogados postulantes buscarán siempre lao; aristas más imperceptibles en 

ma1eria de interpretación legal, ¡;on la finalidad de obleut'r un resultado satisfa¡;torio a su causa. h) 

que es plenamente justificado; en este caso, al haberse hecho común y derivado en mala costumbre 

el exigir el refrendo de leyes, se dio el caso de que diversos ordenamientos carecían de la firma del 

secretario del ramo al que el propio ordenamiento se refería. 

* Volvió a inlervcnir el diput1do Juan de Dios Castto Lozano, para resaltar el hecho de que 

el artículo 92 constitucional no precisa que deba ser el Secretario de Gobernación el que deba 

refrendar el decreto promulgatorio de leyes, y cuestiona lo siguiente: entonces para qué la adición 

posterior al citado artículo 92, donde :-.e foculta a los Jefes de Departamento para que refrenden; por 

último insistió: el anícuJo 92 dke que todos los decretos dd Presidente. El dcc:reto promulgatorio 

de leyes es decreto del Presidemc, pon¡ue Jo hace a lravés de un decreto. Entonces. en acatamiento 

del 92, deberá llevar el refrendo del secretario de Estado. 

* Nuevamente subió a la rribuna el diputado Diego Valadés Rfo'\ para afirmar que habría 

que con:-.iderar que Ja Constirudún admite la posibilidad de veto o la admitía hasta antes de la 
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refomm hipotética, de la rcfom1a propuesta, la posibilidad de veto por parte ch: los ciudadanos 

secretarios del despacho. 

Habló luego de las formas de interpretación, por lo que se refiere al autor, señaló que la 

interpretación es legislativa. judicial, administrativa, doctrinarla y popular. 

En tanto que por las exteriorizaciones que esta in1crprctaci6n IIeva a cabo. es una 

in1crpretación gramatical, histórica, política, económica y jurídica. 

Por esto solicitó se realizara una interpretación de orden jurídica, hizo hinc;ipié en que 

quienes proponían la reforma se plegaban puntualmente a los criterios interpretativos de la 

Constitución que demandan que debe prevalecer siempre el criterio teleológico de la Constitución y 

en el caso del articulo 92, el criterio finalista de la Constitución, es que los secretarios de Estado 

refrenden los actos del Presidente, pero solamente los del Presidente y no los de otro poder. 

También debían buscarse formas de interpretación prácticas y no imprácticas. que no 

condujeran a admitir desviarse del contenido constitucional cuando en la ley se dice que en materia 

de promulgación de leyes, el secretario cmnpctente existe, es el Secretario de Gobcmr1ció11 y no 

otro. 

Indicó asimismo que se basaban en el criterio interpretativo en cuanto a que las palabras 

deben ser entendidas en su sentido general y común y no interpretadas las propias palabras 

conforme a criterios restrictivos o particularizantcs, por lo que se:: rcferJa expresamente al vocablo 

"decreto". 

Por lo tanto, la interpretación de la Constitución debía tener en cuenta que se trata de un 

conjunto armónico de normus y no un conjunto antitético de disposiciones y preceptos, por lo 

mismo, no podían hacerse interpretaciones excluyentes, sino coadyuvar los diversos preceptos de la 
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Constitución para darles esa armonía que su inrerpretación ::iconscja y demanda de un cuerpo 

colegiado como Ja Cámara. 

Estableció que su postura se oricnraba rambién por un criterio de carác1cr interpretativo, en 

el sentido de que las disposiciones de Ja Constitución deben entenderse con un criterio restrictivo y 

no con un criterio extensivo cu:111do de lo que se lrata es de excepciones que en la propia 

Constitución se planrean; y el rdrt>ndo al que la Conl>titución se refiere, es exclusivamente el 

refrendo de los actos del Ejecutivo, no el refrendo de los actos en los cuales el Ejccut.i,·o prornulgil 

actos del Legislativo; esta e.s la imcrprctación fundamental, porque de otra suerte, se esrarfon dando 

a los secretarios dc Estado facultades que la Constitur.:ión no les otorga y en suma, no se trata de una 

interpretación dislOrsionaJ de la letra de Ja Constitución. 

Durante el Jcsarrol/o ck·I deball\ .se .suscitaron diversas i111crvenciones, en ellas se 

manifcsu.í que con la rcíorma al anÍl:ulo J 3 de la LOAPF, se es1aba generando una vicepresidcncia 

para d titular de la Secretarfa de Gobernación, al darle atribuciones absolutas sobre el refrendo; 

también se dijo que at~ntaba contra Ja Constitución, pues ést;t ordena que todas Jas leyes y decretos 

deben ser refrendados incluyendo los provenientes del Poder Legislativo; y hubo incluso algún 

legislador que afim16 que la reforma se hada con mira.s a la carrera presidencial de esa época. 

Cabl· \~fü1lar que el mismo dfa I 3 dt! diciembre de 1985, el proyecto de refonna de adidón 

al artículo 13 de la LOAPF se sometió a votación y fue aprobado en Jo general y en Jo particular por 

228 votos en pro, 4 I en contra y 2 <Jbstcnciones. 

J.4. EL PUNTO DE VISTA DOCTRINARIO 

La reforma legal que nos ocupa ha originado que algún sector de Ja doctrina manifieste su 

franco desacuerdo y por otro Jada han surgido Jos tratadistas que manifiestan su adhesión, cada uno 
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argume'numdo lo que a su juicio da base a su apreciación. El hecho de que en los decretos 

administrativos se transcriban los decretos y leyes del Poder Legislativo, ha originado la confusión 

ya señalada de considerar de manera indivisible al propio decreto, y por lo tanto, que la resolución 

del Congreso transcrita requiere el refrendo del secretario encargado del ramo al que la resolución 

se refiere. 

Con esto se afirmaría entonces que el acto legislativo queda sujeto al mismo requisito 

formal a que es sometido el acto administrativo; por esto es conveniente conocer estas opiniones así 

como su fundamento. 

Entre quienes apoyan la adición legal, se encuentra José Sáenz Anoyo, siendo su postura Ja 

siguient~: 

Si de acuerdo al artículo 92 sólo corresponde el refrendo en relación n los 
actos del presidente, el único refrendo que debe llevar es el del secretario íl que el 
asunto administrativo (no legislativo) corresponda; en el caso de Jos dC(..Tetos 
promulgatorios, el de Gobernación, por ser de su competencia el manejo de las 
relaciones rlel Ejecutivo con los otros poderes, la publicación de las leyes y la 
administración del Diario Oficial de la Federación. (38) 

Concluye este autor sefialando que esta refonna, conlleva la intención del Ejecutivo de 

mantCncr un cuidadoso respeto al sistema de división de poderes y consecuentemente la no 

interferencia en los actos del Poder Legislativo. 

Por su pan.e el Doi.:tor Jorge Madraza luego de manifestar su opinión favorable a la 

reforma, va más altá diciendo que " ... podría tJ.mbién haber eliminado el refrendo del secretario de 

Gobernación ... " (39) y que el refrendo que subsiste luego de la adición al artículo 13, sólo es 

entcndible si se le considera como una obligación. 

138) Sáenz Ar-:-c-~·o, :o!ll,. Cp. C1r .. p.10. 

[J9J H<ldrazo, Jorge. Op. Cit. p.37. 
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Esta opinión contiene elementos dignos de analizarse, por ello se formulan comentarios al 

respecto en el apartado siguiente relativo aJ punto de vista de quien escribe. 

Resulta igualmente interesante Ja opinión de Guillcnno Kelly. quien se pronuncia por la 

procedencia de la reforma, fundándose en la invocada integración del decreto promulgatorio, pero 

agregando que " ... sólo el decreto promulgatorio de leyes expedidas por el Ejecutivo en un eventual 

uso de facultades extraordinarias, debe ser refrendado por los secretarios a cuyos ramos 

corresponda Ja materia de esas leyes ... " (40) 

Hace referencia al punto de más interés para quienes sostienen tesis contrarias a Ja reforma 

legal, esto es, porqué se rcfonnó la LOAPF y no la propia Constitución, y afirma que de haberse 

reformado el artículo 92, hubiera implicado admitir que en su texto vigente este numeral establece 

que un decreto presidencial promulgatorio es la propia ley del Congreso y que esto requiere de una 

salvedad expresa. 

Agrega: entonces el refrendo tendrfa un poder político. evaluatorio e inhibitorio del Poder 

Legislativo. y el Presidente podría optar por destituir al secretario de Estado reacio a refrendar, o 

bien, sostenerlo cuando el propio titular del Ejecutivo no se hubiese determinado a formular 

observaciones al Congreso sobre un proyecto de ley, dentro de la oponunidad que la Constitución le 

otorga en el proceso legislativo. 

Evidentemente se trata de especulación, sin embargo, es menester referir esta opinión 

porque contiene elcmi=ntos que son tomados como argumento por quienes están en desacuerdo con 

la reforma legal. 

1401 KeUy, Guillermo. Op. Clt. p.SB. 
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En general las opiniones favorables a la adición legal encuentran su argumento de mayor 

peso en Ja mencionada interpretación del artículo 92 constitucional, así como el considerar al 

decreto promulgatorio de leyes integrado por dos panes: la administrativa y la legislativa. 

También han hecho manifiesto su acuerdo con la adición Don Salvador Rocha Díaz, Don 

Antonio Carrillo Flores y Don René González de 1a Vega (41). La opinión de los autores hasta 

ahora mencionados se encuentra contenida en la publicación del Instituto de Investigaciones 

Jurídicas y Miguel Angel Porrúa, titulada "El Refrendo y las Relaciones entre el Congreso de la 

Unión y el Poder Ejecutivo". 

En el Diccionario Jurídico Mexicano publicado también por el Instituto de Investigaciones 

Jurídica~. al hablar del refrendo ministerial, el Doctor Jorge Carpizo manifiesta su beneplácito por 

la reforma en estos tém1inos: 

1411 •La promulgnc:16n do Wll\ ley, como orden que proviene d11l Poder EjllCUtivo, Dólo requ1,.r<: 

al refrendo del oecrotarlo de E.st11.do enc!'lri;¡ado do la publiC.!ICión d.:i las leyes y da la publicación 

del Diario Oflclal d•? la Federación, que lu ua el secretnrio d<.t Gobornaclón, como l!Xpr•~.s."trr-onta !o 

tJetlalan las trltccioncll l y II del artículo 27 de la Ley Orgánlcn du 111¡ Ad:nlni!ltrac16n Pdblica 

f'Pderal. 

Ce tlldo l-:> .. nt.•~rlor ,¡.,. du~;¡_,n,nd<' ;:rrn la interpretdClón jur[dica correct.!I d<:' lo!l t"1:ittos 

constltuclonalei; apll..:ables I! loa decreto!l promulq."!torlos do leyeB y decretoll d"l Con'.Jreso do la 

Unión; obll~.tba y oblii;;Jil a concluir, .;f.i.., dicho¡: d0:cretoa promulqatorlos aélo requieren del rt?frondo 

dol secretari<J 1Jober11a.ció11, µor lo qua L.1 adición Jl .J.rtículo 1J de la Ley Orgánica de la 

Administración Pl1bl1cl! Federal, sólo incorpo111 ~ t(lxto cXpreso de ln ley una correctll interpret11ción 

·dt:i loe !'lrt.!culoe con::itituciondle:oi que ya hcmoo citado•. Rocha 0111.z, ::::,1lvador. Op. Cit. p.03. 

•en cuanto 11 la publicación mlem.a, como <11 Dlarlo Oficilll deponde dfJ la Sucretar!a d~ 

Oobern.nclón, st mti p.'lrece 16.;iico que aólo retrendo el secretarlo, supU!itQtO que ae trata d<:- un.11 mt:ra 

autenticación•. carrlllo Flor<:s. Antonio. Op. Clt. p.106. 

'Es cierto qu1;1 •.d dt!Cfo;t.O mi11r:11:> do;i promul1111ción, di:itlnta u la lay q'J.O •mciatra, ":! un Jeto 

o1d.'lllni:at.ratlvo quo raqulcr..- como ::us ~imUarO'~, <fo Wl r.;,trendo para a<1QU!rir pion11 v4l1d<>;:-, y ..:lst<J 

debe ser, como .l.ti propia lldlción lo dice, P.i del aecretar!o de Cobernación, que tiene por materia, 

entre otr110, lltfl de encarqara>? de las relaciones del Ejecutivo Federal c:::in los demáir poderes de l.!1 

Unión y publicar laa leyes en el Diario Oficial de la Pl>dernclón. 

Por todo lo l!nt.erlor, cauoa verdadero r<':gocljo, la adición legal comentad.a, que viene na 

sólo a a.clarar proc~dlmit>ntos conatitucionales da maner"' -0xpC"elll!, aino a fortalecer ai.1I1 rn4a, la. 

d1vlsi6n de poderes <1el E""t.ado mexicano•, Gonzálr.: de la VeQa, R•mé. Un viejo debllta: '!l refrendo do 

Jecretoll promuli;;iatorio~ de l<~Jen. ,:cr.tt:nldo en •El R·~frendo y las R'!lacioneiJ •.. • p.p.210 Y 211. 
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Indudablemente que esta reforma es pos1uva. Ahora bien, se dejó el 
refrendo al Secretario de Gobernación -en expresión de los legisladores y parte de 
la doctrina- porque de él depende el DO; sin embargo, para que la refonna no se 
vaya a desvirtuar, la actuación del Secretario de Gobernación respecto a este punto 
debe emendérscle, como ha afirmado Jorge Madraza, no como una facultad sino 
como una obligación ineludible. (42) 

Al respecto hemos de manifestar que si la propia Constitución establece como obligación 

del Presidente la promulgación y publicación de la ley, con mayor rnzón el secretario de 

Gobernación queda obligado a refrendar el decreto promulgatorio: esto considerando que se acepte 

que dicho secretario refrende,. sin embargo, no aceptamos esta idea tal y como s~~ detalla en el 

apartado corrc~;pondientc a Ja opinión personal del autor del presente trabajo. 

,Las dos opiniont:s lJ.Uc a continuación se comentan. tienen caracteristicas comunes: son de 

dos destacados administrativistas y ambos se pronuncian en contr"J. de la adición legal. 

La primera de ellas Ia expresa eI maestro Alfonso Nava Negrete: 

De plano, la rcfonna legal y las jurisprudencias, anulan o desaparecen al 92 
constitucional y de la misma práctica legislativa federal el decreto del Ejecutivo 
Federal. el más importante y trascendental de;! todos los decretos restantes que 
pueda dictar. Se trata nada menos que el decreto. al través del cual el Presidente de 
la República realiza el acto de colcgislaci6n con las Cámaras de Diputados y de 
Senadores y sin el cual no puede haber ley. (43) 

Según este autor, desde 1917 nunca se tuvieron dudas sobre el contenido y alcance del 

artículo 92 de la Contitución, ya que de su texto, asf como del contenido en las antiguas leyes de 

secretarías y departamentos de Estado, todos los reglamentos, dec..-retos y órdenes del presidente de 

1421 Carpl::o, Jcrgo. Al hablar del R6tr,¡ndo en Oleelonar!o Jurídico Mexicano .. Ja. Ed., 

Insti't.uto dG Invoec:lgacloncD Jur1dlc:tD., lJUAM-I>ornl:t, Móxico, 1909. p.27Jl. 

t4JI NAVA Negrete, AHonao. Op. Cit. p.48. 



160 

la República. deben ser refrendados por Jos secretarios de Estado, que por razón de materia o 

contenido de esos actos debe ponerse, para que tuviesen toda la validez jurídica constitucional. 

Enseguida afinna: hasta que no se reformó el artículo 13 de Ja LOAPF, nadie tenía duela 

acerca del fenómeno jurídico del refrendo sccrctarial. 

Por nuestra parte, consideramos que no es argumento sólido el afirmar que dt::bido a que las 

lc:ycs reglamentarias así lo sefialaban, en la práctica debían ser refrendadas las leyes por los 

secretarios scg1ín la matcriu de aquéllas: como anteriormente se señaló, esta práctica viciada se 

adoptó como consecuenda de las facultades extraordinarias parn legislar otorgada al tílular del 

Ejecutivo, amén d~ la distinción que debe hacerse entre estas leyes dictadas por excepción, de las 

cxpr:<lidus c:n fo1111a ordinaria por el Congreso de la Unión. 

El maestro Nava Negrete considera simplonas las razones de la <tdidón al artículo 13 de la 

LOAPr, contenidas en la exposición de motivos y señala yuc la reforma legal fija unu excepción 

que no previene el texto categórico del artículo 92, d cual se refiere a todos los decretos del 

Ejecutivo, por lo yue la reforma resulta evidentemente anticonstitucional. 

Concluye es1e jurist~1 que dicha adición generó u Jos secretarios de Estado una capitis 

diminutio política, ya que el refrendo que les quedó de reglamentos, acuerdos, órdenes y decretos 

de otro desideratum, es de mínima trascendencia; igualmente afirma que antes y después de la 

reforJTia legal y las tesis de jurisprudencia de la Suprema Corte, el refrendo secretaria) ha sido y es, 

un simple trámite o un requisito mcrnmcnle fonnal. 

No obstan1e la rcconodda autoridad de la opinión del maestro Nava Negrete, nos parece 

contradktoria su afirmación en el sentido de que la reforma de adición legal genera una capitis 

diminutio, pues ello implica el reconocer que el ejercicio del refrendo es pleno en nuestro sistema, 

Jo 1.:ua! no sucede en Ja práctica, como se explkó ampliamente en el capítulo III, por las 
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características de la mecánica de designación y remoción de los secretarios a cargo del Presidente, 

lo cual se confirma con Ja idea expresada por el propio Nava Negrete en el sentido de que " ... Ja 

historia de los refrendos secretariales nunca ha registrado caso alguno en el que se hubiere negado 

uno, a un decreto promulgatorio de ley ... " (44) 

La contmdicción consiste en su conclusión en el sentido de que el refrendo sec."fetarial ha 

sido y es, un simple crámite o un requisito meramente fonnaJ. lo cual implica, según nosotros, que 

no existía entonces la decantada capacidad legal plena de ejercicio del refrendo a favor del 

secretario de Estado y por Jo Ulnto, al carecer de ésta, no puede generarse una capitis diminutio 

respecto de dkha facultad, con la cual nunca contó. 

El Doctor Miguel Acosta Romero, es el otro destacado administrJtivista que ha 

manifestado su desacuerdo con la adición legal en los términos siguientes: 

La adición de un segundo párnúo al artículo 13 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, que estatuye el refrendo promulgatorio 
únicamente a cargo del Secretario de Gobernación. lastima y no se ajusta al artículo 
92 Constitucional; desvirtúa el sentido del refrendo, pues confiere e éste una 
irrelevame función de certificación y retira lo que si ha sido y es tmscendcnte para 
nuestra historia constitucional: la responsabilidad política de los Secretarios de 
Esmdo. (45) 

Basa su afirmación fundamentalmente en lo siguiente: 

- Utilizando el criterio de Kelsen de la pirámide jurídica, si la _constitución establece que 

todos los decretos del Presidente sean refrendados por los Secretarios de Estado y por 

Jefes de Departamentos Administrativos a que dicho cuerpo legal se refiera, ninguna ley 

(-t.;J L-.:.c. CJ.t.. 

!451 Acoat.a Rom~ro, Miguel.. Op. Clt. p.lB!L 
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:-;ccundaria puede estatuir que compete a un solo au;ir;;iliar directo del Ejecutivo Federal, 

refrendar, en cxcl usiva cierta categoría de decretos presidenciales. 

- Es necesario el refrendo de todos los Secretarios de Estado con que cuenle el Presidente de 

la República en el momento de la c;ir;;pedición de una ley, a condkión de que ésta caiga 

en su órbita competencia!. 

- El anfculo 70 constitucional establece el único caso de excepción para el refrendo, 

1ratándose de la ley orgánica del Congreso de la Unión, ya que no podrá ser vcwda ni 

necesitará de promulgación del Ejecutivo Federal para tener vigencia. y por lo tanto. 

tampoco necesita refrendo. 

- Todas las demás leyes que decida el Organo Legislativo Federal sf deben ser promulgadas 

por el Presidente de la República y, por lógica derivación, el <.lt:creto u orden que 

conüene Ja promulgación, necesario para que tenga eficacia la ley, debe contar 1.·on el 

refrendo del o de los Secretarios de Esto.do a que cada ordenamiento jurídico se refiera. 

- No obstante que el Secretario de Gobernación, como auxiliar directo dd presidente de la 

República, se encarga de Jas relaciones cmn: él y los dermis 6rg<u10s de la Federación, 

esta facultad le es otorgada por la LOAPF, nonna reglamentaria que no puede C"itar 

encima del texto constitucional, lo cual se corrobora con la práctica ininterrumpida de 

que los decretos promulgatorios han sido finnados por los Secretarios de Estado y Jefes 

de Departamentos Administrativos afectados por Ja ley objeto de la promulgación. 

Este autor omite refle;ir;;ionar sobre las panes integran1es del decreto promulgatorio de leyes 

y por lo mismo, nada menciona sobre la parte administrativa ni sobre la legislativa del propio 

decreto. 
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No es el centro del debate la firma en el decreto promulgatorio del secretario de Es1ado 

correspondiente, sino más bien, la distim:ión de la parte del decreto que sf queda sujc1a al refrendo. 

Es endeble su opinión por cualllo a que por ''lógica dcrivat:ión" pretL~nde 4uc d rC"frendo 

aparezca en ladas las leyes del Congreso, con excepción de su ley orgánica. 

Tampoco hace mcncilln alguna a las facult;.idc'> cxtr~ordinarias para kgisl:1r del Ejci.:utivo. 

en cuyo caso estas leyes sí deben ser refrendadas, al igual que cl decreto prornulgatorio, por el 

secretario encargado del ramo al que la ley se reficrn. acorde al texto constitucional; se omite 

rcfrrcnda alguna al proceso de formación de las leyes, el cual indica que la ley aprob.ida por el 

Congreso es Ley y por lo tanto, la promulgación IOma d car;ictcr de obligación a cargo del 

presidente de la República. 

Finalmente, el hecho de que con anterioridad ininterrumpidamente se hay¡¡ procedido a 

refrendar las leyes, no implica necesariamente que tal pníctica se ap~garJ estrictamente a lo 

establecido por la Constitución; en efecto, como se explicó anteriormenle las leyes reglaml!ntarias 

del arúculo 92 constituciomi.I, predecesora.-> a la de 1976, preveían t>I refrendo de leyes t.:on motivo 

de la práctica común del otorgamiento de faculladcs cxtraordinarfas par¡¡ legislar al 1itular del 

Ejecutivo. 

3.5. OPINION PERSONAL 

Es inconcuso que la causa principal para sugerir la reforma kgal que nos ocupa fue de 

orden práctico, esto es, el cúmulo de amparos interpuestos contra ordenamientos legales, 

argumentando la falta de un requisito para su obediencia: la falta de firma de alguno o algunos 

secretarios de Estado, según la materia de la ley. 
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Lo grave de esto fue que la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación avaló lo anterior 

reali;ando una interpretación constitucional y legal. acorde al criterio sostenido por los abogados 

postulantes. 

De habcrsc continuado con esa práetica, en el mediano plazo diversas leyes del Congreso, 

hubieran resulwdo incficacc'i. Esl<.t interpretación implicaba además, otorgar a los SCLTetarios y jefes 

de departamento una potestad no olorg;ida constitucionalmente. 

Llama la atención el hecho de que uno de los argumentos de los dctractorcs de la reforma 

legal sea el de la improcedencia de la adición en la ley reglamentaria, porque según ellos, en todo 

caso. debe hacerse a la Constitución. Sin embargo, defienden la práctica viciada de refrendar las 

leyes, con base en una interpretación equívoca precisamente de la ley reglamentaria, no de la 

Constitución; y dicha ley reglamentaria con1emplaba el refrendo de leyes, debido a la práctica 

imperante en esa época de utorgar facultades extraordinarias para l~gislar al Ejecutivo. 

De los diversos antecedentes y argumentos analizados, resulta uno qui: es incuestionable: 

sin que la Constitución Gcn~rat de la República lo estableciera, las leyes reglamentarias de su 

artículo 92. contemplaron el refrendo de las ltycs, refiriéndose única y exclusivamente a las 

expedidas por el Ejecuti\'o en uso de fa<.:ultadcs extraordinarias para legislar. 

Sabido es que los abogados postulantes bus<.:arán siempre las aristas más imperceptibles en 

materia de interpretación legal, con Ja finalidad de obtener un resultado satisfactorio a su causa, lo 

que es plenamente justificado: en este caso, al haberse hecho común y derivado en mala costumbre 

el exigir el refrendo de leyes, se dio el caso de que diversos ordenamientos carecían de la firma del 

secretario del ramo al que el propio ordenamiento se refería. 

Esto fue argumentado corno causa de inexistencia e ineficacia de dicha ley y así fue 

interpretado p~r la Suprema Corte. 
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No se trata en csle caso, de enderezar una defensa a ultranza de la dcl:antada adición al 

anfculo 13 de la LOAPF: sin embargo consideramos que sus detractores no son exactos en sus 

apreciadones salvo el que debió haberse hecho una adición constitucional (aunque no en los 

términos que proponen), por las razones ampliamente referidas y sólo citadas a conlinuación: 

- el refrendo de leyes derivaba de una mala inlcrprctación constitucional y legal y por ende, 

de una práctica viciada; 

- debe considerarse que el decreto al cual se refiere el ~lrticulo 92 es de naturaleza 

totalmente distinta al mencionado en el artículo 70, por ser diferentes los órganos que 

Ioscmilcn; 

- el decreto promulgatorio de leyes consta de dos partes: una administrativa y Ja oLrn, la 

trJnscripción de Ja ley o decreto del Poder Legislativo; 

~el que se haya hecho costumbre (mala costumbre) que se refrendaran las !eyes y el que 

así lo haya intcrprcrndo el Poder Judicial. no implica que esto fucrJ apegado a la 

Constitución. 

De lo anterior se colige: la adición aJ artículo 13 de la LOAPF no resulta contrario al texto 

constitucional, ya que en todo caso, especifica el alcance y contenido del refrendo. 

No encuentro pues, en Jos argumentos de quienes se opusieron a la adición. alguno por Jo 

menos que sea indicativo de una defensa de Ja soberanía del Congreso, de un respeto a la división 

de poderes, de una férrea defensa del espíritu de nuestra Carta Magna, por ello, pcnnflasemc la 

expresión, encuentro sólo argumentos de prurito legal, sin una teleología clarn y determinada. 
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Ahora bien, a quienes correspondió abandernr la causa de la rcfom1a y quienes se hau 

pronunciado en su favor, hicieron hincapié en, que es el titular de Ja Secretaría de Gobernación al 

que corresponde mantener las relaciones entre el Ejecutivo con los otros dos poderes y asimismo 

que a él corresponde la publicación del Diario Oficial de la Federación. 

Nos parecen de mucho más solidez las razones de índole constitm.:ional que fueron 

manifestadas, lalcs como el hecho de que en el proceso de formación de leyes el Ejecutivo l'lll=nta 

con la instancia paP formular observ;idoncs, así como Ja intcrprcradón literal del anú.:ulo 92, 

ciñendo J¡¡ obligación de firmar de los sccrerarios, respecto de lo.-. ac1os dd Ejecutivo, no del 

Legislativo; igualmente la distinción hecha entre las diversas clases de decretos. 

Sin embargo, el propio Dktamcn de Ja Comisión de Gobernación y Punios 

Constitucionales de la Cámara efe Diputados, así como por quienes participaron en el Debale en pro, 

manifieslan que confonne al sistema vigcnh! en nuestro país para la formación de leyes por el Poder 

Legislativo, las nonnas alcanzan su validez jurídica al momento de ser aprobadas por ambas 

cámaras o sólo por una de ellas, cu:111do asf lo t:stablece la propia Constirnción. 

También es iudiscutiblc que el artículo 72 de la Constitución en su inciso a) dispone que 

toda ley o dt•creto ílprobado pnr d Poder Legislativo debe remitirse al Ejecutivo para su pu!Jlicadón 

inmediata. 

En tanto que el artículo ~9. fracción l, establece la obligación de promulgar y ejecutar las 

leyes a cargo del Presidenre. 

En el apartado correspondiente a "El punto de vista doctrinario", al mencionar la opinión 

del Doctor Jorge Madraza, seiialamos In necesidad de formular algunas acotaciones a su afirmación 

en el .sentido de que para que la reforma alcance plena validez prác1ic;1, debía entenderse el refrendo 
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del secretario de Gobernación en los decretos promulgatorios de leyes no como una fücullad, sino 

como una obligación ineludible. 

Se habló de la función del secretario de Estado en nuestro sistema, de su dependencia del 

Ejecutivo, y arriba mencionamos la obligación del Presidente de publicar las leyes. Juego cnionccs, 

el refrendo del Secretario de Gobernación no puede tener otro cadcter que el de u11¡1 oblig<ición 

constitudonal, esto a Ja luz del texto de fa ;idición al articulo 13 de la LOAPF. 

No obslantc, es inevitable cuestionarse sobre el porqué ha de mantenerse el refrendo del 

Secretario de Gobernación. 

Pues bien, en resumen, de los argumentos esgrimidos en contra de Ja adición legal, cst:imos 

de acuerdo en una cosa: no debió haberse hecho a nivel legal, sino a nivel constitucional; sólo que 

discrepamos en algo muy importante: dcbfo haberse hecho una adición no aJ anículo 92 

constitucional, sino al artkulo 70, y por lo tanto la adición no sería la misma que se hizo al artículo 

13 de la LOAPF. 

Y respecto de quienes se pronunciaron en pro, utirmamos: es totalmente necesario acabar 

con la práctica viciada de refrendar las leyes, esto se obtiene conforme a nucsr.ro sislcma jurídico, a 

través de adkiones, refonnas o abrogaciones a la Constitución o a las nonnas secundarias. A pesar 

de que la adición al anfculo 13 de Ja LOAPF no es ni anti ni im:onstitucionnl, consideramos que no 

agota la posibilidad de que diversos criterios de interprc1ación continúen generándose respecto del 

refrendo del decreto promulgatorio de leyes. 

En todo caso, prol.'.ede se reforme el citado preceplo legal. siempre y cuando se adídone 

previamente el artículo 70 constitucional, en los términos conrenidos en Ja propuesia formulada en 

el siguiente apartado. 
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3.6. PROPUF..STA 

Hemos de establecer una premisa como punto de partida: sólo en el cuerpo normativo 

conoCido como Constitución de Apatzingán se hizo mención del refrendo secretaria! de actos 

promuJgatorios de Jeyes y decretos del Congreso, ninguna otra cana constitucional se refiere a 

dicha figura jurídica, incluyendo la actual Constitución. 

Los cambios que Ja sociedad experimenta obI:gan a Ja constante actualización de las leyes, 

a fin de que éstas no pierdan su vigencia, su ámbito espacial y temporal de validez. 

De esta suerte y congruente con los tiempos que rigió, la ley de 1934, reglamentaria del 

artículo 92 constitucional, mencionó entre otros actos sujetos al refrendo, a las leyes. Este fue el 

punto de panida de una costumbre viciada, de una práctica invctcmda de exigir el refrendo de leyes. 

Es1a práctica can~da de todo fundamento constitucional y resultaba atentatoria de Ja norma 

suprema; se hizo costumbre, sí, pero mala costumbre. 

Valt: a4uf mencionar a Diego Val;idés Ríos, quien en su intervención en el Debale, recordó 

que en 1937, rcspeL:tO del artú.:ulo 49 Constitucional, que t"SU!blecía la posibilidad de conferir 

facultades extraordinarias para legislar, al titular del Poder Ejecutivo, en los términos dd 29 de la 

propia Constitución, fue necesario agregar una frase o una oración redundante, diciendo: y en 

ning1ín otro caso se conferirán facultades cxclusiv.is para legislar. Respecto de esta adición, Don 

Antonio Manfncz Bácz señaJó que con ella se pretendió derogar por ley a una costumbre que había 

derogado a la ley. 

Considero que esramos ante un supuesto análogo: sabido es que la costumbre es fuente del 

Derecho; sin embargo, en este cuso se generó una costumbre totalmente opuesm a lo preceptuado 

por la Constitución. 
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Con la adición al artículo 13 de la LOAPF, se pretende aclarar en la posible esta situación y 

recncauzar la práctica jurídica del refrendo. 

No obstante, consideramos qllc la adición citada resulta insuficiente. En todo caso, 

resultaría conveniente se adicione el artículo 70 con~titudonal, que actualmente seiiahi: 

Arúcuto 70. Toda resolución del Congreso tendrá cará1.·tcr di.= ley o dc1:rcto. 
La.'i leyes o decretos se comunit.:ar.:in al Ejecutivo firmados por Jos presidentes de 
ambas cámaras y por un secretario de cada una de ellas, y se promulgarán en e~ta 
forma: "El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos decreta: (texto de la ley o 
decreto)." 

El Congreso expedirá la ley que regularoí su estructura y funcion:unicmo 
internos. 

La ley determinará las formas y pro1.·cclimientos para la agrupación ele los 
diputados, M:gún su afiliación de partido. a efei.:to de garantiz:.ir la libre expresión 
de la.o; corrientes ideológicas representadas en la Cámara de Diputados. 

Esta ley no podrá SL'r vetada ni nt.:L't.:Silará de promulgación del Ejecutivo 
Federal para tener vigencia. 

Con la udidón que se propone, d mismo artículo 70. quedaría con su texto original, más un 

párrafo segundo. en estos tém1inos: 

Artículo 70. Toda resolución del Congreso ... 

Los decretos promulgatorios de leyes o decretos, expedidos por el 
Congreso de la Unión no requerirán de refrendo alguno. 

Dijimos con anterioridad que estábamos anlc un caso análogo al arúculo 49 constitm.:ion:d; 

en efecto, el texto del artículo 70 constitucional claramente establece que toda resolución del 

Congreso tendrá el carácter de ley o decreto, sobrnndo el refrendo de su <lccrcto promulgatorio, por 

lo tanto, la adición de un segundo párrafo que se propone pareciera redundante, sin embargo. bosca 

terminar con tanta disparidad de criterios al respecto. 
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La adición se propone con base en Jos siguientes razonamientos: 

- el articulo 70 de la Carta Magna da el carácter de ley o decreto a toda resolución del 

Congreso, o sea. no sujeta su existencia jurídica a ningún otro acto, puesto que se ha 

agotado el prm:eso Jegi~lativo y es sólo el inicio de su vigencia el que queda sujeto a Ju 

fecha de su promulgación; 

- el mismo arrículo contiene la f6nnula sacramental que:: debe observar el decreta 

promulgatorio de leyes: 

- es este prci.:cpto en el que cabe inscrtJr el párrafo segundo que se propone, por referirse 

precisamenlc Ja adición al decreto promulgaroriC'de leyes; 

- al señalar este precepto que las resoluciones del Congreso tendrán el carácter de ley o 

decreto, sobra y resulta superfluo insistir en que el decreto promulgatorio de estas 

rcsolw:íones queda sujclo aJ refrendo; 

- con la actual adidón al artículo J3 de la LOAPF. sólo se suprime parcialmente el vicio de 

exigir el refrendo al decreto promuJgatorio de leyes del Congreso; con Ja adición que se 

propone al ílrtfculo 70 constitucional se erradica esa práctica viciosa; 

- la adición que se propone, es congruente con Jo preceptuado por la fracción I del artículo 

89. que establece la obligadón del Presidente de promulgar las leyes del Congreso; 

- Ja refom1a de adición deroga a la formulada al artículo 13 de Ja LOAPF; 
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- el refrendo en nuestro sistema es solamente un requisito de forma, y al establecer el 

anfculo 70, que las resoluciones del Congreso tienen carácter de ley o decreto, no les 

resulta aplicable dicha figura jurídica; 

- fin:tlmcnt~. la ex1i11d6n del refrendo en los decretos promulgatorios de leyes, no sugiere 

menoscabo álguno a la división de poderes, toda vez que el Presidente con:i.crva l;,1 

instancia de formular ob~crv;1cioncs a las inkiativas de ley t¡uc le son re1nitidas, duranrc 

el proceso legislativo y se reafirma la potcslad soberana del Poder Lcgisl;itivo. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- El Sistema Parlamentario Inglés se integra por: 

- La Corona, pcrsonifo:ada por el monarca, quien cubre la primera parte de l:i dualidad del 

Ejecutivo como Jefo de Esr¡ido, con funciones de representación política y protocolo. 

Tiene la fm.:ultad de disolver la Asamblea a petición del Primer Ministro y con din forzar 

a una clccci6n general. No tiene responsabilidad alguna por haberla trnsl:idado a los 

mini!:tros, con sus c.:orrclativas facultades. 

- El Gobierno. integrado por Jos jefes del punido mayoritario o por los jefes de los partidos 

que medmnte una cnalición forman la mayorfa parlamentaria. Es encabezado por el 

Primer Ministro, quien es el Jefe de Gobiemo y con la anuencia del Jefe del Estado, 

escoge al grupo de ministros que integrarán el Gabinete. Sus funciones son la 

administración, la dirección y la responsabilidad del Poder Ejecutivo. 

- Los ministros in1egrantcs del gabinctc ocupan los escaños de superior jcrarqufa en el 

gobierno; l'Stán investidos de poderes de decisión y mando; son Jos depositarios de las 

facultades antaño exclusivas dd rey y su accionar abarca las diferentes ramas de Ja 

adminhtraci6n pública; sus facultades gubernativas las compar1en con la Asambleu. Por 

conducto del Primer Ministro puede solicitar al Jefe de Estado la disolución de la 

Asambles. 

- Los ministros son responsables individualnu:nte como sujetos privados de derecho, por los 

actos ilegales que l.'ometan como simples paniculares, por actos imprudentes o dañosos, o 

cuando contrnen obligaciones de naturaleza civil. 

- Los ministros británicos son responsables ante la C.ímara de los Comunes, por cualquier 

acto imprudente o dañoso parn el bien público, en cuya comisión se involucre su carácter 

oficial; se trata de una responsabilidad política, al surgir el deber de los ministros de 

contestar a las preguntas de la Asamblea, l:on Ja posibilidad del voto de censura y Ja 

dimisión del ministro. 
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- La A.-.amblea, confommda por la Cámara de Jos Comunes y la Cámar.t de Jos Lores; 

funcionan como vigilantes de la función gubernamental y como colegisladores 

- L1s atribuciones de Ja Asamblea son negar un voto de confianza al Gabinete, otorgark: un 

voto de censura y exigirle responsabilidad polftica n uno de sus miembros o al gabinete 

como unidad. 

SEGUNDA.- La Asamblea y el Gabinete se controlan rccfprocamcnte. La Asamble<t pu~de exigir 

responsabilidad polílica al gobierno, a través de un miembro o del gabinete como unidad; 

también puede otorgar un voto de censura y presionar al gobierno a dimitir. El gobierno por 

su parte puede pedir Ja disolución de Ja Asamblea al Jefe de Esmdo. Entonces es el clcc1orado 

el que decide en unus nuevas elecciones, quit:'n tiene Ja razón. 

TERCERA.- El refrendo es una manera de fincar responsabilidad a los ministros en su carácter de 

integrantes del Gobierno y se tralll de una responsabilidad cmim:ntcmcnte polí1ica. 

característica prindpal de este sistema. 

- El refrendo se constituye de dos elementos: el primero de orden interno, consiste en la 

voluntad del ministro a quien corresponde refrendar y con ello colaborar voluntariamente 

a un acto del Jefe del Estado; el segundo de carácter externo, fonnal o material d cual se 

traduce en la fimrn del propio ministro a través de Ja cual refrenda el aclo. 

- En el Sis1cma Parlamentario Inglés tiene una conslanle pragnlática el refrendo ministcrhil y 

en él realmente se asumen sus consecuencias. La funcionc'i de dicha figura jurídica en 

este régimen son: certificar la autenticidad del contenido del clocumcnto mismo en el que 

la orden se expresa; limitar materialmente la m:mación del Jefe de Estado; y como tercera 

función: hace responsable políticamerHe al ministro refrendatario de los actos del Jefe del 

Estado en los cuales interviene, relevando a éste último de dicha responsabilidad. 

Mediante su finna el ministro otorga validez jurídica plena a los actos del Jefe del Estado, 
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con ello se convierten en actos propios del Gobierno y por lo tanto, adquieren el 

compromiso de responder de los efectos que estos actos jurídicos produzcan. 

CUARTA.- Las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo determinan el sistema 

de gobierno; la forma de gobierno se refiere a una parte del todo del Estado, son los órganos a 

tráves de Jos cuales se cjcrcirn el poder. 

QUINTA.- El presidencialismo se gestó en tos Estados Unidos de América. La Constitución de 

1824 establece la cstrul.'.turn fundamental del Sistema Presidencial Mexicano. basada en la 

Norteamericana de: 1787, ele la cual tomó su estructura fundamental; así como en la de Cádiz 

de 1812 de la que tomó elementos relativos a los Secretarios de Estado, al refrendo 

ministerial. a las rdaciones del Ejecutivo con el Congreso, ;1sf como diversas facultndcs 

concedidas al Presidente de la Repúblirn. 

- El cksarrollo del sistema presidencial ha tenido difkultad para mantener un equilibrio, 

sobre todo entre el Ejct.:utivo y el Legislativo, y que esto se plasme en la norma 

fundamental. Las liases y Leyes Constitucionales de la República de 1836, arortaron la 

novedad del "Supremo Poder Conservador", que ejercía control sobre el propio Ejecutivo. 

El Presidente no podía rechazar proyectos de ley aprobados por las Cámaras, debía 

sancionarlas y publicarlas en Jos seis días siguientes, conforme a las Bases Orgánicas de 

1843. La característica de la Constitución de 1857 fue la supremacía del Legislativo sobre 

el Ejecutivo. Con la Constitución de 1917 se institucionalizó el Presidencia1ismo: surgió 

un Ejeci:tivo fonalecido con amplia gama de poderes, incluso de orden meta-jurídicos. 

SEXTA.- En el régimen presidencial en general: el Poder Ejecutivo es unitario; el Presidente es 

electo por el pueblo mediante votación gcnernl; el Ejecutivo tiene preponderancia política 
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sobre los otros poderes y es independiente del Legislativo; el Presidente es a la vez Jefe de 

Estado y Jefe de Gobierno; nombra y remueve libremente a sus colaboradores; ni d 

Presidente ni los secretarios son responsables políticamente ante d Congreso; los Secretarios 

de Estado no funcionan en Consejo de Ministros; el Presidente no puede disolver al Congreso 

y éste no puede obligar a renunciar al Presidente a rrnvés de un voto de censura; el Pres1dcn1c 

y lo'i secretarios no son miembros del Congreso; no hay voto ele l·ensura del Congn~so para 

los secretarios y jefes de departamento; los secretarios son subordinados al Presidente y tienen 

responsabilidad antt: él y el Presidente puede pertenecer a un partido político diferente al que 

tiene la mayoría en una o en las dos Cámaras del Congreso. 

SEPTlMA.- El Sistema Presidencial MexiL:ano es un sistema pre.-.idem.:ial puro. La nue:.tra c~ unJ 

República representativa. democrática y federal. La Administración Pública, como Estado 

Federal, existe en tres niveles ele Gobierno: Federal, Estat<.il y Municipal. El Gobierno de la 

Federación se encuentra constituído por los Poderes de la Nación: Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial. Existe una división de Ja soberanía entre la federación y las entidades federativas, 

tambi¿n entre ambas existe coincidencia de decisiones fundamentales. Las entidades 

federativas 'ie dan libn.:mente su propia Constitución, sin contravenir el pacto federal: todo lo 

no atribuído a la Federación es competencia de las entidades federativas. El pacio federal 

contenido en la Constitución Genernl, es la unidad del Estado FcderaJ. 

OC.."TAVA.- Los órganos gubernamentales son Jos poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, la 

integración e intt:racción de ellos y todos sus componentes (órganos públicos secundarios, 

centrales y locales), forman la unidad llamada Gobierno del Estado, cuyas funciones 

primordiales son: la elaboración de leyes, la satisfacción de las necesidades generaJes de la 

población, y la impanición de justicia, las cuales realiza a través de los tres poderes. 
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NOVENA.- El principio de Ja división de poderes se ha aplicado en fonna sistemática en el 

consútucionalismo mexicano y es uno de los principios básicos de nuestra actual Carta 

Magna, que definen la estructura política de nuestro país. La división de poderes, de acuerdo 

a Monte~4uicu, es la idea de que el poder detenga al poder, en bcnefido de la propia libertad 

humana y por ningún motivo todo el poder deberá caer en una sola persona. La división dt.! 

poderes debe entenderse corno la división fundada en razones prát.:lil:as de Ja actividad t:statal, 

que se interrelacionan y tienen recíproca colaboración con Ja finalidad de cumplir cabalmente 

con las t:1rea:¡ de gobierno; para esto deben tomarse en cuenta los dos criterios parn decenninar 

la natumleza de las ai:tividadc.'i del Estado: el criterio fonnal, referido al órgano que realiza 

determinada actividad, y el criterio material, relativo a la naturaleza de la actividad 

desarrollada, en el sL"ntido marcrial ele la misma. 

DECIMA.- Son dos los pilares fundamentales de la estructura política en México: la existencia de 

un partido dominante y el presidencialismo. El fortalecimiento del Ejecutivo en la 

Conslitudún de 1917 obedeció a la idea de que sólo mediante un gobierno fUene y efectivo se 

podría t:om.:rctar la obrn de la revolución. 

Desde 1icrnpos prct:onesianos y del virreinato. los mcx.icanos han visto en el Jefe del 

Gobierno al hombre más podt.!roso del pafs, quien más que guiar los destinos del país, los 

detcmlina; el Ejecutivo como en las rafees indígenas, reúne poderes religiosos y políticos. La 

figura presidencial desarrolla la doble función: como Jefe de Estado tiene a su cargo la 

rcprescntacilín nacional y el desarrollo de las funciones que por tal carácter le conceden las 

leyes; como Jefe de Gobierno tiene el liderazgo de hecho y de derecho en la administración 

pública federal. 

DECIMA PRIMERA.- El Ejccuti\'o Federal Mc.:xicano está integrado por órganos. entre las cu;:1les 

destaca la Administr~1dón Públka. que es su parte medular. El Presidente detennina los 
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lincarnienios y polftica.~ generales a desarrollar por la Administración Públkil Federal~ 

nombra y remueve a Jos titulares de Jos diversos órganos administrnlivos auxiliares, tanto de 

dcpcndcncins como de entidades públicas. La interrelación de dichos órganos administrativos 

y su lugar dentro de la estructura del Gobierno constiruye la organización administrativa. La 

relación entre el Poder Ejecutivo y la Administración Pública, permite que el primero cumpla 

con su función de ildministrai..:ión. 

DECIMA SEGUNDA.~ De m:ucrdo ¡¡ lo establecido por el Título Cuarto de J¡¡ Con!-.titución, el 

Presidente de la Replíblica sólo podrá ser acusado por traii.:ión a la Pa1ria y delitos graves del 

orden común. En la historia p:.aria no ha sido acusudo ninglJn Presidente, no se ha prcseniado. 

por lo tanto, la opción ck intcl]Jretar c~!a lenninología y no cxis1~ un criterio definido ;.!I 

respecto. La ley secundaria debería ser clara y precisa respei.:IO a csta.'i i.:ausalcs, pcrll ~.-01110 no 

sucede así, el Congreso es quien debe determinar si el Presidente ha roto d ordl'.n 

constitucional o si ha incumplido con :ms obligaciom:s constitucionales. Estas causales 

implican una inmunidad temporal, debido a que durante d período del cm.:argo sólo se puede 

prm:cder en su i;ontra por fas causales señaladas, lo que ~arnntiz:t un mejor desempeño de su 

. papd. 

DECHvfA TERCERA.- El artículo 69 constitucional establece que a la apertura de sesiones del 

Congreso asistirá el Presidente para informar por c'l:rito d estado que guarda la 

aclministradón del país, sin ser sujeto dt: requerimientos, cxigc111.·ias o inlcrpelaciones, y sin 

responsabilidad derivada del informe. El ürtículo 93 señala que el Congreso o cualquiern de 

las C;ímara,.. pueden solicitar la comparcccnda de Jos Secretarios de Estado y servidores 

públicos menores de la Administración Plíblica, a fin de que informen cuando se discula una 

ley o se trate algún negocio de su ramo y tampoco existe voro de censura parn estos efectos: 

por estas dos razones y por haber sido el titular del Ejecutivo elegido por el pueblo, no tiene 
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obligadón de responda ame el Congreso Federal. Por Jo anterior así como el que sólo existen 

·dos causales de juicio político en contra del Presidente. se puede afirmar que existe una 

irresponsabilidad política prcside-m.:ü1l. 

DECII\:fA CUARTA.· LJ organi1 .. ación interna del Poder Ejecutivo es motivo de estudio de la 

kgisl:.idón administrativa: una caractcrístiL:a de nuestro Poder Ejecutivo Federal, es la 

ccmralízación administrativa, dentro de las unidades administrativas que conforman este 

M.:1.:lor cq:ín f:i-; Secretarías ck' Eslado. que son el conducto principal para la realización de las 

más i111portm1tcs tareas de gobierno a cargo del Ejecutivo~ acllmlmenti: existen diecisiete 

Secretarías de Eswdo. las cualc." conforme a la Constitución uencn el mismo nivel y jcrarqufa 

Jurídica y ~011: GolJL•rniJL'ilín; Rdadones Exteriores; Dcfrnsa Nacional; Marina; Hacienda y 

Crédito Público; Contraloría Gcncrnl efe la Federación: Energía, Minas e Industria Paracstaral; 

Conwn.:in y f-'omcnto Industrial; Agricultura y Recursos Hidráulicos: Comunicaciones y 

Transpones: Desarrollo Social; Educadón Pública: S;1lud; Trabajo y Previsión Social; 

Reforma Agraria; Turismo: y Pcsc;,i; y como cfrpartamento, el del Distrito Fcdernl. 

DEC'll\.IA QUINTA.· El Sci.:rc1;1rio de Esl<tdo en M~:xii:o es un fum:ionario administrativo. con un 

carácter, invcs1idur<1 y actividad totalmente distintos a los del ministro de un régimen 

parlamentario, por ello en nuestro sistema la denominación técnica de tales servidores 

públicos debe ser Sl'L'rernrios de Es1ado, quC' son el órgano superior administrativo auxiliar del 

titufor del Ejecutivo en el despacho di! los asumes de determinada rama de l<J actividad cs!atal. 

Los artículos constitucionalc5 relativos a Jos Secretarios de Estado son el 29, la Frw:ci6n ll 

del 89, el 90, 9 l. 92, 93, y 108; Ju Ley Orgánica dt: la Administración Pública Fedcml 

dctem1ina el ámbito de compctcnda adminis1rativa de e~tos órganos de Gobierno. Los 

SecreL:lrio~ de Estado tienen un doble carácter: político y administrativo. 



Entre las principales ac1ividades desarrolladas por Jos Secretarios de Estado cst>i.n el ser 

colaborador inmediato y directo del Presidente; plantear y ultimar las dei:isioncs 

administrativas que debe someter a1 Presidcnlc; despachar los negocio~ administrativos de la 

Feder:1ción que le competan de acuerdo a la ley; ejercitar el refrendo ministerial; realizar la~ 

funciones polí1i1.-.1s que Je atañen y compartir con el Presidente la dirección política 

funda111cn1al ele la Nación. 

El llamado Gabinete, es rl órgano colegiado que se reúne con el Pn.:sidentc para la atem:ilin 

de nsunlos de singular importancia, el análisi.s del estado general di: la administrnciñn, la 

revisión de un progrnma de gobierno o la 1mrn1 efe alguna importante medida político

administrativa; no debe ser confundido con el Consejo de Mini,rros del sis1c111~1 

parlamcnlario, ya que en éste se adoptan medidas ¡mlítko-administrarh a'i que impliL:an u11a 

n:sponsabilidad gubernamental. 

DECJMA SEXTA.~ Desde el punto de visra ir:órico y de ;.1cuerdo a la Con:-i.titución, d refrendo t~n 

nuestro país constituye un requisito con:-i.titucional indispensable para la valicle1. de los 

reglamcmos, decretos, :icuerdos y lirdcnes presidenciales. El refrendo es J¡¡ institución jurídica 

constitudonal relativa a la obligación y al derecho que tiene el titular dc una dependencia 

para firmar, conjuntamente con el Presidente, lo~ reglamentos, dccrelos y úrdcne'i de 1•.ste 

servidor público que se refieren al ramo de la dependencia a su cargo. 

Será obligación, cuando tratándose de rcglamcn1os. decreios, acuerdos y órdenes del 

Presickntc qut" hay;.m cuhia10 todos los requisitos legales, deban ser firmado:-. por el 

secretario; y será derecho cuando percatándose que se imenta promulgar una ley 

inconstiiucional o antkonslitucional por su contenido o que no reúne los rcquisilos legales, 

tiene la potestad de absiencrsc u olOrgar su fimm, esto último so pena de convertirse en 

corresponsable de dicho ac10. 

En la actualidad tienen focuhacl de refrendo los Sct.:retarios de Estado y los Jefes de 

Departamento Administrativo. De acuerdo al artículo 92 Constitui.:ional, el efecto del refrendo 
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- en nuestro sistema es el de ser un re4ui.\ito inctispcnsable para que los reglamentos, decretos. 

acuerdos y órdenes del Presidc111c scnn obcdc:cidos, si cualquiera de los actos mencionados 

adnlc..:c del refrendo. el cfrdo será 4ue la ejecución de los mismos cslará viciada, no serán 

obedecidos. 

DECIMA SEPTIMA.- Los ~iguicnté.') ordi..·namicnlos jurídit.:os: Constitución de CJdiz de 1812, 

Con~titución ele Apatzingün, A..:w Cnn'ititutiva de enero de 1824, Constitución de 1824, Bases 

y Lt•ycs Constitucionales <fo la República de 1836, Proyec.:to de Reformas de 1841, Primer 

Proyecto de la Consti1ud6n de J 842. Segundo Proyecto de Con~titución de 1842, Ba'\es de 

Org:miztu.:ión Pohtu.:a de J;1 República Mexicana de 1843, Estatuto Orgánico Provisional de 

1856. Constilu1..iu11 de IN57 y Con~titudón de 1917, coinciden por cuanto a la cuestión 

mi:dular del refrendo, con pcquctias variantes en sus textos. 

DECJMA OCT"\ V.·\.- Lis responsabilidades en las cuales pueden incurrir los secretarios de 

Estado, son dc1erminados por el Título Cuarto Constitucional, y son: las que originan juicio 

político, l~omo con!-.clucncia de actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses 

plÍblicos fundamcnt<tks o ck su buen despacho. se trata entonces de una responsabilidad 

política, y se hace efectiva con Ja destitución e inhabilitación del servidor público; las 

derivadas de la comisión de delitos por parte de cualquier servidor público, sean del orden 

federal o cmmín; las que originan la aplicación de sanciones administrativas motivadas por 

los actos u omisionc~ que afectan la leg;1lidad. honradez, lca1tad. imparcialidad y eficiencia 

que están obligados a cumplir en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones; y las 

que den Jugar a ~anciones que procedan contra un servidor público con motivo de 

cnriquecintiemo ilícito. 
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DECIMA NOVENA.- La administración pública es la actividad coordin:.ida, permanente y 

continua, 4u1: rcaHza el Poder Ejecutivo, wnclicntc al logro, oponuno y cabal. de los fines del 

Estado, mediante la prescntaci6n directa de servidos públicos, ma1eriales y culturaks, para lo 

cu:1l dicho Poder establece la organización y los métodos más adecuados; todo ello con 

arreglo <I In Constitución, el Derecho Administrnlivo y a criterios prácticos. Esto se realiza a 

través cft: órganos estatales, con facultades ele dc1.:isicln en grados diversos. La Ley Org:ínica 

de h1 Administral'illn Públka Federal (LOAPF). ri.:glamr.:ntaria del artículo 90 constÍtUL'Íonal, 

compendia la base de org<mi:r.adón adminis1ra1ivu C'll nuestro paí...;, prci.:i~a Ja interrelación di: 

lns ilrganos que la intC!!ran a.'>í L"omo el lugar que k.; L"nrn·-.ponrlc en b cstrul..'.1ur.1 dcl ~ubicrno 

mc.\icuno. espt:cificando b compc1cncia que a cad<i uno atañe. 

VIGESIMA.~ En el prcscnlc siglo la adminbtrai.:icln púhlica lm presentado un amplio desarrollo, 

con ht apa1ición de las inslitucionc-s que ~,;;tabb.:cn las ba..;l:''i del nuevo modelo de esuuctura 

orgánic:a riel gobicrno; C.'>lc dc->arrollo .'>t' h;1 caracterizado por la crcadón de nuevos órganos 

administrativos surgidos L°Un !;1 gradual lransformación ele! Eswdo Mc.\il'ano. Eslc desarrollo 

se ha plasmado en diversos ordenamientos legales. 

La ley rcglamcnt.ari<i que <11.:tualmenlc se encuentra vigente. es !;1 Ley Orgánica de la 

Administración Plibli(,,.·a Federal, dl~ fecha 22 de diciembre ele 1976; publk·:ufa en el Diarin 

Oficial de la Fcdcradón del día 29 del mismo mes y año y en vigor desde d lo. de enero de 

1977; ésta abrogó Ja Ley de Scnetarías y Dcpartmncntos de Estado de 23 de diciembre cfo 

i95X, 

Esr~1 ley ha sido rcfonnada en diciembre de 1978, <ihril de 1981. diciembre de 1982. La 

reforma de esta ley a la cual esta investigación se refiere data. del 13 de diciembre de 1985, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación del 2(1 del mismo mes y año. La más reciente 

reforma iJ esta ley datu del 21 de mayo de 1992 y fue publicada el 25 del mismo mes y año en 

el D. O. F., y reform;:1, adiciona y deroga diversas disposiciones de esta ley. dest:1cando la 
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creudón de J,1 Secretaría de Desarrollo Social y Ja desaparición de la Secretaría de Desarrollo 

Urbano y Ecología. así como f<J de la Sccretarfa de Prognunación y Presupuesto. 

VIGESli\:JA f'RlMERA.- La actual LOAPF consigna en un solo cuerpo legal la compleja 

L'Stnu:tura quL· 'e h;1bia n~<1dn con el credmicntn del ;1p;irJto ~1d111inistrntivo; ackctía la 

;1dmini.-.1rad~'111 pUblil'.a a las m:i:c:-.id•idcs y prohlcmas plantl·ados por la .".lituadón nacional y 

mundial: e ... iahk-L'C en forma clar.1 y prccis;i las focuh¡ulcs de las distintas enrid:1Cfcs 

adminisll.tlivus: e\ ita duplil'icfad de funcio1w-. de las entidades parJ definir responsabilidades; 

pennitt' que las decisiones gubern<Jmcnlah:s se (Taduzc:m en resultados satisfactorios par<I los 

gobernados; busc¡t la insritucion;llización de Ja program;1c1ón de Jas acciones de la 

Admini'itraciun PdhJka, d cst;1bkdmiento de priuridadc'i, objetivos y mctus que resulten 

comprensibles y viables y que la'i dependencias dirc1.:la'i del Ejccurivo f-'t.'Jcral se constituyan 

en unidi.!clcs rc.1..pn11 .. abk.<> lJLic SL· cm:argllcn de la connfinadún de Jos org•mismos 

dL'SL'cntralizadn'i, cmpres:1s de particip:.u:ii'1n estatal y fideicomisos que se ubiquen t•11 el 

ámbito scL·lorial 'fue lrnbr.1 dl· estar a su cargo. 

VIGESHvlA SEGCNDA.- Entre la-; in11nvacíoncs de la LOAPF ck-s1ac:a11: es1;1blece h'i ba'iL'S dc

organización y la forma de in1egraci6n de Ja administración pública federal mexicana, 

dividiéndola en centralizada y paracstatal; conrcmpJa Ja creación de Jos depanamcnros 

lldministrarivos. medi:rn1c ley del Congreso y señala su igualdad con fos sccrciarías de E~L'.1do, 

indicando la obligación de sus litulares de informar al Congreso el esrado de su 

:1dministraci6n; precisa f;t estructura básica de la!> dependencias del Ejecutivo í-'cdcral y 

de1ennina Ja posibilidad de la i.:reación de órganos administrativos desconccntrados; establece 

el sistema de progrumadón de las actividades públicas; prcveé la cxis1cncia de los 

reglamentos inlcriores de e.ida dependencia y establece la obligación de publicar los m:muaks 

de organización, de proccdimicnlos y de servicios al público; conlcmpla !¡¡ posibilidad de 
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reuniones del lh1m<ido gabinete para la definición y evaluación de políúcas de gobierno y 

administración: l~stablt!ce la base legal par.i crear unidades administrativas bajo la 

dependencia din:cta del Presidente, las c.:oordinacioncs: otorga facultades al Presidente pam 

dctcnninar la scctorización de entidades y designar a los coordinadores de sector y plantea la 

posibilidad de celebrar convenios de coordinación con las cntjdades federales y con los 

municipios. 

VIGESIMA TERCERA.~ L;1 ley ere:\ situaciones jurídicas generales y el dci.:rcto situaciones 

jurídicas concretas. El decreto legislativo est.i previsto por los artículo" 70 y 72 

constitucionales: el primero señala que todas las resoluciones del Congreso tendrán el car .k1cr 

de ley o dccrclO; el segundo. el procedimiento de discusión, interprctaci6n, o reforma de las 

leyes y decretos. Los decretos judiciales son simples determinaciones de tnímite dkt;ióas 

dur•mtc el proceso. El decreto administrntivo es la facultad concedida al órgano cje<.:utivu para 

dit.:tar resoluciones sobre mm especie particular de los negocios públicos, en cjcrdcio de sus 

funciones, tiene su base constitucional en los artículos X9, fracción 1, y 92 de la Constitución, 

a éstos últimos pencnecc el decreto promulgatorio de leyes, que es una decisión expresada en 

un acrn administrativo, clk.·tado por el Presidente. en cumplimiento de la obligación que la ley 

C.'itahlccc, 4ue creu una .'iituacain jurídica concreta. 

VIGESll\1A CUARTA.· Las carlils constitucionalc~ de México, incluida la actual y con exc.:cpción 

de lu Constitución de Apatzingáo, nada mencionan sobre el refrendo secretaria! de acrns 

promulgatorios de leyes y decretos dd Congreso. 

La ley de Secretarías de E~tado, Departamentos Administrativos y dem:'ís Dependencia-; del 

Poder Ejecutivo Federal, publicada el 6 de abril de 1934, menciona a las leyes como uno de 

los at.:tos sujetos a refrendo sc1.:rctarial, esta ley se refiere a las Jeye~ expedidas por el 

Presidente en uso de facultades extraordinarias para legislar; esto dio lugar a qut: se empezara 
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a :itribuir el refrendo de leyes a los secretario~ encargados de las dependencias a que el 

contenido de la ley se refiriera. además del refrendo ordinario. La actual LOAPF no hace 

refereni:ia al refrendo de leyes ya que el otorgarniento de facultades extraordinarias para 

legislar cayó en desuso. 

VIGESfMA QUINTA.· Promulgación y public¡1ci6n tienen el mbmo significado cuando a h1 ley 

se refieren. ambos vocablos son u..;~ulos indistintamente en nuestra Carra Magna; cualquier 

promulgadón de una ley consiste en la orden de su publicadún; eJ Ejecutivo no aprueba las 

leyes. no las dota de valor jurídico, pues la ley es perfecta y definitiva cuando ha sido votada 

y aprobada por el Poder Legislativo; la promulgacion es la orden de publicación, Ja 

publicación condiciona la entrada en vigor de la ley: la observancia y cumplimicmo 

constituyen la finalidad perseguida por la publicación: el efecto obligatorio de la ley proviene 

del Congreso de Ja Unión y este efecto se surte como consecuencia de la public:1ci6n. 

VIGESI:ViA SEXTA.~ El dc1.:1cto promulgatorin de leyes se compone de dos partes: una partc 

formal y materialmente ;1dministrativa, en ella d Presidente autentifica la existencia del ai:to 

legislativo, es el reconodmiento fonnal por éste de 4uc la ley ha s/d11 aprobada confom1c a 

derecho. y lo comunica a Jos habitantes, ordenando que se publique, ejecute y cumpla. La otra 

pane es formal y materialmente legislativa y es la transcripción literal y fiel de la ley o 

decreto del Congreso de la Unión, que no sufre alteración o modificación alguna. 

La promulgación de la ley o decreto del Congreso es una obligac.:ión ineludible a cargo del 

Presidente, ya que si dentro dd término que Ja Constitución le otorga, formuló con su 

expresión u omisión la aprobación del proyecto de ley o decreto, o bien, que habiendo 

efectuado observndoncs al proyecto, el Congreso Jo haya t·onfirmado, la ley o decreto ~on 

perfectos y sólo pueden derogarse o abrogarse a través del mismo procedimiento seguid11 
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para su creación. Si se tiene como un derecho y no como una obligación, en todo caso, es un 

derecho de ejercido obligatorio a cargo del Presidt:ntc. 

VIGESIMA SEPTfMA.- No obstante que la LOAPF c!t: t97fi aclaró Ja improcedencia dd 

refrendo de leyes por ...cr inconstimcional. en la práctica se continuó con esta conducta 

viciada. El 13 dt• noviembre de 198.5, el entonces Prc-sidentc de Ja Rcplíblica lVligucl de la 

Madrid Hurtado, remitió una iniciativa parn adicionar el ~1rtículo 13 de la LOAPF, 

sustcntándo'iC en que el refrendo sólo debe aplicarse a los w.:los formalmente adminis1r;itivos; 

el refrendo de leyes implica admitir que las leyes del Congreso son convalidadns p0r los 

rcfrcndatarios; cslO se sustentó en lcyt•s rcglamenL1rias anteriores; lns decretos de 

promulgm.·ión del Ejeculivo son actos achninistr;¡tivos: el dccrc.to promulgatorio tiene una 

parte administrativa y olra legislativa: el decreto promulgatorio sólo dcbl' ser rcfrencl;1do por 

el sei.:retario de Gobcrnaci6n, por ser esa Sccrctarfo 1:1 l'/JCargad:t de ma11l'j<1r J:is relaciones dd 

Ejecutivo con los otros poderc.o:. y por publicm '"" ley<"' o clccrelo" y administrar el Dbrio 

Oficial de la Federación, y es nect•sario prccisur la LOAPf- con la práctii.:a de refrcnd<1r leyes 

y ser congruente con los principios de la división dt: pndcrcs. La adición consbtc en un nuevo 

segundo párrafo al anículo 13 de la LOAPF, en es1os términos: "Trat~índose de los decretos 

promulgatorios ch: las leyes o dccrc1os c'pcdiclos por el Congreso di:: la Unión, slilo se 

requerirá el refrendo del titular de la Secretaría de Gobernación''. 

VIGESJMA OCTAVA.- Sobre la propuesta de reforma de adición, se 

cmilió un Dictamen de aprobación de Ja Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales 

de la Cámara de Diputados, señalando que los de1..1ctos promulgutorios de leyes o decretos 

aprobados por el Poder Legislativo no requieren. para su obligatoriedad y eficacia, del 

refrendo del secretario de Estado o jefe del departamento administrativo a quien competa la 

materia de Ja ley o decreto: las normas aprobadas por el Poder Legislativo, alcanzan plena 
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validez jurídica al ser <1probadas por ambas Cámaras o por una de eJlas, ~egún lo esrablezca la 

Constitución~ la fai.:ul1;1d del Ejecutivo de formular observaciones es indclcgable, si no se usó 

o csto fue superado por el Legislativo, la ley debe promulgarse; es una obligación para d 

Ejacutivo la promulgación de la~ leyes y decrclos aprobados por el Legislativo, medianle el 

decrc10 promulgatorio; el dcstinalario de la orden que contiene el dccrc10 es la Secretaría de 

Gobcrnadlln ya que la ley In obliga a la publirnción dc leyes y decretos expcdido., por d 

Congreso, así como a la cdkión del Diario Oficial ele Ja Federnción; el dccrclO promulgatorin 

sólo requiere del refrendo dd Secretario <le Gobernación, la uuscncia de este refrendo, priva 

de cfo .. ·ada a lo ordenado o dispuesto por el Presidente; el objetivo del refrendo es la 

t:oncurrenda de aquéllos a quienes corresponda su cjcrcicio con el titular del Ejecutivo en Ja 

fonnación dc uclllS udministrativos nonnativos, companicndo su responsabilidad; la udición 

cspecifica al ak..tm.:c ele lo~ decretos promulgatorios y erradicn la práctica que atenta contra Ja 

soberanía del Congreso; n:afirm<1 la independencia del Poder Legislativo; previene la 

i111erposidó11 de juil:ios de amparo por falla de refrendo de leyes y busca dotar de clatid¡¡d a Ja 

norma legal y prevenir intcrprctaciom:~ equívocas. 

VJGESIMA NOVENA.- Duran1c el Debate surgido con motivo del Dictamen, quienes se 

pronum.:iaron en pro de la reforma de <idición argumentaron que el sostencr que el Secretario 

de Estado debe firmar la nomm del Congreso, atenta contra la soberanía de éste, porque se 

equipararía al veto, y ;1dcmás, según nuestros antecedentes históricos existe sistema de 

observaciones, no t:I veto en sí; el refrendo ministerial sólo puede aplicarse a los at:los 

normativos realizados por el Poder Ejecutivo~ las anteriores leyes reglamentarias al referirse 

al refrendo de leyes, lo hadan a las que en ejercicio de facultades extraordinarias emite el 

Ejeculivo; la facultad originari;.i, de interpretar la ley modificándola, sea mcdiantc adiciones, 

reformas o abrogaciones, reside en el Congreso; la falta de refrendo del titular de una 

dependencia, no puede considerarst.~ como causa suficiente para privar de cfícacia, anular o 

avasallar la voluntad del Poder Legislativo plasmada en una ley: las leyes que el Ejecutivo 
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promulga no son ni deben ser consideradas corno la expresión directa y personal de su 

voluntad, sino el reconocimiento de las normas en que se expresa 1<1 voluntad del Congreso: 

tambiCn se afirmó que no es el mismo dcL-rcto al que se refiere el artkulo 70, del decreto al 

que se refiere el artículo 92, ambos preceptos constitudonalcs; Ja promulgación e~ la 

proclamación de la ley, la publicación es el hecho de dar a conocer su contenido: el rcfn:ndo 

en nuestro sistema es un at.:to ad111inistrativo, con función de control intraorgfoii..:o, pnr d cual 

los secretario!" i.:ontraen un cmnpromiso de cjct.:uciüo frente al Ejecutivo; el ado del 

Legislativo entrafia una orden para el Ejecutivo: la de promulgar; es nrccsariu en ocusione~ 

introdt11.:ir refonnas que interpreten o rcintcrpretcn lo que d ll·:\to ll"gal y<.1 t:nnticnc; la 

interposición de <.1m¡n1rns contra lc:yes que carecían de firmas de secretarios. obedeció a una 

inicrprcrndón errónea de la LOAPF; el refrendo al qul~ la Con.Hilución se refü~re, es 

cxdusivamenle el refrendo de los m.:tos del Ejecutivo. rw el refrendo de los actos en los cuales 

el Ejecutivo promulga actos del Legislativo. 

TRIGESIMA.- Las razones argumentadas en contra del Dictamen fue-ron básirnn1cnte en el 

sentido que de aprobarse el proyecto de reforma de adidón, ~e violaría el artículo 92 ele la 

Constitución; en todo C<tso la reforma debía habcr~e hecho a nivel constitucional; el refrendo 

del sccrct;uio implica una responsabilidad penal, técnica y política; la prmnulg•tción es una 

valoración de la ll·.y por parteo del Ejecutivo, al promulg~ula expresa dos significados: primero 

que la ley existe y segundo que ha sido aprobada regularmente; si la h:y es inconstitucional, el 

Ejecutivo puede negarse a promulgarla y contra esto no cxistc rc\.'.ur ... o. ni d de 

respons:ibilidad; si los der.:rctos promulgatorios no n:quicren refrendo, porqué con la adición 

se exige el del secretario de Gobernación; el decreto del Ejecutivo, acto~administr~ttivo 

conforme al 92, sí requiere el refrendo del secretario del rnmo, así lo interpretan las tesis de la 

Suprema Corte: el artículo 92 constitucion;.il no precisa que deba ser el Secretario de 

Gohcmadón el que deba refrendar el decreto promulgatorio de leyc.!.; dicho decreto es dcc1c10 
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del Prc~iclcntc, en aca1a111icnto dl"I artk·ulo 92, deberá llevar el refrendo del Secretario Je 

Estado. 

11{1GESIMA PRIMERA.~ Dcmro de la dm:rrina Jos autores que están de acuerdo con la adición a 

fa LOAPF, argumcnt~m l:h ideas en pro expresadas anies y agregan que podría t:unl.Jién 

habcr.\C eliminado el refrendo del :-.1 . .'crclario de Gobernación; de haberse reformado el artículo 

92, implican·a admitir que en 'iU lc:\to vigente este numcrnl cst¡1blccc que un decreto 

pn:sickndal promulgatorio es Ja propi<..1 ley del Congreso y que esto requiere ele una salvedad 

expresa, e implicaría que el refrendo tendría un poder polfrico, cvaluatorio e inhibitorio del 

Poder Lcgislauvo. 

L;1s opinionc.\ vcLrinaria . .., en u11111;11ill se fundamentan en que las leyes reglamentarias del 

anú:ulu 92, anicriorcs :1 la actual, sí cstabkcfan el refrendo ele leyes; Ja reforma legal fija una 

exccpdón que nn pre\ icnc d arrkulo 92. el cual :-;e refiere a todos los decretos dt:I Ejecutivo, 

por lo que la reforma es anticonstitucional: la adición legal generó a los secretarios de Estado 

una capitis diminutiu pulíth:a. Taml1ién se afirnm que Ja refonna legal desvirtúa el sentido del 

refrendo. pues confiere a éste un•t irrelevantc función de certificación y reitera lo que sí ha 

sido y l'S tr:1!'.ccndcn1L' para nuestra historia constitucional: la responsabilidad política de los 

Sccn:tario:• :le Estudo. 

TRIGESHv1A SEGUNDA.- En nuestra opinión el refrendo de leyes derivaba dc una equivocada 

interprc1aci1ín legal y constitucional, y originó esa práctica viciada; el decreto al cual se 

refiere el artícuhi 92 es de naturalc7.a totalmente distinta al mencionado en el artículo 70, por 

s<"r diferentes los órganos 4uc los emiten; el decreto promulgatorio de leyes CClnsla de dos 

pane": una administrativa y la otra, la transcripción de la ley o decrc10 del Poder Legislativo; 

el qm· se haya hecho costumbre refrendar las leyes y el que :1sí lo haya interpretado d Poder 

Judicial. no implil.:a que ello fuera apegado a la Constitución. De lo anterior se colige: Ja 
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adición al artículo 13 de Ja LOAPF no es ni anti ni inconstitucional. sólo busca especificar el 

alcance y contenido del decreto promulgatorio de leyes. 

TRIGESIMA TIRCERA.~ No' pronmu.:iamos por acabar con la práctica viciada de refrendar las 

leyes; sabido e:-> que conforme a nuestro sistema jurídico, para aL"abar con interpretaciones 

legales o constimdonalcs erróneas, se cuenta l·on la vfa de adiciones, rcfom1as o abrogadones 

a la Constituc.:i1'.>n a tra\·t.!s de los órganos facultados para la presentación <le dichas iniciativas. 

A pesar de la adición al anú.:ulu 13 de Ju LOAPF (que no es ni anti ni inconstitucional), no se 

agota la posibilidad de que contimícn generándose diversos criterios de interpretación 

rcspec.:to del rlecreto promulgamrio de leyes. ahora enfocados sobre todo a que la reforma 

debió haber ~ido l'On ... 1i11u;ional y no legal. Por cst.is razones, proponemos se adicione el 

artículo 70 l'Onstituciunal. el cual quedaría con "u lexto actu;ll, más en párrafo segundo, en 

estos términos: 

ARTICULO 70.-Toda resolución del Congreso ... 

l.ns decrelos prornulgalorios de leyes u decretos, expedidos por el Congreso de 

la Unión nu requerirán de reírcndo algunu. 

La propuesta de adición se formula con base en lo siguiente: el artículo 70 constitucional da el 

carácter de ley o decreto a toda rr..:solución del Congreso, no sujeta su existencia jurídica a 

ningún otro ai.:to por lo que resulta superfluo insistir en que el decreto promulgatorio queda 

sujeto al refrendo; el mismo articulo contiene la fórmula sacramental que debe observar el 

decreto promulgatorio de lc:yes; en este precepto cabe insertar Ja adición propuesta, por 

referirse ésta al propio decreto promulgatorio de leyes; el artículo 72 de la Constitución en su 

inciso a) dispone que toda ley o decreto aprobado por el Poder Legislativo debe remitirse al 

Ejecutivo para su publicación inmediata; la adición propuesta. es congruente con lo 
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preceptuado por la fracción 1 del anículo 89, que establece la obligadón del Prcsidcmc de 

promulgar las leyes del Congreso: con la adición propuesta se busca erradicar por completo el 

refrendo de leyes, no dw1do cabida a ninguna otra interpretación; al conc;luir que el refrcmlo 

es sólo un requisito de forma no debe quedar sujeto a esto el decreto promulgatorio de leyes; 

la adición propuesta, no implica menoscabo alguno :t la división de poderes, toda vez que el 

Prcsidt.!nte conserva la instancia de formular observaciones dmantc el prm:eso kgislativo u la-; 

iniciativas de ley que le sean rcmitid:.1s, y se rcafimm la potestud soberana dd Podl·r 

Lcgislalivll. 
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